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editorial

21 de marzo de 2001
por Javier López y García de la Serrana

Director

Con este número de la Revista cerramos el 
cuarto trimestre del año dos mil diez, el que sin 
duda alguna estuvo repleto de acontecimientos 
importantes para nuestra Asociación. De nuevo 
hemos celebrado nuestro Congreso Nacional, 
que este año ha sido el décimo y ha tenido lu-
gar en Mallorca, donde todos los asistentes he-
mos podido disfrutar de esta maravillosa isla y 
en especial de la ciudad de Alcudia. Desde aquí 
quiero felicitar a la compañera Celia Pita Piñón, 
tanto por la impecable organización de este con-
greso, como por el alto nivel técnico jurídico de 
las ponencias, así como por su hospitalidad y su 
buen hacer. En el apartado de noticias del ante-
rior numero ya dábamos cumplida cuenta de todo 
lo acontecido en este Congreso, con un amplio 
reportaje fotográfi co, donde se apreciaba lo bien 
que nos sienta a todos estar tres días lejos de 
nuestras obligaciones profesionales.

Y habiendo ya comenzado el 2011, lo primero 
debe ser desear a todos los miembros de la Asocia-
ción que este año esté lleno de éxitos, tanto perso-
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Parece que fue ayer, pero están a punto de 
cumplirse diez años de aquel 21 de marzo de 
2001, en el que los compañeros Mariano Medina 
Crespo, Eduardo Soler de Castro, José María 
Hernández-Carrillo Fuentes, Carmen Moreno 

Hita, Mª Carmen Ruiz-Matas 
Roldán y yo mismo, fi rmamos el 
acta de constitución de la Aso-
ciación, que se presentó días 
después en el Ministerio del 
Interior, el cual, con fecha 29 
de junio de 2001, resolvió 
inscribirla en el Registro Na-
cional de asociaciones con 
el número 168074.

Y es que meses an-
tes había nacido la idea 
de crear una asocia-
ción a nivel nacional 
de todos los letra-
dos cuya área de 
actuación fuera la 
responsabil idad 
civil y el seguro, 
tanto si su labor 
profesional se 

nales como profesionales. Desde luego, para todos 
nosotros será un año especial, pues se cumplen 10 
años de la constitución de la nuestra Asociación, 
que entre todos, sin exclusiones de ningún tipo, he-
mos conseguido que se haya consolidado como una 
de las más importantes en el mundo del Derecho.

6
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desarrollaba asesorando a los perjudicados, como 
si lo hacían asesorando a las aseguradoras, pues lo 
importante era participar en la labor de perfeccionar 
nuestro ordenamiento jurídico (material y procesal) 
en todo lo relativo a esta materia. No sólo se tuvo 
esa primera iniciativa, sino que se 
llevó a la práctica organizando en 
el año 2001 el congreso constitu-
yente que supuso la ratifi cación 
de la fundación de la Asociación 
Española de Abogados Espe-
cializados en Responsabilidad 
Civil y Seguro, que en la ac-
tualidad cuenta con cerca 
de un millar de miembros 
en toda España.

Pero si fue impor-
tante esta decisión de 
unos pocos para que 
naciera la Asocia-
ción, mucho más lo 
ha sido la actuación 
posterior de otros 
muchos, como es 
el caso de todos 
los organizado-

res de nuestros congresos que sucedieron a los 
dos primeros (Granada 2001 y 2002), siendo im-
portante recordarlos a todos ellos en este X aniver-
sario: Javier Prado Santos (3º Congreso Nacio-
nal – Salamanca 2003), Celestino Barrós Peña 
(4º Congreso Nacional – Pontevedra 2004), Javier 

Muro Insausti (5º Congreso Nacional – 
Pamplona 2005), Carmelo 
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Cascón Merino (6º Congreso Nacional – Cáceres 
2006), Mariano Herrador Guardia (7º Congreso 
Nacional – Úbeda 2007), Samuel Pérez del Ca-
mino Merino (8º Congreso Nacional – Santander 
2008), Pedro Torrecillas Jiménez (9º Congreso 
Nacional – Almería 2009) y Celia Pita Piñón (10º 
Congreso Nacional – Alcudia/Mallorca 2010).

Con su trabajo y el de todos aquellos compa-
ñeros que han colaborado con ideas, comentarios 
y artículos doctrinales, se ha logrado que nuestra 
Asociación sea un referente nacional en materia de 
responsabilidad civil. Además, gracias a todos ellos 
se han podido editar ya diez libros de ponencias 
con más de un centenar de trabajos doctrinales 
sobre la materia, además de haber publicado 36 
números de nuestra revista con cientos de artícu-
los y colaboraciones, lo que ha hecho que nuestra 
materia se haya desarrollado de una forma extraor-
dinaria en unos pocos años.

Quisiera reproducir aquí las palabras del ma-
gistrado profesor de la Escuela Judicial Española, 
Vicente Tovar Sabio, que hace meses envió la si-
guiente misiva a la Asociación para adherirse a una 
petición de la misma: “Con la creación de la Aso-
ciación Española de Abogados Especializados en 
Responsabilidad Civil y Seguro se ha conseguido 
aunar a todos los profesionales expertos en esta 
materia, creando un cuerpo de letrados con una 
alta especialización en esta materia, y creando la 
Revista de dicha Asociación, que hoy por hoy es la 
mejor publicación española en materia de respon-
sabilidad civil”.

Por su parte, el magistrado de la Sala Civil y 
Penal del TSJ de Andalucía y profesor titular de De-
recho Civil, Miguel Pasquau Liaño, ha escrito re-
cientemente: “Considero, en particular, que la crea-
ción y consolidación de la referida Asociación, y la 
calidad y exigencia de sus actividades, ha supues-
to una contribución de gran utilidad en el panorama 
de un sector jurídico tan importante como es el 

Derecho de daños, facilitando la comunicación de 
saberes y experiencias entre los colectivos de abo-
gados, profesores, jueces y otros profesionales del 
Derecho. Creo que es justo decir que tanto la teoría 
como la práctica judicial de la responsabilidad civil 
se han visto notablemente mejoradas en España a 
impulsos de la referida Asociación”.

Por todo ello, entiendo que en estos 10 años 
hemos cumplido con el objetivo primero de los refl e-
jados en los estatutos de nuestra Asociación, y que 
nos es otro que “La promoción y difusión de estu-
dios, investigaciones y publicaciones, relacionados 
con cualesquiera aspectos técnicos del Derecho 
sobre Responsabilidad Civil y Seguro. Dicha promo-
ción se extiende a la celebración de conferencias, 
cursos, seminarios, congresos y reuniones de tra-
bajo, tanto para sus asociados como para terceros, 
que versen sobre aquellas materias. Asimismo, a la 
difusión entre asociados y terceros de las normas, 
Jurisprudencia, doctrina, criterios y práctica en ma-
teria de Responsabilidad Civil y Seguro”.

Acabo esta editorial poniendo de manifi esto 
que nuestra Asociación no es una asociación de 
abogados de víctimas de accidentes ni de aboga-
dos de aseguradoras, es una asociación de abo-
gados especializados en la materia de responsa-
bilidad civil y seguro, compuesta, sin ningún tipo 
de exclusión, tanto por unos como por otros, que 
como juristas sólo deseamos profundizar en el co-
nocimiento del Derecho de Daños y del Derecho de 
Seguros, que como he dicho en anteriores ocasio-
nes se encontraba bastante enjuto de investigación 
y falto de más eventos creadores de masa crítica, 
pero que gracias a todos hemos conseguido que 
nuestra materia se haya desarrollado en estos diez 
años, como nunca antes lo había hecho, siendo ello 
un acicate para continuar con nuestro trabajo de 
cara a los importantes acontecimientos que nos 
esperan en años sucesivos.

Enero 2011



Acerca de las bases doctrinales del sistema legal 
valorativo (Ley 30/1995). 

Los efectos de su marginación
Mariano Medina Crespo

Abogado. Doctor en Derecho

doctrina

1. Sobre la necesidad de comprender el 
sistema y superar sus defectos

Para manejar correctamente el sistema legal 
valorativo, hay que comprenderlo; y, para ello, 
es necesario desentrañar la estructura del daño 
corporal (atendiendo sus diversos componentes) 
y captar el cabal sentido de los conceptos utiliza-
dos en relación con él, diferenciándolos de forma 
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Sólo una nutritiva refl exión general habilita el 
adecuado funcionamiento de este instrumento nor-
mativo de valoración, descubriendo su bondad, li-
mando o eliminando sus maldades de expresión, 
en la medida en que se capte (idea absolutamente 
fundamental) que está puesto, de verdad, al servi-
cio de la reparación íntegra del daño corporal y de 
los perjuicios secuenciales.

2. Caracterización general del sistema

El sistema constituyó, al implantarse, una regu-
lación revolucionaria; formalmente, por ser legal; 
materialmente, por atenerse al inusitado e impres-
cindible (en términos de razón) principio de la verte-
bración o del discrimen que marca las pautas para 
comprobar si una determinada indemnización es 
completa, sobrerrestauradora o infrarresarcitoria. 

Fue, al tiempo, una regulación conservadora 
porque se atuvo a una tradición de primacía del 
daño personal que es, al tiempo, positiva y nega-
tiva; positiva, por lo que tiene de prioridad lógica 
y axiológica; y negativa, por lo que tiene de virtud 
excluyente y desprecio de su dimensión patrimo-
nial. Y fue conservadora también por razón del tra-
tamiento simplista –propio de nuestra judicialidad 
valorativa– con el que se canaliza el resarcimiento 
de las lesiones temporales (tabla V), siendo, sobre 
todo, muy simplista el Baremo económico de las 
lesiones permanentes (tabla III) en lo atinente a la 
confi guración reducida de las columnas de edad 
y puntuación fi nal, con las que se expresan, res-
pectivamente, los parámetros de la duración pre-
sumida de la lesión permanente y el de su alcance 
(extensión e intensidad). Respetuosa con lo que en-
cerraba de válido la doctrina judicial, se trataba de 
una regulación elaborada con base en sus escasas 
aportaciones, concretadas en la atribución de las 
titularidades para el resarcimiento de los perjuicios 
personales causados por la muerte; aportaciones 
que el sistema mejoró, aunque de forma bastante 
insufi ciente al atenerse a una realidad familiar que 

cumplida. A tal efecto, es preciso sortear la con-
fusión terminológica que genera la recurrencia a 
conceptos polisémicos y, sobre todo, la falta de 
unas explicaciones ilustrativas que, en esta mate-
ria, resultan virtualmente del todo imprescindibles. 
Ello se debe a que se trata de una regulación legal 
adánica (según la feliz expresión de Juan Antonio 
Xiol Ríos), producida ex novo, sin una previa tradi-
ción cultural, sin un consenso previo sobre los con-
ceptos manejados y sin un conocimiento ordenado 
sobre la signifi cación y, por tanto, sobre el alcance 
de los perjuicios resarcibles. Hay, en particular, a 
una falta de refl exión sobre el funcionamiento de un 
principio institucional, el de vertebración, que im-
pone la liquidación detallada (analítica, taxonómica, 
linneana) del daño corporal y de sus heterogéneas 
consecuencias perjudiciales.

En su mayor parte, los problemas que susci-
ta la utilización del sistema derivan de no haberse 
efectuado esa previa refl exión, atinente a la consis-
tencia del daño corporal y a la fi nalidad restaura-
dora/compensadora/satisfactoria que persigue su 
valoración, sin haberse realizado (por abulia o por 
intereses espurios) un particular esfuerzo por su 
consecución. Dicho lisa y llanamente: los proble-
mas derivan de no entenderlo; de no saber que hay 
que entenderlo; de no esforzarse por entenderlo; 
e, incluso, de no querer entenderlo, por despreciar 
la necesidad de hacerlo. Es fácil desconocer, por 
otra parte, algo tan elemental como que algunos 
conceptos y bastantes reglas del sistema proce-
den de las aportaciones de la doctrina europea del 
daño corporal, instrumentados con su propia termi-
nología, sin adaptarla a las exigencias de nuestra 
lengua. Otros conceptos proceden del orden labo-
ral, sin que sea fácil sustraerse a la dislocación de 
sus signifi cantes marcados por la perjudicialidad 
de signo patrimonial. Ambas procedencias deter-
minan que el intérprete no capte el cabal sentido 
de muchos conceptos ni, por tanto, el de las reglas 
de acogida; y de aquí derivan las frecuentes aplica-
ciones desviadas.
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ya había empezado a sufrir una honda transforma-
ción y al no consignar, de modo explícito, el princi-
pio de la doble presunción.

Fue una regulación de contenido parcialmente 
novedoso, porque implicaba la recepción de algu-
nos logros culturales europeos, concretados en la 
racionalización médico-legal del daño corporal per-
manente (método científi co de medición a través 
de la técnica porcentual, nunca utilizado en la juris-
dicción española antes de 1991), pero incorpora-
dos sin expresar el sustrato de sus presupuestos 
culturales. De esta forma, quedaba entorpecida su 
cabal comprensión y, por tanto, la fi delidad de su 
funcionamiento.

Era por eso una regulación plagada de elemen-
tos esotéricos, fruto de las defi ciencias e insufi -
ciencias de su redacción (superables; sin que toda-
vía se hayan superado); de sus falsas insinuaciones 
(desmontables; sin que todavía se hayan desmon-
tado); de sus burdas ocultaciones (descubribles; 
sin que la mayor parte de los intérpretes las hayan 
descubierto); y de sus descarados disimulos (per-
fectamente detectables; sin que la mayor parte de 
los intérpretes los hayan detectado y, por tanto, 
desvelado).

Es, en defi nitiva, una regulación que ofrece 
los inconvenientes interpretativos que derivan de 
una genealogía parcialmente foránea y del igno-
rado desconocimiento que padecen los agentes 
que han de manejarla. El problema de la dimensión 
valorativa del Derecho Español de la Responsabili-
dad Civil es que ofrece la peculiaridad de adolecer 
de la ausencia de una (sólida) cultura antecedente 
(doctrinal, legal y jurisprudencial) sobre el daño, en 
general, y sobre el daño corporal, en particular; y 
cuenta, además, de forma sorprendente, con poca 
doctrina consiguiente. No hay sino que hacer un 
elenco de la bibliografía disponible al respecto, 
siendo muy escasas las monografías dedicadas al 
estudio de esta materia.

El sistema constituye una regulación legal que 
contó, comprensiblemente, con mediocres redac-
tores (juristas dotados de escasa cultura valora-
tiva, pero expertos, por su formación unilateral, 
en el arte habilidoso de saber guardar la ropa del 
resarcimiento proclamado) y que cuenta, además, 
en general, con pésimos intérpretes (marcados por 
idéntica escasez, pero privados de la habilidad de 
sacar y lustrar la prenda resarcitoria); regulación 
redactada, fundamentalmente, desde el sector 
asegurador (con intereses muy justifi cados, pero 
atravesados por una médula saducea) ante la indi-
ferencia de los otros sectores afectados (en espe-
cial, de la abogacía y de la judicatura; pero también 
de las asociaciones de una pasiva sociedad civil; 
y, desde luego, de los políticos desasesorados y 
de los altos funcionarios); pero, sobre todo, de la 
academia que permaneció indiferente ante su anun-
ciada implantación y que, cuando adoptó una pos-
tura diferente, fuera de la puramente complaciente 
(retribuida en algún caso), quedó ahogada en la ra-
dicalidad de una crítica destructiva que se abstuvo 
de proponer fórmulas sustitutivas de entereza ni 
cabales y viables interpretaciones de apertura. 

El sistema constituye una regulación legal que 
externamente expresa su preocupación por la se-
guridad (porque el seguro la reclamaba, ciertamen-
te con razón) más que por la justicia del resarci-
miento, por el igualitarismo más que por la igual-
dad, por el control más que por la satisfacción; por 
el freno más que por la aceleración; por el afeitado 
más que por el fi lo restaurador. Pero la voluntas 
legis del resarcimiento pleno se ha de sobreponer 
por vía interpretativa a la voluntas legislatoris (ase-
guraticia) de un resarcimiento sectario e incluso, 
en ocasiones, mendaz. Pero hay que hacerlo sin la 
consideración legalista de la que hace gala la STS 
(Sala 1ª) de 25 de marzo de 1995 (Pte. Excmo. Sr. 
Xiol Ríos).

Las reglas del sistema normativo se han de 
interpretar de acuerdo, no con lo que se entienda 
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que es la (inexistente) voluntad del Legislador, sino 
con lo que se entienda objetivamente que es, con 
metáfora feraz, la voluntad de la Ley. Podrá cap-
tarse que el Legislador está preocupado, más por 
la seguridad que por la justicia del resarcimiento; 
pero, abstraído el texto legal de tal animus, la volun-
tad de la ley tiene, desde luego, que casar los dos 
valores, sin que proceda sacrifi car uno por mor del 
otro. Se ha de obtener así la difícil pero necesaria 
consecución de la bilateralidad del benefi cio que 
es forma de aludir a la inesquivable conmutatividad 
del resarcimiento. Sólo así puede defi nirse de for-
ma equilibrada el cui prodest del sistema. De esta 
forma, tiene que afi rmarse que esta regulación le-
gal no está puesta, desde luego, al servicio de las 
aseguradoras de responsabilidad civil para blindar 
su patrimonio y limitar lo que tienen que abonar 
(systema pro debitore); y ello, pese a la apariencia 
de sus inmediatos signifi cantes, por la necesidad 
de atender sus cabales signifi cados (sensum non 
verba considerare debemus).

Se trata, de una disciplina que se atiene, para 
bien, a la prioridad lógica y axiológica del perjuicio 
personal. Pero se ajusta en demasía a la tradición 
de potenciarlo excluyentemente (además de limi-
tarlo, más que delimitarlo) y de preterir, por tanto, 
de forma aparente, el resarcimiento del perjuicio 
patrimonial del lucro cesante, así como de muchos 
perjuicios emergentes de igual índole. No obstante, 
el dato normativo de que el lucro cesante no haya 
sido objeto de una regulación acomodada a sus 
naturales exigencias (pese a poderse hacer perfec-
tamente) no debiera interpretarse en el sentido de 
que, confi scado, queda sin resarcir del todo; con-
clusión ésta que es a la que, lamentablemente, ha 
llegado el Pleno de la Sala 1ª del Tribunal Supremo 
en la ya mencionada sentencia de 25 de marzo de 
20101.

Pero, para conseguir el cabal funcionamiento 
del sistema, hay que hacer algunas referencias 
precisas sobre la teoría general del daño corporal, 
inserta, a su vez, en una teoría general del daño.

3. El concepto de daño y su doble clasifi cación 
fundamental como soporte de una teoría 
general sobre el daño corporal 

3.1. El concepto de daño

Según Las Partidas, daño es destruimento o 
detrimento que padece un ome en se mesmo o en 
sus cosas por culpa de otro. El acierto de la defi ni-
ción se encuentra en la referencia a la dualidad per-
judicial básica, pues hay los bienes materiales y hay 
los bienes personales, dando lugar su menoscabo/
destrucción al daño material y al daño personal. 
Su desacierto se encuentra en identifi carlo con el 
daño causado por otro (alteridad) al que se imputa, 
además, bajo la pauta del monismo atributivo de 
la culpa; porque el autodaño es daño; y también lo 
es el que un sujeto causa a otro, aunque no le sea 
imputable; y lo es igualmente el que es fruto de la 
pura fatalidad. Por eso, si se suprime la expresión 
fi nal (concepto jurídico afectado por el monismo 
atributivo de la culpa), se está ante una muy pre-
cisa defi nición naturalística del daño. Porque daño 
es ciertamente el resarcible, pero también lo es el 
irresarcible; y es que el daño constituye una reali-
dad natural, proteica, aunque, desde la perspectiva 
de la responsabilidad civil, hay daños relevantes y 
daños carentes de relevancia.

3.2. Las clases básicas de daño

En atención a la índole de los bienes afecta-
dos, se distingue el daño personal y el daño ma-
terial. El primero afecta al patrimonio material, pe-

1 Para un análisis detallado de esta sentencia, me remito al artículo que le he dedicado: Cien apostillas a la sentencia plenaria de la Sala 1ª del Tribunal 
Supremo de 25 de marzo de 2010. El esperado descubrimiento de una norma permanente marginada y un paso abierto, con gran estrechez, para la 
reparación del lucro cesante por venir, Cuaderno Jurídico Tráfi co, Circulación y Seguridad Vial, de Sepín, núms. 30/31/32, 2010.
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cuniario o estrictamente patrimonial (damnum in 
bona exteriora); y el segundo afecta al patrimonio 
personal. El primero afecta la esfera del ser de la 
persona; el segundo, a la esfera de sus pertenen-
cias. Según ha resaltado la doctrina especializada, 
los daños y perjuicios personales se conjugan con 
el verbo “ser”, mientras que los daños y perjui-
cios materiales se conjugan con el verbo “tener”. 
Dentro del daño personal, hay que distinguir el 
daño corporal y el daño estrictamente personal; 
el primero afecta al patrimonio biológico, fi sioló-
gico, corporal, orgánico, anatómico, somático o 
psicofísico (damnum in bona corporis; damnum ex 
corpore datum); y el segundo, al patrimonio mo-
ral, espiritual o estrictamente personal (damnum in 
bona interiora; damnum dignitatis). Se insertan en 
ese segundo concepto los daños que afectan a los 
bienes extracorpóreos de la personalidad: identi-
dad (damnum nominis), libertad (damnum liberta-
tis), honor (damnum honoris), intimidad (damnum 
verecundiæ), propia imagen (damnum imaginis), 
creatividad (damnum creativitatis) y equilibrio per-
sonal (damnum serenitatis/affi rmationis); elenco 
que, según demuestra la experiencia histórica, no 
puede darse por cerrado.

El concepto cabal del daño primario o emer-
gente (el daño material emergente, el daño cor-
poral emergente y el daño personal emergente) 
se inserta en la primera clasifi cación. A su vez, 
es adecuado utilizar el concepto estricto de per-
juicios para hacer referencia a los daños secunda-
rios, secuenciales o consecuenciales, insertos en 
la segunda clasifi cación. Construida esta segunda 
clasifi cación con la misma ratio dividendi, hay los 
perjuicios materiales y hay los perjuicios persona-
les (morales), con la dualidad de su posible origen 
(perjuicios materiales derivados del daño material; 
perjuicios personales derivados del daño material; 
perjuicios personales derivados del daño personal; 
y perjuicios materiales derivados del daño perso-
nal). Dentro de unos y otros, se diferencian las 
consecuencias perjudiciales necesarias (perjuicios 

materiales derivados del daño material y perjui-
cios personales derivados del daño personal) y las 
contingentes (perjuicios personales derivados del 
daño material y perjuicios materiales derivados del 
daño personal).

3.3. El daño corporal

El daño corporal es un daño personal –daño 
en el cuerpo de la persona–, pero no todo daño 
personal es un daño corporal, pues hay el daño a 
la persona y, como una especie del mismo, hay el 
daño en (el cuerpo de) la persona. Daño personal 
extracorpóreo es el que afecta a los bienes mo-
rales o espirituales de la personalidad (identidad, 
libertad, serenidad, honor, intimidad, propia ima-
gen, creatividad), bienes que se identifi can con los 
atributos del ser de la persona. Por eso es inexacta 
(verdadera sinécdoque) la propia denominación del 
sistema legal valorativo que se refi ere a los daños 
personales para comprender en exclusiva los cor-
porales, sin abarcar, por tanto, los que afectan a la 
esfera espiritual, extracorporal, de la persona.

Debe resaltarse, por otra parte, el dato de la 
intangibilidad de un daño tan tangible como es el 
daño corporal; por eso es un daño personal o in-
material, pese a la materialidad del cuerpo; y por 
eso la doctrina francesa dice que el daño corporal 
es un daño material, porque afecta a la materia 
en que consiste el cuerpo de la persona. Pero la 
doctrina española huye de esta califi cación que 
generaría una confusión añadida a la que de suyo 
se padece ya.

3.4. La tutela civil del daño corporal

De acuerdo con la doble clasifi cación efectua-
da, el estudio del daño corporal, para valorarlo en 
sede de responsabilidad civil, exige referirse, en 
primer lugar, al daño corporal en sí (al daño cor-
poral emergente) y, después, a sus heterogéneas 
consecuencias perjudiciales, personales (morales) 
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y patrimoniales (perjuicios causados por el daño 
corporal emergente).

Así las cosas, la responsabilidad civil por daños 
corporales es la expresión de la tutela civil que el 
ordenamiento proporciona a la vida y a la integridad 
psicofísica de la persona. Por eso, diga lo que diga 
el Tribunal Constitucional desde su saber virginal, 
es innegable la relevancia constitucional de la ma-
teria, pues se trata de la protección civil que tiene 
que brindarse frente a los atentados consumados 
que afectan a esos dos bienes tan fundamentales. 
En este sentido, la sentencia del Tribunal Italiano 
de Casación de 11 de abril de 1997 declaró que 
era preciso superar la versión civil de los criterios 
resarcitorios del daño corporal, para reconocerse 
la relevancia constitucional de una tutela que exige 
su cabal ajuste, primero, al principio solidario de la 
igualdad en el tratamiento indemnizatorio y, des-
pués, al principio de la personalización del daño 
corporal, en su expresión dinámica y existencial. 
Otra cosa es el innegable ámbito de disponibilidad 
que la Constitución adjudica al Legislador ordinario 
para que regule tal tutela, pero siempre sin menos-
cabar los valores que la misma consagra.

4. La sinonimia de los conceptos ligados al 
daño corporal

Con vistas al correcto manejo del sistema 
legal, es imprescindible realizar una clarifi cación 
relativa al uso de una serie variada de conceptos 
ligados al daño corporal. Partiendo de una persona 
que goce de plenitud de salud, es decir, que goce 
de una completa integridad psicofísica, decimos 
que cuenta con una plena capacidad o una plena 
validez. Pero esa integridad psicofísica, capacidad 
o validez puede resultar negativamente afectada 
mediante el daño corporal, consistente en la muer-
te o en la lesión. Cuando el daño corporal no es el 
radical en que consiste la muerte, estamos ante la 
lesión o daño corporal parcial que puede ser sólo 
temporal o convertirse en permanente.
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El estudio de la estructura del daño corporal 
parcial exige atender, en primer lugar, a su nivel 
estático, que corresponde a lo que es el daño cor-
poral emergente, y, en segundo lugar, a su nivel 
dinámico, que refi ere a la repercusión negativa 
(abolitiva, limitativa o entorpecedora) que ese daño 
corporal tenga sobre las actividades de la persona.

Para hacerse referencia al daño corporal en 
su nivel estático, se habla de que se tiene una sa-
lud quebrantada, un detrimento o menoscabo de 
salud, una defi ciencia, una lesión, un daño bioló-
gico, fi siológico, psicofísico, somático, funcional, 
orgánico o anatómico, queriéndose decir lo mismo 
cuando se dice que esa persona sufre una incapa-
cidad (genérica, funcional o fi siológica) o invalidez 
(genérica, funcional o fi siológica). Pero hay que te-
ner mucho cuidado con el uso de estos dos últimos 
conceptos.

La defi ciencia o lesión puede ser temporal 
(baja) o permanente (secuela) y puede producir o 
no un défi cit de actividad, es decir, una incapaci-
dad de actividad o discapacidad. Cuando se hace 
referencia a los impedimentos de actividad se está 
ante el daño corporal en su nivel dinámico, están-
dose así ante un segundo concepto de incapaci-
dad que es sinónimo de handicap, discapacidad, 
o invalidez estricta; y esta discapacidad puede ser 
personal o laboral.

La discapacidad personal refi ere a que quedan 
abolidas, limitadas o entorpecidas las actividades 
personales del lesionado, dando lugar a la pro-
ducción de unos perjuicios morales o personales, 
por razón de ese impedimento, limitación o en-
torpecimiento de actividades que pueden ser las 
esenciales de la vida, las afectivas y familiares, las 
sociales y deportivas y las lúdicas, hedónicas o de 
disfrute o placer. A su vez, cuando el impedimento 
(lato sensu, comprensivo de las tres expresiones 
indicadas) de actividad por razón de la discapaci-
dad tiene un rango laboral o productivo, se genera 
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también, normalmente, un perjuicio personal que 
es el perjuicio de actividad al que acaba de alu-
dirse y que es distinto del económico que puede 
originarse por el lucro cesante, por la pérdida de 
capacidad de ganancia o por el aumento de las 
necesidades económicas.

5. El concepto polisémico de daño moral y la 
determinación de sus diversos sentidos

Para solventar los problemas que surgen de la 
polivalencia del daño moral como concepto perju-
dicial, interesa diferenciar sus diversos sentidos. 
Se superan así múltiples equívocos que lastran el 
sentido de su consistencia perjudicial y, por tanto, 
resarcitoria.

Cuando el daño moral se identifi ca con el 
daño al patrimonio espiritual de la persona (daño 
estrictamente personal o daño personal extra-
corpóreo), se está ante el concepto restringido. 
Cuando el concepto se amplía e incluye también el 
perjuicio moral derivado de un daño corporal, se 
está ante el concepto estricto. Cuando el concep-
to manejado es comprensivo del daño corporal, 
del daño estrictamente personal y de los perjui-
cios personales derivados de uno y otro, se está 
ante el concepto amplio. Cuando se identifi ca con 
el daño no patrimonial, incluyendo los tres compo-
nentes anteriores y, además, los perjuicios mora-
les derivados de un daño material, se está ante el 
concepto superlativo.

La utilización del concepto en su más amplio 
sentido, que comprende todo perjuicio personal, 
incluyendo el que deriva de un daño material, su-
pone manejar un concepto estrictamente positivo. 
Se evita así la utilización de un concepto negativo 
como es el de daño extrapatrimonial (no patrimo-
nial o no material) que deja de defi nir lo que es, 
pues se refi ere sólo a lo que no es, aunque vale, 
porque decir lo que no es conduce necesariamente 
a que sea lo que es, si bien lo deja en la penumbra.

6. El reconocimiento jurisprudencial del 
resarcimiento del daño moral

Hay que empezar por referirse a la progresi-
vidad consecutiva del reconocimiento del rango 
resarcitorio del daño personal, produciéndose la 
superación de la concepción romana y romanista, 
contraída a afi rmar la exclusiva resarcibilidad de 
los perjuicios económicos causados por el daño 
corporal.

Ya antes de la famosa STS de 6 de diciembre 
de 1912 (Pte. Excmo. Sr. Bermejo Ceballos-Esca-
lera), se reconocía el resarcimiento del daño moral. 
Todos los autores y la propia jurisprudencia aseve-
ran que esta sentencia reconoció por vez primera 
la resarcibilidad del daño moral; pero es incierto, 
en su incondicionada expresión. 

La STS de 19 de octubre de 1909 reconoció 
una indemnización al padre de un niño que resultó 
muerto al ser corneado por un toro extraviado, 
habiéndose aplicado el art. 1905 del Código ci-
vil; y hay sentencias anteriores. Prueba de ello 
es que la sentencia de 6 de diciembre de 1892, 
al plantearse la cuestión de la resarcibilidad del 
daño moral causado por una ofensa al honor, se 
preguntaba que por qué no había de indemnizarse 
cuando, en supuestos de muerte, se resarcía la 
vida yugulada; referencia con la que se expresaba 
la duda de un ponente propicio a resarcir un daño 
al que, sin razón convincente, se negaba todavía 
la debida relevancia. A su vez, la STS de 14 de 
diciembre de 1894 convalidó que la viuda e hija 
menor del fallecido fueran resarcidas por la pérdi-
da de afección y la falta de ingresos monetarios, 
quedando clara la diferenciación (sólo conceptual 
en tal momento) del doble componente de los per-
juicios resarcidos.

Cuando se dice, según es sólito, que la senten-
cia de 1912 fue la primera que en España recono-
ció el resarcimiento del daño moral, se afi rma sólo 
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que fue la primera que lo reconoció en su sentido 
restringido, por un atentado al patrimonio espiritual 
de la persona (daño al honor en aquel caso), por-
que el daño moral en que consiste el daño corporal 
ya se resarcía con anterioridad. La falacia doctrinal 
se pone de manifi esto cuando, después de invo-
carla como primera resolución consagradora del 
resarcimiento del daño moral, se traen a colación 
sentencias que resarcieron el daño moral causado 
por la muerte, como si su reconocimiento fuera no-
vedoso y sólo se hubiera producido en virtud de 
la apertura realizada por la sentencia doceañista 
señalada.

7. La objetividad o subjetividad del daño moral

Frente a la tesis del carácter subjetivo del daño 
moral, debe afi rmarse su primordial carácter obje-
tivo. La concepción subjetiva o patética del daño 
moral se liga al sufrimiento y a la esfera de los sen-
timientos. En cambio, la concepción objetiva capta, 
en cambio, que el daño moral, en sentido estricto, 
es el resultado necesario que causa el atentado a 
cualquiera de los bienes de la personalidad, en su 
doble esfera corporal y espiritual, afectando a cua-
lesquiera de los atributos que integran la dignidad 
de la persona.

El daño moral es un damnum in re ipsa; y por 
eso no tiene demostrarse cumplidamente su exis-
tencia. Ya lo sostuvo así la sentencia del Tribunal 
Supremo de 6 de diciembre de 1912. El daño 
moral consiste en la alteración objetiva de las con-
diciones personalísimas de la existencia. Esto no 
signifi ca que el único daño moral existente y ponde-
rable sea el objetivo. Lo que sucede es que el daño 
moral objetivo desencadena normalmente una se-
rie variada de perjuicios de índole personal, que se 
insertan en la esfera estricta de los sentimientos y 
que se identifi can con el sufrimiento (damnum dolo-
ris); perjuicio este último que, pese a la necesidad 
de su individualización, el sistema valorativo inser-
ta, con su fórmula silente, en las indemnizaciones 

básicas, lo que supone dejar de computarlo casi 
siempre.

Quien, al sufrir un accidente, queda en situa-
ción de coma vigil irreversible, y no fallece, sufre el 
daño moral que corresponde a un quebranto prác-
ticamente absoluto de la integridad psicofísico; y 
por eso, aunque no sienta ni padezca, debe ser 
resarcido por los daños morales infl igidos.

8. La dialéctica valorativa del daño personal

Los daños y perjuicios personales, incluidos 
los corporales, no pueden de suyo valorarse por-
que afectan a bienes que están fuera del merca-
do, es decir, que son extra commercium. Mientras 
los daños y perjuicios materiales se insertan en el 
reino de la utilitas æstimabile, los personales se 
insertan en el reino de la utilitas inæstimabile. Pese 
a ello, la vera rei æstimatio comprende tanto unos 
como otros, porque, como decía Hugo Grocio, 
pecunia communis est rerum utilium mensura. De 
esta forma, queda afi rmado que los daños y perjui-
cios personales están afectados por la dialéctica 
de la imposibilidad de valorarlos y la necesidad de 
hacerlo. El problema radica en cómo realizar esa 
imposible y necesaria valoración, casando la impo-
sibilidad con la necesidad. Tal dialéctica se ha re-
suelto tradicionalmente mediante el monismo de la 
equidad, atribuyendo al juez facultades libérrimas 
para fi jar la valoración en virtud de su propio y ex-
clusivo arbitrio personal.

Pero el mantenimiento ultracentenario de la 
técnica de la judicialidad valorativa ha dado lugar 
a hipostasiarla y a afi rmarla con rango ontológico 
y deontológico, diciéndose que es de esencia que 
sea el juez el que valore el daño, no siendo nece-
sario ni conveniente  que se le proporcionen pau-
tas normativas. De ahí la frase jurisprudencial de 
que, frente a los baremos, el iudex debe desde-
ñar la solución normativa (STS, Sala 1ª, de 26 de 
marzo de 1997, Pte. Excmo. Sr. Albácar López). 
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Frente a ello, debe afi rmarse que el progreso está 
en esas pautas normativas que se tienen que im-
poner al juez, siempre que se atengan a la teoría 
normativa del doble trípode de las circunstancias 
de índole nociva.

En virtud de ella, hay que deslindar de forma 
drástica la perjudicialidad personal y la perjudicial 
patrimonial, y, dentro de cada una de estas dos 
manifestaciones fundamentales de la nocividad, de-
ben distinguirse, en primer lugar, los perjuicios ge-
nerales, comunes u ordinarios; en segundo lugar, 
los perjuicios particulares, especiales o extraordi-
narios; y, en tercer lugar, los perjuicios singulares 
o excepcionales. La incontrovertible necesidad de 
que estos últimos sean atendidos denota, a su vez, 
la necesidad del reconocimiento de las amplias 
facultades apreciativas que, en cualquier caso, no 
pueden amputarse a la jurisdicción. 

9. La perjudicialidad patrimonial y la técnica 
de su valoración

Los daños y perjuicios materiales son perfecta-
mente valorables, porque afectan a bienes o intere-
ses situados en el mercado de bienes y servicios; 
tienen por ello un valor objetivo que establecen las 
reglas del mercado. Suele decirse así que, dado 
que el mercado proporciona tal valor, la cuestión 
valorativa se caracteriza por su simplicidad, por su 
sencillez, por su facilidad. Ello es cierto, en térmi-
nos generales, respecto de los daños y perjuicios 
emergentes, es decir, en relación con los menos-
cabos que implican un empobrecimiento o salida 
patrimonial, un egreso. Pero no lo es respecto de 
aquellos perjuicios materiales que implican una fal-
ta de enriquecimiento, una falta de ingreso (falta de 
entrada patrimonial), sobre todo cuando se trata 
de un lucro cesante sujeto a padecerse en el futu-
ro. En este caso, la certeza del daño no es absolu-
ta, sino relativa, pues está basada en la probabili-
dad, en el curso ordinario o regular de las cosas (id 
quod plerumque accidit); y, aunque se afi rma con 

certeza jurídica la existencia del daño (cuestión del 
an), la incertidumbre se proyecta sobre su concre-
to alcance (cuestión del quantum).

El problema radica en que la incertidumbre 
sobre el quantum opera como si fuera una incer-
tidumbre sobre el an, negándose así su certeza y 
negándose por ello su resarcimiento. En la prác-
tica, es más que frecuente que la pretensión del 
resarcimiento del lucro cesante se capte como el 
deseo infundado de obtener un lucro incesante. 
La preterición del resarcimiento del lucro cesante 
causado por el daño corporal está tan arraigada 
en nuestra cultura valorativa que sólo una expre-
sa intervención legislativa de signo positivo que 
introduzca reglas presuntivas de valoración haría 
cambiar las tornas y abrir la vía de la congrua 
compensación. 

Lo cierto es que, frente a lo que suele decirse, 
la verdadera difi cultad estriba, no en la valoración 
de la perjudicialidad personal, sino en la valoración 
del lucro cesante causado por el daño corporal, 
hasta el punto que su resarcimiento constituye la 
gran asignatura pendiente del Derecho español de 
la responsabilidad civil; y téngase en cuenta que se 
trata de una asignatura troncal.

10. Un país que es diferente, a la luz de la 
interpretación ordinaria del sistema 

Vista la tónica general del funcionamiento efec-
tivo del sistema legal a lo largo ya de más de quince 
años, hay que hacer las siguientes afi rmaciones:

España es un país en el que puede obtenerse 
indemnización por causa de muerte, sin sufrirse 
perjuicio personal alguno; y ello es así por una inter-
pretación defectuosa de la regulación tabular, en la 
medida en que se desconozca el principio presunti-
vo en su versión positiva (se presume que sufre un 
perjuicio resarcible quien fi gura en el elenco tabular 
como perjudicado), con la perfecta posibilidad de 
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su enervación2. Correlativamente, es un país en el 
que puede sufrirse un perjuicio personal relevante 
por causa de muerte y, no obstante, no obtenerse 
indemnización alguna; y ello es también así por una 
interpretación defectuosa de la regulación tabular, 
en la medida en que se desconozca el principio 
presuntivo en su versión negativa (se presume que 
no sufre perjuicio alguno, o que sufre un perjuicio 
carente de relevancia resarcible, quien no fi gura 
como concreto perjudicado en el elenco tabular), 
con la perfecta posibilidad de su enervación.

España es un país en el que el lucro cesante pa-
decido por el cónyuge legalmente separado o por 
el ex-cónyuge de la víctima se valora en un importe 
que como máximo equivale a la mitad del valor atri-
buido al perjuicio personal del cónyuge viudo; y tal 
valor disminuye si se concurre precisamente con el 
cónyuge viudo; y ello es así por una interpretación 
literal acrítica de la regulación tabular, en la medida 
en que no se acuda, correctivamente, a un criterio 
apagógico de exclusión, impuesto por el postulado 
racional de la vertebración como instrumento pues-
to al servicio de la reparación completa, es decir, 
sin exceso ni defecto.

España es un país en el que los lesionados se 
restablecen de un día para otro (el país de los mi-
lagros), produciéndose de pronto el tránsito de un 
día completamente impeditivo a un día de completa 
curación; y ello es así por la forma simplifi cada del 
tratamiento tabular del resarcimiento de la lesión 
temporal, al no acudirse a la fórmula medidora del 
porcentaje.

España es un país en el que los perjuicios per-
sonales ligados a una discapacidad personal que-
dan sin resarcir, salvo que haya un impedimento la-
boral ofi cialmente reconocido; y ello es así por una 
interpretación manifi estamente defectuosa de la 
regulación tabular, al desconocerse la consistencia 

perjudicial y resarcitoria del factor de corrección 
de la incapacidad permanente.

España es un país en el que hasta 2003 no se 
resarció en general la repercusión estética de las 
paraplejias y de las amputaciones de miembros; 
y ello era así porque la notable ausencia de cul-
tura valorativa impedía la cabal compresión de la 
regulación tabular atinente del resarcimiento de las 
lesiones permanentes. Por la misma razón la co-
jera funcionaba como si la imagen de la persona 
quedara sin alterar.

España es un país en el que hasta el año 
2003 quien sufría la limitación de una extremidad 
superior percibía por ella mayor indemnización si 
además quedaba feo (con cicatrices), al aplicarse 
acríticamente en su expresión literal la denominada 
regla de la suma aritmética de los puntos funciona-
les y de los puntos estéticos; y la limitación física 
valía menos si faltaba la fealdad.

España es un país en el que los ciudadanos 
parecen gozar de un lucro incesante porque no se 
les reconoce (casi) nunca lucro cesante alguno; y 
ello es así pese a la proclama judicial de su resar-
cimiento. Lo cierto es que no se valora el lucro ce-
sante causado por la muerte o la lesión permanen-
te impeditiva; y, en su caso, se valora simplemente 
sin tenerlo en cuenta. A la luz del sistema legal, 
tal como ha sido entendido por la jurisprudencia 
de forma omnipotente, se está ante una regulación 
sometida a un principio de reparación sectaria o 
parcial, pese a la explícita previsión que contiene 
la norma del inciso segundo de la regla general 7ª 
del apartado primero de dicha regulación, con la 
expresión de que su fi nalidad es asegurar la total in-
demnidad; expresión que enlaza con la descripción 
que del principio de reparación íntegra contiene el 
art. 1.2 de la Ley reguladora de la responsabilidad 
civil automovilística, al aunar el contenido del art. 

2 Tal sucede, por ejemplo, cuando se reconoce indemnización al cónyuge viudo y cuando mediaba una consolidada desunión de hecho.
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1106 C.c. con la extensión del resarcimiento que 
el art. 1107 adjudica al deudor contractual de mala 
fe, con la inclusión añadida del resarcimiento del 
daño moral. Sometimiento a un principio de repa-
ración sectaria o parcial que ha enfatizado precisa-
mente la sentencia del Tribunal Supremo (Sala 1ª) 
de 25 de marzo de 2010.

España es un país en el que puede obtenerse 
una indemnización abstracta por unos perjuicios 
económicos inexistentes; y ello es así, salvo que el 
correspondiente factor de corrección se interprete 
como restaurador de un perjuicio patrimonial bási-
co calculado mediante una fórmula semiabstracta 
que cuenta con un fundamento que puede reputar-
se razonable.

España es un país en el que, después de más 
de veinte años de haberse consolidado tardíamen-
te la doctrina valorista, se ha planteado su supues-
ta impertinencia, recuperándose así la doctrina 
nominal, pese a pertenecer a la prehistoria del 
Derecho de la responsabilidad civil; y ello es así 
porque ni la doctrina ni la jurisprudencia han reali-

zado una refl exión cabal sobre el fundamento del 
valorismo en el ámbito de los ilícitos dañosos extra-
contractuales, vinculándolo a la tradicional falta de 
predeterminación del valor de los daños corpora-
les. Por eso la doctrina valorista se ha proyectado 
tradicionalmente sobre la perjudicialidad personal 
y no sobre la patrimonial, como si el daño material 
emergente y los restantes perjuicios patrimoniales, 
se sustrajeran a ella. Lamentablemente, las senten-
cias del Pleno de la Sala 1ª del Tribunal Supremo 
de 17 de abril de 2007, después de proclamar el 
mantenimiento de la doctrina valorista, adoptan 
una solución que es virtualmente nominal, pese a 
que las razones aducidas al respecto tendrían que 
haber conducido al mantenimiento de la doctrina 
protestada. Pero no corresponde aquí acometer un 
estudio particularizado de estas dos resoluciones3.

Soluciones todas las indicadas que nacen, en 
defi nitiva, de la falta de comprensión de un sistema 
legal cuajado de múltiples defectos de expresión 
que se ponen al servicio del cumplimiento de unos 
propósitos inconfesados, pero manifi estos, de sig-
no expoliatorio.

3 Para un estudio de esta cuestión, me remito a mi monografía Actualización valorista e intereses moratorios en la responsabilidad civil, Bosch, 
Barcelona, 2010.
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La dualidad del daño patrimonial 
y del daño moral

Ramón Maciá Gómez
Magistrado jubilado

I.- Introducción. El concepto de daño

En general, por daño entendemos todo dete-
rioro, limitación o sufrimiento causado en un ob-
jeto, un derecho o a una persona. En economía, 
dañar es disminuir la utilidad mercantil del patri-
monio de un individuo o de un objeto susceptible 
de valoración pecuniaria. En Derecho, la palabra 
“daño” signifi ca el detrimento, perjuicio o menos-
cabo que una persona sufre a consecuencia de la 
acción u omisión de otra y que afecta a sus dere-
chos personales o reales. Dentro del ámbito jurídi-
co, se distingue entre daños patrimoniales y daños 
morales: una dualidad considerada básica y que, 
aparentemente, tiene importantes consecuencias 
fácticas y legales. Adelantemos que todo daño, le-
sión, agravio o menoscabo que sufre una persona 
en su patrimonio, en su ser físico o moral o en sus 
derechos o facultades, en general, deberá ser ob-
jeto de resarcimiento económico. La duda que se 
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1º. El daño patrimonial provoca una disminu-
ción de utilidad que se reintegra o se repara con 
dinero o con bienes intercambiables por dinero.

2º. El daño moral, por el contrario, implica una 
reducción del nivel de satisfacción o utilidad, perso-
nal e íntima, que ni el dinero, ni otros bienes pueden 
llegar a reponer, por ejemplo, el impacto emocio-
nal que implica la pérdida de un hijo. Si bien, cier-
ta cantidad pecuniaria casi siempre servirá como 
método compensatorio o paliativo del mismo, que 
nunca lucrativo. 

3º. En este marco, los daños patrimoniales se 
diferencian de los daños morales en función de la 
muy distinta aptitud que el dinero tiene, en uno y en 
otro caso, para restaurar la utilidad perdida. En el 
fondo, simplemente, resulta ser sólo eso. 

4º. Es evidente que un mismo hecho puede 
provocar daños de ambas clases e, incluso, lo nor-
mal es que así suceda, bien sea directamente, bien 
sea porque todo daño patrimonial, siempre, tiene 
cierto grado de afectación moral, excepciones he-
chas del daño meramente dinerario (si no se evalúa 
el esfuerzo que costó conseguirlo) o de perjuicios 
de índole estrictamente mercantil.

II. El daño patrimonial o material

Daño patrimonial es el que recae sobre un 
objeto, ya sea en forma directa sobre el propio 
objeto o indirecta como consecuencia o refl ejo de 
un daño causado a la persona titular del mismo y 
siempre que sea susceptible de comercio entre los 
hombres. El concepto es extensivo y, así, es daño 
material o patrimonial directo el que sufren bienes 
económicos destruidos o deteriorados y, también, 
se considerará el daño patrimonial indirecto, por 
ejemplo, los gastos realizados (daño emergente) 
para la curación de las lesiones corporales, o las 
ganancias que se frustran (lucro cesante) por la in-
capacidad para trabajar sobrevenida a la víctima. 

plantea es si esa indemnización debe ser entendida 
como un solo concepto unitario o cómo uno dual; 
en este caso, diferenciándose la indemnización por 
los daños materiales y los daños morales. 

En efecto, la cuestión, tan teórica como prác-
tica, que se plantea hoy en día en relación con 
el Derecho de las Indemnizaciones de un evento 
dañoso estriba en determinar si el daño moral y 
el daño material o patrimonial deben englobarse 
bajo una sola fi gura legal o si, por el contrario, se 
confi gura como dos elementos diferentes. Respon-
der a esta cuestión es la última fi nalidad de estas 
líneas. La doctrina mayoritaria se pronuncia a favor 
de la segunda tesis, al mantener sin discusión im-
portante, que solamente el daño patrimonial puede 
ser propiamente resarcido, mientras que los daños 
morales nunca son resarcibles, sino, tan solo y de 
algún modo, compensables. 

Desde otra óptica, el daño puede ser causado 
de manera voluntaria, negligente, o bien puede de-
berse a un suceso irremediable (como es el caso 
fortuito, por ejemplo). En el caso de daño doloso, 
el autor del mismo actúa de forma intencional o 
maliciosa, en el caso de perjuicios causados cul-
posamente, la conducta es negligente, descuidada 
o imprevisora, y no presta la atención que debiera, 
según un estándar de cuidado socialmente exigi-
ble; de los daños causados de modo fortuito nadie 
responde y resulta que la víctima debe resignarse 
ante el evento adverso que se le ha presentado. 
También el daño se puede diferenciar por su origen 
contractual o extracontractual, o su origen en ac-
ciones penalmente tipifi cadas o no.

Dentro del Derecho español está claro que se 
distingue entre daños patrimoniales y daños mo-
rales, con importantes derivaciones legales. Los 
daños patrimoniales se diferencian de los daños 
morales en función de la muy distinta aptitud que el 
dinero tiene, en uno y en otro caso, para restaurar 
la utilidad perdida:
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Desde esta concepción, casi unánimemente acep-
tada, resultará daño patrimonial y no moral, por 
ejemplo, el perjuicio económico por las lesiones 
deformantes sufridas en el cuerpo por una actriz, 
o las lesiones físicas de un deportista profesional. 
Y aquí hay que hacerse una primera pregunta; ¿no 
será cierto que frustrar el proyecto, íntimo y perso-
nal, de una prometedora carrera en el ámbito del 
espectáculo o en el del deporte no es, tal vez, un 
daño moral? Adelantamos la respuesta a esta retó-
rica pregunta; para nosotros no existe diferencia 
entre daño moral y daño material más allá del que 
impone una poco aclarada conjunción de especu-
laciones que no tienen su base en la realidad; tal y 
como se verifi ca meditando en el ejemplo anterior y 
los que iremos exponiendo a lo largo de este texto.

En resumen, y muy escuetamente, el término 
daño patrimonial se refi ere a todo menoscabo o 
detrimento que se produce en los bienes que com-
ponen el patrimonio de una persona, siempre que 

sean susceptibles de una evaluación monetaria me-
diante baremos, protocolos o pruebas periciales. 
La cuestión de su determinación tiene por objeto 
conocer con precisión cual es la cuantía pecuniaria 
capa z de indemnizarlos, devaluándose la condición 
diferencial de que sea un daño imputable a dolo o 
culpa en sede extracontractual o que el daño de-
venga de un incumplimiento en sede contractual 
o a un acto delictivo. Dicho lo anterior, hemos de 
destacar que los perjuicios patrimoniales, además 
del deterioro efectivo del patrimonio, normalmente 
incluyen;

a)  el daño emergente que abarca la pérdida mis-
ma de elementos patrimoniales, así como los 
desembolsos que hayan sido menester para ob-
tenerlos o los que en el futuro serán necesarios 
para recomponer el patrimonio perjudicado,

b) y el lucro cesante, que se constituye por to-
das las ganancias o expectativas de ganancias 
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ciertas que han dejado de percibirse o que se 
recibirían si no hubiera acontecido el hecho da-
ñoso.

En este sentido, el artículo 1106 del Código 
Civil establece que: “...la indemnización de daños y 
perjuicios comprende, no sólo el valor de la pérdida 
que hayan sufrido, sino también el de la ganancia 
que haya dejado de obtener el acreedor, salvas las 
disposiciones contenidas en los artículos siguien-
tes...”.

Para nuestro fi nal posicionamiento de unidad 
conceptual, legal y real de la indemnización origi-
nada por un evento adverso y dañino, esta doble 
vertiente que presenta el resarcimiento del daño 
patrimomial se nos va a presentar como un muy 
útil argumento de convicción, pues, recordando el 
ejemplo de la actriz y del deportista, hace unitaria 
e indiferenciable la artifi ciosa dualidad vigente en la 
categorización del daño. Y ello porque resulta que 
un daño patrimonial que está integrado por un lucro 
cesante que puede ser la fama artística o la gloria 
deportiva se aproxima, en mucho, a un daño moral 
relativo a la destrución o desestructuración de las 
íntimas espectativas de la personalidad, en esas 
mismas esferas.

III.- El daño moral

Un correcto acercamiento al concepto de Daño 
Moral será el de una confi guración que incluya toda li-
mitación que sufre una persona damnifi cada siempre 
que ello suponga cierta perturbación de su personali-
dad o de su dignidad que, por su naturaleza, no cabe 
incluir, en los daños materiales; es decir hay que con-
cebir el daño moral como un concepto residual.

Por otro lado, si bien los daños morales se 
considera que no tienen un valor económico, aun-
que eso no impide que sean indemnizables, en 
cuanto que la indemnización en que se valoren va 
a actuar como medio de compensación, en lo po-

sible, de los trastornos y sufrimientos del equilibrio 
emocional que padece la víctima, y si bien el dinero 
no se puede defi nir como equivalente, en el ámbito 
del daño material a la indemnización pecuniaria, al 
menos podría limitar, de alguna manera, el pade-
cimiento intelectual y actuar como rudimentario 
medio de equilibrar y neutralizar el menoscabo su-
frido con origen en el evento dañino. Resulta sor-
prendente que en el Sistema Legal se descalifi que 
el tratamiento psicológico para remediar, paliar y 
compensar el daño moral, cuestión esta que mere-
cería un debate aparte.

Si bien, como hemos visto y veremos seguida-
mente, coincide, plenamente, en la obligatoriedad 
de su resarcimiento con lo referente al daño ma-
terial, el daño moral suele tener, a diferencia del 
patrimonial, los siguientes elementos integradores, 
en conjunción o aisladamente:

-  el sentimiento de depresión de la autoesti-
ma,

-  los sentimientos de vergüenza,
-  los sentimientos de culpabilidad,
-  los sentimientos de pena,
-  el complejo de inferioridad,
-  la sensación duradera de inseguridad,
-  el sentimiento de la dignidad lastimada o ve-

jada,
-  el sentimiento de la privacidad violada,
-  el sentimiento de incapacidad, subjetivo u 

objetivo,
-  conductas compulsivas originadas con la 

ofensa,
-  síndromes de ansiedad y/o ansioso-depresi-

vos,
-  alteraciones del sueño,
-  consumo compulsivo o adicción a fármacos 

o drogas, 
-  la inseguridad o la incapacidad para interve-

nir o debatir sobre determinados aspectos,
-  el deshonor, público o particular o el público 

desprestigio,
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-  el aminoramiento de la pública credibilidad,
-  la disminución de la confi anza externa,
-  la limitación de las expectativas sociales ya 

adquiridas y, en general,
-  todo aminoramiento, normalmente subjetivo, 

de la garantía personal ante terceros, con-
cepto lindante con el de la heteroestima da-
ñada.

Hay que hacer la severa advertencia de que, 
legalmente, no quedan incluidos dentro del daño 
moral los llamados daños provenientes de lesio-
nes o deterioros psicológicos, que quedan integra-
dos dentro del daño patrimonial. Así resulta que al 
suministrar un veneno que cause daños cerebrales 
–por ejemplo el deterioro del Sistema de la Me-
moria- se generará un daño, una responsabilidad 
y una indemnización del que hemos llamado daño 
patrimonial. Y ¿es qué el sufrimiento que conlleva 
no recordar a un ser querido, recíprocamente, no 
será más bien un doble daño moral? Pues, legal-
mente, no y ante ello nosotros nos reiteramos en 
las mismas deducciones que hiciéramos con la ac-
triz y el deportista perjudicados; puede considerar-
se como daño moral pese a lo que, generalmente, 
se mantiene en Sentencias y Tratados de Teoría 
Jurídica, pues la carencia de recuerdos es una par-
te esencial de la íntima personalidad y la desazón 
que provoca no parece que pueda ser objeto de 
valoración pericial.

IV. Los requisitos para la exigibilidad del daño

La reclamación de una indemnización por da-
ños y perjuicios consiste en la acción que tiene 
el perjudicado por el evento dañoso para exigir 
del causante del mismo una cantidad de dinero 
o un bien o un derecho equivalente a la utilidad o 
benefi cio que ese que mantenía con anterioridad 
al nacimiento de la exigibilidad del perjuicio cau-
sado por el daño o que le hubiese reportado el 
cumplimento efectivo, íntegro y oportuno de una 
obligación defi nida y vinculante en cualquier esfe-

ra legal. En este sentido se pronuncia el artículo 
1101 del Código Civil diciendo que: “...quedan su-
jetos a la indemnización de los daños y perjuicios 
causados los que en el cumplimiento de sus obli-
gaciones incurrieren en dolo, negligencia o moro-
sidad, y los que de cualquier modo contravinieren 
al tenor de aquéllas...”.

Las indemnizaciones por daños y perjuicios 
se clasifi can en dos clases, en función de su pro-
cedencia; primeramente las contractuales son las 
que debe pagar un deudor en caso de incumplir 
lo pactado en un contrato, con el fi n de resarcir 
al acreedor por su incumplimiento y, en segundo 
lugar, las extracontractuales que son aquellas que 
no proceden de un vínculo contractual y tienen su 
causa en una acción voluntaria o negligente que 
provoca un daño. Estas segundas, a su vez, pue-
den proceder de un evento delictivo o de otro no 
tipifi cado penalmente.

Lo esencial es que la acción legal de indem-
nización por daños y perjuicios, con independen-
cia de su origen o procedencia, tiene por obje-
to indemnizar al acreedor de las consecuencias 
perjudiciales causadas por el incumplimiento de 
la obligación o por la realización del acto ilícito, 
sin entrar en otras valoraciones que no sean las 
referentes a su probanza o a su peritación. Esta 
indemnización suele ser de carácter pecuniario y 
se debe proceder a valorar econonómicamente 
aquellas circunstancias o aspectos de cada caso 
en concreto y en particular ya qué, en la prácti-
ca, plantean diversas difi cultades de concreción, 
dependiendo de factores no normativizados o, 
simplemente distintivos, pues cada deudor, cada 
perjudicado, presentará alguna diferenciación con 
respecto a cualquier otro. 

Por otra parte, el mero incumplimiento contrac-
tual o la producción del hecho ilícito no produce de 
forma automática el nacimiento de la indemnización 
por daños y perjuicios. Resulta que la acreditación y 
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la reclamación de este incumplimiento o de la reali-
zación del hecho doloso o culposo incumbe, especí-
fi camente, al perjudicado, el cual, además, debe de-
mostrar la existencia de un nexo de causalidad entre 
el hecho y el daño producido. El Tribunal Supremo 
sostiene, de forma nada beligerante, que si bien el 
incumplimiento puede dar lugar a indemnización, ello 
“...no signifi ca que se haya abandonado la doctrina 
general de que el incumplimiento contractual no ge-
nera el desencadenamiento inexorable de los daños 
y perjuicios y su reparación, y que, por ende, incum-
be a la parte reclamante la carga de la prueba de su 
existencia y cuantía...”. Deviene, al menos llamativo, 
que el Sistema Legal no reconozca directamente o 
intervenga indirectamente en algo que desequilibra 
los Derechos de una persona, fi nalidad y esencia úl-
tima del mismo.

A modo de resumen de la legalidad aplicable 
a la obligación de indemnizar podemos extractar 
que;

* Pueden tener un origen contractual y en-
tonces el deber de indemnizar todo daño proviene 
de:

1) no haber cumplido una obligación contenida 
en el contrato

2) haberla cumplido de manera imperfecta.

3) haber retardado su cumplimiento.

Siendo los requisitos de la Responsabilidad 
Contractual:

1º. Existencia de un contrato válido que inclu-
ye; 

A) Que la persona sea capaz de obligarse, 
B) Consentimiento exento de vicios,
C) Que tenga un objeto lícito,
D) Que tenga una causa lícita.
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2º. Existencia de daño o perjuicio que se re-
fi ere; 

A) Cualquier detrimento al patrimonio,
B) Daño emergente,
C) Lucro cesante,
D) Daño moral.

3º. Relación de causalidad entre la actividad y 
el daño que esta genera.

4º. Existencia de dolo o culpa o relación cau-
sa/efecto que vincula al daño con la voluntad del 
autor. 

Además existen causas que eliminan la obliga-
ción de indemnizar y que son;

1. De origen legal.
 - Caso fortuito o fuerza mayor,
 - Hecho causado o provocado por la víctima,
 - Hecho de un tercero,
 - Estado de necesidad. 
 - Cumplimiento de un deber.

2º. De origen contractual. Aunque se puede es-
tipular que se responda por culpa levísima, es 
decir, por falta de una esmerada diligencia, sin 
embargo, lo normal es que se responda por la 
falta de una diligencia o cuidados ordinarios. 

* O bien pueden tener un origen extra-
contractual, referido a los responsables de un de-
terioro que no venga vinculado a un contrato o de 
un delito que ha inferido daño a otro. 

De todo lo dicho no hay duda alguna de que, 
strictu sensu, en nada se viene a diferenciar daño 
material y daño moral, pese a que, con determi-
nada frecuencia y en sede judicial, se peticionan 
de forma diferenciada, sin fundamento legal algu-
no como hemos visto, y posteriormente para su 
condena se argumentan separadamente. Sobre los 
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elementos y medios para efectuar esta evaluación, 
pasamos a escribir, seguidamente.

V. La evaluación dual del daño

Entrando directamente en uno de los aspec-
tos, difícil y debatido, que circunda esta materia 
hemos de incidir, inicialmente, en cual ha de ser 
“el prudente arbitrio judicial” que decida el “quan-
tum” indemnizatorio. La determinación monetaria 
de las indemnizaciones es competencia exclusiva 
de los órganos judiciales, que deberán desem-
peñarlo, “caso por caso” valorando las pruebas 
practicadas en autos, evitando la arbitrariedad. 
En otros términos; resulta que la cuantifi cación del 
monto en materia de indemnización está confi gu-
rada como una facultad discrecional del Juzgador, 
de modo que se determina partiendo de lo que 
el reclamante haya alegado o deducido sobre el 
monto del resarcimiento y a resultas de las prue-
bas efectuadas, quedando, en última instancia, a 
la prudencia y discrecionalidad del Juzgador. Bien 
podemos diferenciar dos tipos de “Prudente Ar-
bitrio del Juzgador”, según el tipo de daños y así 
vemos que:

a)  En lo referente a los años materiales es 
muy fácil deducir que la prudente decisión 
viene limitada por las valoraciones que los 
peritos judiciales aporten a la causa (artí-
culos 125, siguientes y concordantes de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil, por poner un 
ejemplo).

b)  Centrándonos en el daño moral, no cabe 
desconocer que los daños funcionales, los 
estéticos, los dolores, la adversidad emocio-
nal y los sufrimientos íntimos o lo agravios 
intelectuales, son una realidad incuestionable 
que, al mismo tiempo, carece de una valora-
ción asignada previamente por ningún perito 
judicial o de forma unánime o protocolaria o 
estereotipada. En estos casos, la actividad 

probatoria asignada al perjudicado, como 
veíamos antes, revelará meros elementos 
objetivos que, en valoración analógica, se 
constituirán como “las prudentes bases del 
arbitrio judicial” de la cuantifi cación, ya que, 
de forma explícita, así lo ha reconocido el Tri-
bunal Supremo al señalar que,

1º. “el daño moral es siempre incuantifi cable 
por propia naturaleza” (Sentencias del Tribunal 
Supremo del doce de mayo de 1990, veinticinco 
de febrero de 1992 o veintitrés de noviembre de 
1996), y que la indemnización de los daños mo-
rales carecen de toda posible determinación pre-
cisa (Sentencias del Tribunal Supremo de tres de 
noviembre de 1993 o veintiocho de abril de 1995) 
o que,

2º. el daño moral no se puede calcular so-
bre la base de diversos criterios predetermina-
dos, más o menos precisos, y solo puede ser 
establecido mediante un juicio global basado en 
la convención general de la necesidad de repara-
ción del dolor producido por la ofensa padecida 
(Sentencia del Tribunal Supremo de veintiséis de 
septiembre de 1994) o, como recientemente ha 
manifestado,

3º. la Sala Primera del Tribunal Supremo en 
fecha diez de febrero de 2006 que; “...en efec-
to, se viene manteniendo que la reparación del 
daño o sufrimiento moral, que no atiende a la 
reintegración de un patrimonio, va dirigida, prin-
cipalmente, a proporcionar en la medida de lo 
humanamente posible una satisfacción como 
compensación al sufrimiento que se ha causado, 
lo que conlleva la determinación de la cuantía de 
la indemnización apreciando las circunstancias 
concurrentes...”. De este último concepto juris-
prudencial de “satisfacción como compensación 
al sufrimiento” trataremos, incidentalmente, más 
adelante y delatando la orfandad científi co-jurídi-
ca del mismo.
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Pero, además del excesivamente laxo “pruden-
te arbitrio” existen elementos posibles a considerar 
en la determinación del daño moral; veamos, por 
ejemplo, ciertos Sistemas Legales foráneos que se 
han pronunciado a este respecto;

– Algunos países se han preocupado de aten-
der los criterios de fi jación del valor del daño moral 
tanto para los jueces, los abogados, las partes y 
las compañías aseguradoras y dos compañías aus-
tralianas han desarrollado un sistema que ha servi-
do para su aplicación en Estados Unidos, el Reino 
Unido y la misma Australia, revelándose como un 
efectivo sistema de cuantifi cación del daño moral 
en los ámbitos tanto judiciales como extrajudicia-
les. Este sistema de baremación se conoce bajo el 
nombre de “Colossus”. 

– El Parlamento Europeo aprobó en 2003 una 
propuesta de Resolución destinada a la Comisión 
sobre la confección de una normativa referente a 
lo que denominó una “Guía baremo europea para la 
evaluación de las lesiones físicas y psíquicas”, con 
la fi nalidad de que los Estados de la Unión Europea 
legislen unifi cadamente.

– En Francia, la Ley de cinco de julio de 1985 
obliga a las aseguradoras de responsabilidad civil 
a realizar una oferta a la víctima o a sus herederos 
y la publicación de las sumas pagadas en concepto 
de indemnización, sea por transacción o por sen-
tencia, incidiéndose en el daño moral y generán-
dose así un sistema de comparación o equilibrio 
verifi cable y válido para terceros.

– También en nuestro país vecino, y con ma-
yor repercusión, se ha prescrito, legalmente, un 
“Baremo del Precio del Dolor” con origen en la 
creación de bases de datos destinados a formar 
estadísticas que pudieran servir de antecedentes 
a los jueces y a las partes en la determinación 
del daño que se sintetiza en la siguiente tabla de 
asignaciones:

Afección, dolor y 
molestias

Prettium Doloris

Muy Leves 500 a 750 €
Leves 750 a1800 €
Moderados 1800 a 4.000€

Medios 4.000 a 6.000 €
Algo importantes 6.000 a 12.000 €
Importantes 12.000 a 18.000 €
Muy importantes 18.000 €

Estos montos no tienen comparación alguna con 
los que estamos acostumbrados a conocer en Espa-
ña, donde ciertamente la cuantifi cación del daño mo-
ral, al depender de un “prudente arbitrio” casi alegal, 
es voluble, cambiante e inclasifi cable. Estamos muy 
lejos, por ejemplo, de saber como determinaría una 
sentencia de desalojo de una vivienda, como sede 
de la personalidad, la indemnización con origen en 
una negligencia profesional del abogado, como daño 
moral, o como se valoraría la expropiación de la mis-
ma vivienda. En este ejemplo vemos que un mismo 
deterioro o daño, originado en un mismo hecho, la 
pérdida de la sede de la personalidad, de la vivienda 
habitual, pueda ser tanto un daño moral incuantifi ca-
ble como un daño material, perfectamente justipre-
ciado. La realidad es que estamos ante una falacia 
y que esto es solo una fi cticia apariencia, ya que lo 
descrito son, tan sólo, dos elucubraciones legales 
ajenas a una realidad; la pérdida de la vivienda, que 
es lo que se debe valorar en ambos casos y no las 
connotaciones personales del mismo, como actual-
mente viene a ocurrir y estamos acreditando con 
este habitual ejemplo.

En relación con el ejemplo anterior debemos re-
fl exionar en que no cabe duda de que, irremediable-
mente, ha de existir una profunda interacción entre 
el Derecho y la estructura cultural de la sociedad en 
la que interviene, ya que es parte de ella, aunque 
esto no implique, necesariamente, que tal conexión 
tenga, siempre, que refl ejarse en un cambio legal. 
Sin excluir, tampoco, que cabe la posibilidad de que 
dicha conexión se pueda traducir en la conclusión 
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de que es, más bien, el Derecho el que debe propi-
ciar determinados cambios sociales a través de su 
herramienta primordial; la Ley como expresión de la 
legítima voluntad de la ciudadanía representada por 
sus Legisladores y Gobernantes. Sea lo uno, sea lo 
otro, -aunque, paradójicamente, en la frase anterior 
hemos unifi cado Ley y sentir popular- lo cierto es 
que el Derecho relativo a las indemnizaciones o al 
resarcimiento del daño no puede alejarse del desa-
rrollo social sino que tiene que confi gurarse como 
un factor concurrente con los comportamientos so-
ciales. Y así la “satisfacción como compensación al 
sufrimiento” resulta que es un hecho y no una norma 
legal, como pretende decir la sentencia antes, par-
cialmente, transcrita. Este razonamiento, para mí, 
es perfectamente aplicable respecto a la “Indemni-
zación por daños”, y por ello, cabría proceder a una 
profunda refl exión de la aplicación de los criterios 
legales o para-legales vigentes.

Volviendo, de nuevo, al ejemplo del desalojo, 
¿no es cierto que sea una indemnización por daño 
moral o por daño material, tal califi cación, al con-
vecino nada le importa? Hay una patente dualidad 
entre la concepción real y la concepción legal de 
lo que se debe de ser y el por qué se debe indem-
nizar un hecho dañoso. La pregunta fi nal es ¿por 
qué valoramos, como hemos visto, diferenciada-
mente un daño moral o patrimonial con criterios 
diferenciados, cuando el perjuicio es idéntico para 
el común de los justiciables? En realidad resulta 
que esta dualidad es tan estéril como estrictamen-
te normativa; sin ningún asiento sociológico y, por 
qué no decirlo, puramente querulesca. Al ciudada-
no perjudicado ni le va ni le viene nada, sólo quiere 
que queden resarcidos sus deteriorados derechos, 
sin importar origen, análisis o conjeturas que otros 
quieran hacer sobre los mismos.

VI. La indemnización unitaria del daño

Un aspecto importante para la opinión que va-
mos a sostener inmediatamente es que no debe 

olvidarse lo ya dicho, que en el tema de daños 
y como criterio general rige que la carga de la 
prueba en concreto, en lo referente a su realidad 
y cuantifi cación, recae siempre a la persona que 
pretende su resarcimiento, esto es, que tanto en 
un tipo de responsabilidad como en otro, la exis-
tencia del daño y su cuantía habrán de demostrar-
se por la persona que reclama la correspondiente 
responsabilidad y resarcimiento. En otras palabras; 
pareciera que si no se reclamase un daño moral 
(ya que el perjudicado es inmensamente rico, por 
ejemplo) este ya no existe. Recordemos que ese 
íntimo dolor, ese particular sufrimiento, esa persis-
tente desazón, esa inseparable zozobra, esa cruel 
soledad, esa secreta inquietud, esa dolorosa rup-
tura de lazos afectivos... no tiene ubicación en la 
legalidad ya que no siempre vendrán visualizados 
con una exteriorización indiscutible que les dote de 
la sufi ciente cobertura jurídica que refl eje el daño 
moral para poder cimentar su integración y cuan-
tifi cación dentro de un aséptico y formalizado do-
cumento como es la sentencia judicial y el proceso 
que le antecede. 

En la Sentencia del Tribunal Supremo de vein-
tiuno de octubre de 1996 se decía: “…si bien 
es cierto que el precepto civil 1106 Código Ci-
vil establece la forma normativa para regular los 
daños y perjuicios de condición exclusivamente 
material, no lo es menos ante la concurrencia de 
efectivos daños de no apreciación tangible -los 
llamados daños morales-, cuya valoración no pue-
de obtenerse de una prueba objetiva, habiendo 
resuelto la jurisprudencia que su cuantifi cación 
puede ser establecida por los Tribunales de en 
los que cabe comprender los siguientes: toda la 
gama de sufrimientos y dolores físicos o 1º) psí-
quicos que haya padecido la víctima a consecuen-
cia del hecho ilícito... ...2º) moral, cualquier frus-
tración, quebranto o ruptura en los sentimientos, 
lazos o afectos, por naturaleza o sangre que se 
dan entre personas allegadas fundamentalmente 
por vínculos parentales... ...ahora bien, se pun-
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tualiza que en la integración de este daño moral, 
lo que se trata de incorporar a este concepto no 
son las privaciones materiales o alimenticias que, 
a consecuencia de dichas lesiones o muerte, pue-
den padecer las personas o supervivientes que 
estuviesen bajo la tutela, custodia o el estipendio 
económico del lesionado o fallecido, porque ob-
vio es, que tales contingencias se ubicarán den-
tro del campo de los daños corporales en gene-
ral, o materiales en su modalidad de perjuicios; 
y es que lo que se pretende sustantivizar como 
daño moral es el dolor inferido o el sufrimiento, 
tristeza, angustia o soledad padecida por las per-
sonas que ante ese hecho ilícito...”. Una visión 
parcial de lo trascrito nos está diciendo que el 
daño moral;

a)  Viene a ser subsidiario del daño material.

b)  No existe ninguna confi guración específi ca del 
concepto.

c)  Carece de toda consistencia si no es alegado 
y comprobado por la víctima.

d)  Un mismo daño puede llegar a ser califi cado 
de material o moral, ya que la línea fronteriza 
de ambas categorías está difuminada.

Conjuntando las ideas que acabamos de ex-
poner resulta que, para mi parecer, debería con-
solidarse una convención legal, jurisprudencial 
o doctrinal que exigiera que el causante un daño 
haga frente a una indemnización uniforme y úni-
ca, tanto si ese daño es de tipo patrimonial como 
de tipo moral, toda vez que ambos suponen una 
disminución efectiva de cierta utilidad individual y, 
por tanto, una pérdida neta del bienestar personal, 
por esto, la indemnización deberá coincidir, prin-
cipalmente, con el daño generado objetivamente, 
sin olvidar que el mismo siempre se va a refl ejar 
en los sentimientos íntimos de cada persona. Esta 
confi guración indemnizatoria tiene su sede en el 

bienestar emocional individual promediado y en el 
factor de que todos debemos padecer un mismo 
sufrimiento ante un mismo hecho, dejando de lado 
la valoración “en cada caso” o al “prudente arbi-
trio”, entre otras razones, porque la Ley es igual 
para todos y no hay precepto que defi na y exija lo 
prudente, judicialmente hablando. Estamos, todos, 
sometidos al Imperio de la Ley que, tan sólo, esta 
supeditado al Imperio de la Razón... y los Jueces y 
sus criterios no son más que metódicas marione-
tas de la Legalidad.

Se entenderá mejor lo dicho anteriormente si 
observamos que, en la realidad, el concepto de 
daño es unívoco, como el de perjuicio, si se exa-
mina desde un punto de vista social y no desde 
uno subjetivo o particular. Y esta es la esencia del 
problema que plantea el llamado Daño Moral, cuan-
do se redacta la sentencia, por ejemplo, ya que se 
quiere objetivizar –para dotar de rigor a la resolu-
ción– lo que es, eminente y exclusivamente, subje-
tivo. Para entender la extensión de lo dicho, resulta 
paradigmático el siguiente hecho; cuando alguien 
contrata un seguro de daños, por ejemplo, nunca 
incluye el “daño moral” sufrido por el fallecimiento 
de su cónyuge, sino sólo el fallecimiento, así como 
lo hace con todo lo que se asegura. De ahí que 
no se entiende claramente que el sistema jurídico 
deba proporcionar una cobertura que la potencial 
víctima, actuando fuera de los Juzgados, ha prefe-
rido no cubrir. Esto es algo que los Juzgadores o la 
Doctrina española en general parecen desconocer. 
Y, por eso, se nos plantea una cuestión ¿por qué 
el Derecho ha de indemnizar más allá de lo que lo 
pretende el particular?; esta indemnización “moral” 
es una respuesta a una petición que la ciudadanía, 
la verdadera actora del mundo jurídico, no exige ni 
pretende. ¿Por qué esta dualidad de origen legal y 
no social? Cabe la pena pararse a pensar en que la 
diferenciación de dos tipos de daños es tan artifi -
cial como nula o, simplemente, inútil. O, poniéndo-
nos en una postura más rotunda, ajena y contraria 
al Principio de Legalidad.
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Y si el Derecho pretende indemnizar el “daño 
moral” alegado y padecido por una persona a la 
que un vehículo matara su perro, como animal que 
le proporcionaba bienestar emocional, afectividad 
constatable y saludable compañía ¿qué pasaría si 
el mencionado perro es de valor ínfi mo? ¿habrá que 
indemnizar por el daño material con una docena de 
euros y por el daño moral con unos centenares de 
ellos? Eso no puede ser en Derecho y, sin embargo, 
es lo que pudiera deducirse de la vigente estructura 
indemnizatoria. Y, por ejemplo, ¿habrá de indemni-
zarse al que ha perdido el hilo argumental de una 
novela televisiva que seguía metódicamente y que 
le proporcionaba  un alto grado de entretenimiento 
si es atropellado y permanece ingresado en un cen-
tro hospitalario? Eso sería absurdo, pero bien podría 
infi ltrarse en la penosa confi guración, con lagunas y 
arbitrariedades, que ahora quiere imperar en el De-
recho Indemnizatorio... sobran los comentarios.

VII. Conclusiones

Siguiendo, en parte, la tesis del Catedrático 
de Derecho Civil Sr. Fernando Gómez Pomar re-
sulta que todo causante de unos perjuicios habrá 
de indemnizar por los daños que se originen en su 
conducta y su víctima solo deberá cobrar una in-
demnización por el importe de los mismos, que se 
harán coincidir con los que llamamos patrimoniales 
ya que, en realidad, los daños morales no son más 
que un aspecto circunstancial y subjetivo del propio 
daño patrimonial, en el que el derecho ni debe ni 
puede entrar, con la contundencia con que lo hace 
en la actualidad. Nosotros coincidimos plenamente 
con estos acertados criterios.

Un ejemplo de la vigente incongruencia, menos 
exagerado que los precedentes e, incluso, habitual 
es el del fallecimiento de un padre con tres hijos, 

a) uno que le idolatraba, 
b) otro que le tenía como padre y 
c) otro que le odiase, 

resulta que, en sentencia, serán indemnizados 
por igual, pero ¿es igual el sufrimiento origen de 
su daño moral? Evidentemente, no. Pues ante tal 
evidencia nadie alega nada ni recurre esa sentencia 
tan paritaria como injusta para el causante de la 
muerte del padre y lo que aquí se quiere cuestionar 
es, precisamente, eso. Simplemente hay que dela-
tar como artifi cioso, como mera construcción ideo-
lógica, en el peor sentido del término, el concepto 
de daño moral que tanto se indemniza y del que no 
se sabe más que queda al arbitrio de una prudencia 
que la Ley, sea Penal, sea Civil, debería desterrar 
de sus formulaciones. No es una exageración, es la 
advertencia sobre un peligro que ya circula dentro 
del Derecho Anglosajón, dónde la indemnización es 
el centro del debate de la mayoría de los pleitos, 
mas allá de la, casi siempre previamente reconoci-
da, culpabilidad.

Y aunque todos conozcamos de la existen-
cia y de la debida aplicación de las Leyes 30/95 
y 34/03 referentes a la Responsabilidad Civil y 
Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor o 
que el Parlamento Europeo haya aprobado, ya 
en 2003, una propuesta de Resolución con re-
comendaciones destinadas a la Comisión sobre 
una “Guía baremo europea para la evaluación de 
las lesiones físicas y psíquicas”, con la fi nalidad 
de que los Estados de la Unión Europea legislen 
unifi cadamente y utilicen como guía de referen-
cia dicho baremo europeo cuando procedan a 
evaluar lesiones físicas estrictamente considera-
das, nadie se plantea seriamente una verdadera 
estructuración conceptual y pragmática de ese 
daño moral que tanto se repite en la sentencias 
españolas.

Con ocasión de la citada igualdad legislativa 
en el terreno de la indemnización, a nivel europeo, 
parece casi necesario abordar, seriamente, ese 
confuso marasmo de criterios y de confusiones en 
el que vive el llamado, también de forma críptica, 
“daño moral”.
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Esta expresión tradicionalmente se ha referido sólo 
a personas privadas, sean físicas o jurídicas, vícti-
mas del daño. Sin embargo hoy se defi ende una 
interpretación más amplia, pues no sólo los parti-
culares tendrán este derecho, sino cualquier per-
sona, sea física o jurídica, pública o privada, que 
hubiese sufrido la lesión que reúna los requisitos 
que la ley establece1. El lesionado sería el titular 
del derecho a indemnización y, por tanto, también 
estará legitimado directamente para incoar el pro-
cedimiento cuyo objeto sea el reconocimiento de 
ese derecho2. 

El término «particulares» que emplean los artí-
culos 106, apartado 2, de la Constitución y 139, 
apartado 1, de la Ley 30/1992 ha dado lugar a du-
das interpretativas en relación con la posibilidad de 
que entidades públicas puedan ser indemnizadas 
por los daños que les causan otras administracio-
nes, pero ninguna razón se vislumbra para que el 
funcionario público afectado por una causa ajena e 
independiente del estricto cumplimiento de su fun-
ción no haya de considerarse tan «administrado» 
como el resto de los ciudadanos a efectos de ser 
acreedor de la correspondiente indemnización. Así 
lo ha entendido reiterada jurisprudencia, que, ade-
más, ha reconocido la compatibilidad de las pen-
siones de clases pasivas con las indemnizaciones 
por responsabilidad patrimonial.

En consecuencia, serán titulares del derecho 
a indemnización no sólo los sujetos privados, sino 
también los públicos que, bien por ser usuarios del 
servicio o al margen del mismo, han sufrido daños 
en un accidente de tráfi co3. Concretamente, los 
funcionarios y demás órganos integrantes de la or-
ganización administrativa que, en su individualidad, 
utilizan o se aprovechan de este servicio público. 

1. INTRODUCCIÓN

Los funcionarios públicos pueden verse impli-
cados en un accidente de circulación como sujetos 
causantes o víctimas del daño. Por un lado, parti-
cipan en el evento dañoso, a través de la actividad 
que realizan, integrada en el servicio público gene-
rador del daño, como ocurre con los encargados 
del mantenimiento y conservación de las vías públi-
cas, integrantes del servicio de carreteras, o encar-
gados de la ordenación del tráfi co viario, cuya acti-
vidad causante del daño generará responsabilidad 
directa de la Administración titular del servicio, sin 
perjuicio de la acción de regreso contra el funcio-
nario. Pero además, pueden resultar benefi ciarios 
de la indemnización consagrada en el artículo 139 
de la LRJAP y PAC cuando sufren daños derivados 
de un accidente de tráfi co responsabilidad de la Ad-
ministración. El tratamiento de este resarcimiento 
imputable al servicio de vías públicas y su compati-
bilidad con la indemnización con arreglo al régimen 
estatutario que corresponda al funcionario será ob-
jeto de estudio, a través de un análisis comparativo 
atendiendo al funcionario y al servicio público que 
deba responder. 

2. FUNCIONARIO COMO ACREEDOR DE LA 
INDEMNIZACIÓN DE RESPONSABILIDAD 
PATRIMONIAL DE LA ADMINISTRACIÓN POR 
ACCIDENTE DE CIRCULACIÓN

El sistema de responsabilidad civil de las Ad-
ministraciones públicas desde el punto de vista 
de la víctima es universal puesto que protege a 
cualquier sujeto que resulte perjudicado. Tanto el 
artículo 106.2 CE, como en el artículo 139 de la 
LRJAP-PAC se refi eren a los «particulares» legitima-
dos por daños causados en sus bienes o derechos. 

1 GÓNZALEZ PÉREZ: Responsabilidad, (2006), p. 225; GARCÍA DE ENTERRÍA y FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ: Curso II, 
(2004), p. 375, (2008), p. 377.
2 Vid. arts. 2 y 6 del RPRP.
3 Sobre esta cuestión, vid. DOMÍNGUEZ MARTÍNEZ: Responsabilidad Patrimonial de las Administración por accidentes 
de tráfi co, Aranzadi, Pamplona, 2008, pp. 210 y ss.
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Pero quedan al margen los funcionarios e incluso 
entes territoriales lesionados por el funcionamiento 
del servicio, en posición de terceros ajenos a la uti-
lización del mismo4. Por ello, el caso más frecuente 
en la práctica se refi ere a un funcionario conductor 
que, en uso del servicio de carreteras, sufre un ac-
cidente con daños imputables a la Administración. 
Sin embargo, los funcionarios también pueden ser 
titulares del derecho a esta indemnización, al mar-
gen de su condición de usuarios, en dos supuestos 
típicos; cuando los mismos sufran una “lesión” por 
los llamados “actos ilegales contra funcionarios” 

y por “accidentes con ocasión de la empresa ad-
ministrativa”5. En este caso, por ejemplo, cuando 
se trate de funcionario conductor de un vehículo 
particular prestando un servicio público, aunque no 
haya responsabilidad de la Administración, el fun-
cionario puede reclamar indemnización de acuerdo 
a su régimen estatutario6. 

La doctrina ha diferenciado entre daños sufri-
dos por los funcionarios con ocasión de sus funcio-
nes y como consecuencia del funcionamiento del 
servicio. En el primer caso, los daños deberían ser 

4 El Dictamen de 22 marzo 2007 (448, 2007) se refi ere precisamente a una reclamación del Ayuntamiento 
propietario de un semáforo y titular del servicio de ordenación del tráfi co contra la Administración del Estado titular 
de una carretera nacional. A consecuencia de la ejecución de las obras en la carretera se ha produce un daño en el 
semáforo, propiedad del Ayuntamiento reclamante que tiene derecho a ser indemnizado.
5 GARCÍA DE ENTERRÍA: Los principios, (1956), p. 189. Según este autor, la posibilidad de que la lesión se presente 
en el patrimonio de un agente integrado en la propia organización administrativa “corrige la grave desigualdad 
existente entre los trabajadores privados y los públicos”.
6 Vid. Entre otras, SSTS (Sala 3ª) de 14 octubre 2004 (RJ 2004, 6749), de 4 mayo 1991 (RJ 1991, 4240; y 5º). 
En este caso el funcionario ejercía potestades públicas cuando circulaba por la vía pública, por ello cuando sufrió 
el accidente, además de poder dirigir su reclamación a la Administración titular del servicio que utilizaba, como 
potencialmente responsable del accidente, se le reconoce legalmente la posibilidad de obtener indemnidad de la 
Administración de la que forma parte, de acuerdo a su régimen estatutario. Así mismo, la citada SAN (Sala 3ª) de 
4 junio 2008 (JUR 2008, 195034 ).
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cubiertos por la Legislación de clases pasivas por 
el régimen de indemnizaciones del artículo 63 de la 
LFCE de 1964 y el artículo 23 de la Ley de Medidas 
para la reforma de la función pública de 1984. En 
el segundo caso, cuando se trate de daños sufri-
dos por el funcionario como consecuencia de la 
utilización de un servicio público, los daños serían 
objeto de resarcimiento por la vía de la responsabi-
lidad patrimonial de la Administración7.

Sin embargo, el mismo hecho causante del daño 
puede constituir título indemnizatorio en ambos ca-
sos. Nos encontramos con la concurrencia de dis-
tintos regimenes de cobertura que podrán ser apli-
cados conjuntamente hasta asegurar la total indem-
nidad a la víctima8. No obstante esta compatibilidad 
no ha sido una solución uniforme tradicionalmente. 
En defi nitiva, el régimen específi co de reparación 
tiene prevalente aplicación sobre el régimen general 
de responsabilidad patrimonial, al que sólo llega a 
desplazar si los perjuicios son totalmente cubiertos9.

3. CONCURRENCIA DE INDEMNIZACIONES 

Nuestro interés se centra en determinar si los 
daños derivados de un accidente de tráfi co sufrido 
por un funcionario público pueden quedan cubiertos 
por el instituto de la responsabilidad patrimonial de 
la Administración Pública, previsto el abono de pen-
siones extraordinarias concedidas al amparo de la 

legislación de clases pasivas del estado o de otras 
prestaciones reconocidas con arreglo al régimen 
general de la Seguridad Social, como ocurre en el 
artículo 7.1 del Real Decreto Legislativo 1/1994, 
de 20 de junio, que aprueba el Texto Refundido de 
la Ley General de la Seguridad Social expresamen-
te incluye a los funcionarios públicos, civiles y mili-
tares en el Sistema de Seguridad Social10. 

Sea como fuere, lo cierto es que es común-
mente admitida la compatibilidad entre las cantida-
des recibidas como pensión y las recibidas como 
indemnización por responsabilidad patrimonial, no 
obstante la existencia de un límite; que no supere la 
cuantía del daño. Es decir,  la cuantía a recibir por 
responsabilidad de la Administración complementa 
las otras cantidades hasta conseguir la reparación 
íntegra del daño. Por ello, otorgar más que dicho 
límite supone enriquecimiento injusto11. 

Además de la compatibilidad de la prestación 
de una pensión extraordinaria que pueda recono-
cerse con la derivada de la responsabilidad extra-
contractual de la Administración, pueden ser men-
cionadas; la que estrictamente deriva de la respon-
sabilidad penal12, como la compatibilidad del deber 
de indemnizar derivado de la responsabilidad patri-
monial de la Administración con la derivada de un 
seguro suscrito por la víctima13, o con la indemni-
zación a cargo del Consorcio de Compensación de 

7 BLANQUER CRIADO: La Responsabilidad Patrimonial de las Administraciones Públicas. Ponencia especial de 
Estudios del Consejo de Estado, (1997), p. 42.
8 GARCÍA DE ENTERRÍA y FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ: Curso II, (2004), p. 375.
9 STSJ de Galicia (Sala 3ª, secc. 1ª) de 26 septiembre 2001 (JUR 2002, 4185; ), sobre accidente de guardia civil 
en acto de servicio.
10 La compensación de los daños sobrevenidos a los propios funcionarios en el cumplimiento del servicio se ha 
canalizado tradicionalmente a través de la legislación de clases pasivas, reconvertida al sistema de la Seguridad 
Social como un sistema especial. Si se trata de agentes que carecen de la condición de funcionarios de carrera es 
aplicable, sin excepción, el sistema vigente de la Seguridad Social, en el que el Estado y los demás entes públicos 
asumen las obligaciones de cualquier empleador. Artículo 63.1 de la Ley de Funcionarios Civiles de 1964, Artículo 
23.4 de la Ley de medidas de Reforma para la Función Pública de 1984.
11 Entre otras, recoge esta doctrina, la STS (Sala 3ª) 5 marzo 2010.
12 Vid. STS (Sala 3ª) 11 noviembre 1985 (RJ 1985, 5547).
13 La STS 26 febrero 1991 (RJ 1991, 1081) se refi ere a la indemnización por lesiones físicas y días de baja laboral, 
distinguiendo entre seguros de daños y seguros de vida o integridad física.
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Seguros, no debe olvidarse que entre los vehícu-
los que deben ser asegurados, se encuentran los 
que pertenezcan a las Administraciones Públicas 
u Organismos Autónomos o Entidades de Derecho 
Público14. Otra posible vía indemnizatoria para el 
funcionario encuadrado en el régimen general de 
la Seguridad Social, no obstante lo complejidad en 
su aplicación y su discutido carácter sancionador, 
sería el recargo impuesto al empresario (Adminis-
tración) por incumplimiento de las normas de segu-
ridad e higiene en el trabajo15.

Así mismo, se reconoce la compatibilidad in-
cluso con otras indemnizaciones como la prevista 
en la Ley 32/1999, de 8 de octubre de solidaridad 
con las víctimas del terrorismo16. Máxime cuando 
en estas ayudas se ha reconocido la acumulación 
de acciones (ayudas a víctimas de terrorismo y res-

ponsabilidad patrimonial de la Administración por 
funcionamiento anormal de los servicios públicos de 
seguridad17. No obstante lo dispuesto en el artícu-
lo 8 de la Ley anteriormente citada, según el cual, 
el Estado se subrogará en la titularidad activa de la 
acción de responsabilidad civil que tuviesen las vícti-
mas frente a los responsables de los daños de acuer-
do con el régimen común. Todo ello sin perjuicio de 
la posibilidad de entablar la acción de responsabili-
dad contra la Administración por la pasividad o mal 
funcionamiento de las fuerzas de seguridad18. Ello 
contrastaría con la renuncia de forma “irrevocable” al 
ejercicio de cualquier acción, incluida la de responsa-
bilidad de la Administración por la concesión de las 
indemnizaciones en relación con los daños ocasiona-
dos por el accidente del buque “Prestige”19. Como 
ejemplo de la compatibilidad de la indemnización de 
responsabilidad patrimonial y las ayudas públicas, 

14 La STS (Sala 3ª) 3 noviembre de 2004 (RJ 2005, 557) sobre fallecimiento en accidente de tráfi co de quien se 
encontraba prestando el servicio militar por conducción imprudente de una persona ajena al servicio que no había 
suscrito contrato de seguro. Así mismo, con la fi nalidad de adecuar la normativa a los principios de libertad de 
mercado y acabar con el monopolio de Consorcio de Compensación de seguros en la contratación de la cobertura 
de la responsabilidad civil del Estado y otros Entes públicos. Primero el art. 11.1. del ELCCS fue modifi cado por 
la disp. adic. 9ª de la LOSSP, de acuerdo a la Directiva 90/ 618/ CEE, de 8 de noviembre 1990, por la que se 
establece la ampliación del régimen de libertad de prestación de servicios a vehículos terrestres automóviles. El 
mismo texto del artículo 11.1.a) se mantiene tras la publicación del RDLeg. 7/2004, de 29 de octubre, por el que 
se aprueba el Texto Refundido del ELCCS. Según este precepto, el Consorcio asumirá, exclusivamente dentro de 
los límites indemnizatorios fi jados para el seguro de responsabilidad civil en la circulación de vehículos a motor de 
suscripción obligatoria, la contratación de cobertura de las obligaciones derivadas de la responsabilidad civil del 
Estado, comunidades autónomas, corporaciones locales y organismos públicos dependientes de o vinculados a 
cualquiera de ellos, en todos los casos que soliciten concertar este seguro con el Consorcio. Además según el art. 
11.2. ELCCS el Consorcio puede asumir en estos casos una cobertura superior a los límites establecidos para el 
seguro obligatorio de automóviles.
15 Artículo 123 LGSS.
16 Sobre el tratamiento de esta compatibilidad, vid. MIR PUIGPELAT: “Indemnizaciones a las víctimas del terrorismo. 
Ley 32/1999, de 8 de octubre de solidaridad con las víctimas del terrorismo, y su Reglamento de desarrollo, Indret, 
nº1, 2000, p. 8.
17 BUSTO LAGO:“La responsabilidad civil de las Administraciones Públicas”, Tratado de Responsabilidad Civil, (dir.) 
REGLERO CAMPOS, t. III, Aranzadi, Pam plona, 4ª ed., 2008, p. 886. Este autor alude en estos casos a la “teoría 
D´AHUTEVILLE: “Indemnity of damages sustained by victims of terrorism. The new system of French laws”, AIDA- 
Newsleter nº 29, enero-marzo 1988, p. 458.
18 En estos casos para evitar el enriquecimiento injusto del Estado, alude BUSTO LAGO al criterio de FERNÁNDEZ 
ARÉVALO (RdP, 200/4, p. 462), sobre la conservación por parte de las víctimas de la titularidad de la acción de 
responsabilidad civil frente a los responsables en lo relativo al resarcimiento de los daños materiales consecuencia 
de las lesiones en bienes patrimoniales, los derivados de asistencia médica no cubiertos a través de la Ley 32/1999 
y los morales distintos de los psicofísicos. (BUSTO LAGO: “La responsabilidad..”, Tratado, t. III, 2008, p. 886.
19 Artículo 5.1 RD Ley 4/2003, de 20 de junio, sobre actuaciones para el abono de indemnizaciones en relación 
con los daños ocasionados por el accidente del buque “Prestige”. (vid. BUSTO LAGO: “Pago de indemnizaciones..”, 
Revista Práctica de Derecho de Daños, nº 18, 2004, p. 12.
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puede citarse la STS (Sala 3ª) 29 septiembre 2010 
(RJ 2010, 6878) sobre las ayudas contenidas en el 
Decreto 268/1994 de la Generalidad de Cataluña, 
destinadas a paliar los efectos de las inundaciones 
y su compatibilidad con responsabilidad patrimonial 
de la Administración pública. La cuantía del daño es 
el límite para la compatibilidad de indemnizaciones, 
según la sentencia que alude al artículo 15 del cita-
do Decreto según el cual “las ayudas otorgadas al 
amparo del Decreto son compatibles con otras sub-
venciones de carácter público siempre que la suma 
de las subvenciones y de las ayudas otorgadas no 
supere el importe de los daños producidos”.

En caso de contrato de seguro, el asegurador, 
podrá ejercer por subrogación frente a la Admi-

nistración las acciones que correspondan al ase-
gurado hasta el límite que resulte del contrato de 
seguro, conservando la víctima el derecho a recla-
mar directamente a la Administración causante del 
daño por exceso. Incluso se podría aludir también a 
la cualidad de tercero perjudicado de la Administra-
ción en la que el funcionario víctima del accidente 
de circulación realiza su actividad y reclama la in-
demnización a la entidad aseguradora. Se entiende 
como perjuicio causado al Estado en concepto de 
responsabilidad civil, como partida integrante de in-
demnización debida por razón de condena por de-
lito de lesiones o daños “los devengos personales 
retributivos abonados a los Agentes de la Autori-
dad, funcionarios del Estado, durante su incapaci-
dad por las lesiones recibidas en acto de servicio y 
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que le incapacite para prestarle, durante el período 
de curación, habida cuenta de tratarse de desem-
bolsos gravosos para el Erario público sin recibir a 
cambio la prestación de su función”20. 

3.1. Compatibilidad de indemnizaciones

La compatibilidad de indemnizaciones admiti-
da con carácter general contrasta con la línea tra-
dicional que consideraba la pensión extraordinaria 
como compensación predeterminada legalmente 
de los daños y, en consecuencia, incompatible con 
la indemnización por responsabilidad patrimonial21, 
en la actualidad, la pensión extraordinaria cubre el 
menoscabo patrimonial, pero puede no cubrir otros 
daños, especialmente el daño moral.

Del mismo modo, la doctrina del Consejo de 
Estado22 se pronuncia sobre la aplicación de ambos 
regimenes indemnizatorios, al tratarse de títulos jurí-
dicos distintos y benefi ciar a personas que no tienen 
que ser las mismas en todos los casos. En efecto, 
la pensión se reconoce a sus benefi ciarios en razón 
de los vínculos familiares establecidos entre aque-

llos y el causante, al declararse que el fallecimiento 
ha tenido lugar en “acto de servicio”, no exigiéndose 
ninguna circunstancia complementaria de carácter 
sustantivo. Sin embargo, la indemnización que repa-
ra, por una sola vez, la acción u omisión de la Admi-
nistración se justifi ca en la medida en que concurran 
los requisitos legalmente establecidos, junto con la 
producción del perjuicio, “toda lesión que sufran en 
cualesquiera sus bienes o derechos…”.

Tanto el artículo 106 de la CE como el artículo 
139.1 LRJAP-PAC se refi eren a “toda lesión que su-
fran los particulares en cualesquiera de sus bienes 
o derechos”23. Nos encontramos con una de las pie-
zas claves de este sistema de responsabilidad, a 
través de las cual, según la doctrina, se trata de de-
jar indemne a la víctima24, compensándola para que 
quede restaurada la indemnidad de su patrimonio25. 
Se trata en defi nitiva de restablecer el patrimonio en 
su pleno valor anterior al suceso dañoso26.

La distinta fi nalidad, causa y fundamento de am-
bas prestaciones, así como el principio de repara-
ción integral de los daños han consolidado la doctri-

20 En este sentido se pronuncia la STS 20 septiembre 1982 (RJ 1982, 4948). Así mismo, idéntica doctrina, vid. 
SSTS (Sala 3ª) 10 mayo 1990 (RJ 1990, 3894), 2 diciembre 1988 (RJ 1988, 9358), 13 diciembre 1983 (RJ 1983, 
6522), 13 mayo 1975 (RJ 1975, 2083), 28 noviembre 1974 (RJ 1974, 4905).La SAP Badajoz 25 junio 1996 (AC 
1996, 1183) se refi ere a la indemnización de perjuicios a la Diputación Provincial donde el funcionario lesionado 
en accidente de circulación prestaba sus servicios por el abono de cantidades en concepto de incapacidad laboral 
transitoria y cotizaciones.
21 Entre otras, las SSTS (Sala 3ª) 11 mayo 1992 (RJ 1992, 4303), 21 marzo 1989 (RJ 1989, 2259), 9 febrero 
1987 (RJ 1987, 2914) sobre fallecimiento de militar en servicio activo, se refi ere a la incompatibilidad remitiéndose 
íntegramente la doctrina del Consejo de Estado (dictamen 46131/45.686/JR de 3 de mayo de 1984) al declarar 
que “cuando en el ámbito de las Fuerzas Armadas se produce un hecho con resultado de muerte del que se 
deriva una declaración de fallecimiento en acto de servicio, el resarcimiento del daño producido -en la medida que 
puede ser imputado el Estado de modo directo y objetivo- se cubre o asume con el señalamiento y abono de la 
pensión extraordinaria, así como de las prestaciones complementarias a que haya lugar de conformidad con la 
legislación especial y precisamente como consecuencia de los hechos que motivan el fallecimiento en acto de 
servicio. Indudablemente el señalamiento de pensión extraordinaria y demás complementarias constituyen un plus 
patrimonial sobre la pensión ordinaria que evidencia de la asunción por el Estado de unas consecuencias, por vía 
del abono periódico revisable de la pensión mensual extraordinaria, generadas en un hecho producido dentro del 
funcionamiento de un servicio público del que ha resultado daño o perjuicio para otras personas”.
22 Dictámenes del Consejo de Estado de 13 mayo 1975 (47146, 1975), (44 051, 1975) y 9 marzo 1989 (52698, 
1989), entre otros.
23 Se mantiene la misma redacción tras la Ley 4/1999 de reforma de la LRJAP-PAC.
24 Así mismo cfr. Directivas 73/239/CEE y 92/49/CEE
25 LEGUINA: RAP, 92, pp. 7 y ss.
26 GARCÍA DE ENTERRÍA y FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ: Curso II, (2004), p.427.
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na de la compatibilidad de ambas indemnizaciones. 
En efecto, el principio fundamental que preside la re-
gulación de la responsabilidad de la Administración 
y que justifi ca la compatibilidad de indemnizaciones 
es principio de reparación integral o indemnidad, es 
decir, que la víctima de un daño debe quedar indem-
ne de sus consecuencias. Este principio tiene su ra-
zón de ser en el principio de «garantía patrimonial», 
principio consistente en el derecho de los particula-
res a mantener la integridad del valor económico de 
su patrimonio frente a las inmisiones singulares de 
que éste pueda ser objeto por parte de los poderes 
públicos27. No debe olvidarse que el principio de in-
demnidad aludido tiene como fundamento el de so-
lidaridad28. Del mismo modo, acorde al principio de 
igualdad ante las cargas públicas como fundamento 
de la responsabilidad de la Administración pública 
se requiere que la reparación sea integral, que la 
indemnización corresponda al daño sufrido29.

A pesar de la admisibilidad de la doctrina de la 
compatibilidad entre las cantidades recibidas como 
pensión y las recibidas como indemnización por 

responsabilidad patrimonial, no debe obviarse la 
existencia de un límite, es decir, el monto total no 
puede superar la cuantía del daño. Ello es debido 
a que la cuantía a recibir por responsabilidad de la 
Administración complementa las otras cantidades 
hasta conseguir la reparación íntegra del daño30. 
El límite a este complemento se encuentra en el 
enriquecimiento injusto31. 

La reciente STS (Sala 3ª) 30 junio 2010 (JUR 
2010, 287998) recoge la doctrina admitida desde la 
STS (Sala 3ª) 12 marzo 1991 (RJ 1991, 4870) que 
justifi ca la compatibilidad en base a la doctrina de re-
paración integral del daño causado, reparación que 
no se consigue con la pensión extraordinaria ya que 
ésta es una evaluación apriorística del quebranto mí-
nimo sufrido, pero no cuida de matizar los perjuicios 
cuantitativa y cualitativamente padecidos en función 
de las distintas circunstancias personales, familiares 
o profesionales. La Sentencia de 1991 se refería 
concretamente a “la evaluación apriorística y objetiva 
del quebranto mínimo de carácter exclusivamente 
económico sufrido por razón de parentesco”32.

27 BLASCO: “La Responsabilidad de la Administración”, Comentarios, (1993), p. 411 y LEGUINA: RAP, 92, 1980, pp. 
7 y ss; “El Fundamento”, Responsabilidad civil, (1983), p.348.
28 SSTS 3 noviembre 2008 (RJ 2008, 5852) y 1 febrero 2003 (RJ 2003, 2358) que proclaman “la pacífi ca 
coexistencia entre ambos tipos de compensaciones, con fundamento en el principio de reparación integral, anclado 
en otro principio implícito: el de solidaridad social”
29 GONZALEZ PÉREZ: Responsabilidad Patrimonial, (2006), p. 270; MARTÍN REBOLLO: DA, 237-238, pp. 67 y ss; 
entre otros muchos.
30 La compatibilidad de la indemnización por responsabilidad patrimonial de la Administración y las indemnizaciones 
del régimen de clases pasivas es el criterio reiterado por la jurisprudencia. Entre otras, vid. SSTS (Sala 3ª) 30 
junio 2010 (JUR 2010, 287998), 10 diciembre 2003 (RJ 2004, 215), 26 noviembre 2002 (RJ 2002, 10635), 7 
junio 2001 (RJ 2001, 4198), 10 abril 2000 (RJ 2000, 3352), 17 noviembre 2000 (RJ 2000, 9122), 21 diciembre 
1999 (RJ 2000, 1741), 4 febrero 1999 (RJ 1999, 1614), también SSAN (Sala 3ª) 15 noviembre 2006 (JUR 2006, 
284537), 3 noviembre 2004 (RJ 2005, 557), 6 noviembre 2003 (JUR 2003, 272305), 21 noviembre 2002 (JUR 
2003, 25951), 7 febrero 2002 (RJCA 2003, 190), 24 enero 2002 (RJCA 2003, 86), 22 noviembre 2001 (RJCA 
2002, 121), 10 de  mayo de 2001 (RJCA 2001, 873), 28 diciembre 2000 (JUR 2001, 73755), 20 diciembre 2000 
(JUR 2001, 182769), SSTSJ Castilla y León, Burgos 10 octubre 2002 (RJCA 2002, 1123), Galicia 26 septiembre 
2001 (RJCA 2002, 51), Galicia 26 septiembre 2001 (JUR 2002, 4185), Galicia 10 febrero 2010 (JUR 2010, 
112311). Según esta última sentencia, no cabe el rechazo de la acción de responsabilidad patrimonial, en tanto 
no se determine que haya existido o no esa íntegra cobertura del daño producido, a través de los mecanismos del 
Régimen General de la Seguridad Social.
31 Entre otras, recoge esta doctrina, la STS (Sala 3ª) 5 marzo 2010. Así mismo la SAN 28 diciembre 2000 (JUR 
2001, 73755)
32 Del mismo modo, SSTS (Sala 3ª) 20 mayo 1996 (RJ 1996, 4407) y 19 septiembre 1996 (RJ 1996, 6449).
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La razón de la compatibilidad no es otra que 
la insufi ciencia reparadora de la pensión extraordi-
naria, lo que exige, o permite, el complemento que 
puede obtenerse por la vía de la responsabilidad 
patrimonial, pero siempre con el límite del enrique-
cimiento injusto que se produciría si por los mis-
mos daños la víctima obtuviera una doble compen-
sación, la correspondiente a la pensión extraordina-
ria y la derivada de la responsabilidad patrimonial.

3.2. Diferentes Títulos indemnizatorios

Como ha quedado expuesto, la doctrina sobre 
la compatibilidad se asienta, además de en el prin-
cipio de indemnidad, en la distinta fi nalidad, cau-
sa y fundamento de ambas prestaciones.  El título 
jurídico por el que se reconoce la compensación 
es distinto, pues en el caso de la pensión extraor-
dinaria es el menoscabo patrimonial y en el de la 
indemnización por responsabilidad de las Adminis-
traciones Públicas comprende, además, todos los 
daños concurrentes incluido el daño moral33. La di-
ferencia de los títulos indemnizatorios no signifi ca 
que por la vía de la responsabilidad patrimonial se 
pueda obtener una reparación alternativa e integral 
por todos los daños sufridos haciendo abstracción 
de lo ya obtenido por el otro título, la reparación 
por vía de la responsabilidad patrimonial será com-
plementaria, compensando la parte del daño no cu-
bierta a los efectos del cumplimiento del principio 
de reparación integral o indemnidad fundamental 
en la responsabilidad patrimonial de las Adminis-
traciones Públicas. La STS (Sala 3ª) 17 abril 1998 
(RJ 1998, 3832) sobre fallecimiento de soldado en 
acto de servicio, matiza además sobre la aplica-
ción del citado principio de reparación integral. 

3.3. Límite indemnizatorio: Enriqueci-
miento injusto

Admitido el criterio de compatibilidad legal en-
tre la pensión extraordinaria y la indemnización por 
responsabilidad patrimonial, el hecho de que obe-
decen a títulos distintos implica que el principio de 
indemnidad debe aplicarse sobre cada uno de ellos 
de forma independiente, sin más limitación que la 
derivada de sus propios condicionamientos como 
título individual, pues de lo contrario no podría ha-
blarse de títulos indemnizatorios distintos, de tal 
manera que si bien cuando estemos ante pensio-
nes indemnizatorias no contributivas el quantum de 
éstas ha de tenerse en cuenta a la hora de fi jar la 
indemnización derivada de la responsabilidad pa-
trimonial de modo que entre ambos conceptos no 
se llegue a producir un enriquecimiento injusto, ello 
no ocurrirá en los casos de pensiones derivadas 
del régimen de clases pasivas ya que aquélla se 
percibiría igual cuando concurra el supuesto fác-
tico previsto para ello aun cuando éste no tuviese 
relación con el actuar en la Administración. Es por 
ello que el resarcimiento imputable al funcionamien-
to del servicio público permitirá cubrir los daños 
morales y aspectos no cubiertos por la vía de las 
pensiones derivadas del régimen de clases pasivas 
compensatorias fundamentalmente de los daños 
patrimoniales sufridos.

En defi nitiva se establece como límite al enri-
quecimiento injusto hasta la consecución de la re-
paración íntegra del daño que la suma de lo recibi-
do como pensión y como indemnización no supere 
la cuantía del daño34. La referencia a la cuantía del 
daño como límite para la compatibilidad de indem-

33 Del mismo modo se pronuncia la STS (Sala 3) 4 febrero 1999 (RJ 1999, 1614) sobre fallecimiento de un soldado 
prestando el servicio militar.
34 SAN (Sala 3ª) 13 mayo 2005(JUR 2005, 245530). En sentido parecido, las SSTS (Sala 3ª) 3 noviembre 2004 
(RJ 2005, 557) y 17 enero 2007 (RJ 2007, 316) establece que “no cabe prescindir de las cantidades percibidas 
en otras vías al objeto de fi jar la cuantía del a indemnización que, si bien es cierto que se debe conseguir la plena 
indemnidad o reparación integral, también lo es que no puede dar lugar a un enriquecimiento ilícito”.
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nizaciones va referida al daño sufi cientemente acre-
ditado y probado, procediéndose a una deducción 
de la indemnización ya percibida sobre el monto 
indemnizatorio por responsabilidad patrimonial de 
la Administración35. 

La necesidad de evitar el enriquecimiento in-
justo comporta el principio de la compensación 
con otras reparaciones surgidas de regímenes ju-
rídicos y por títulos ajenos al de la responsabilidad 
patrimonial de las Administraciones públicas36. 
Sin embargo, a sensu contrario, la no aplicación 
del régimen indemnizatorio de la responsabilidad 
patrimonial de la Administración podría dar lugar 
a un enriquecimiento injusto por parte de la Admi-
nistración, “si la cobertura de riesgos en un siste-
ma contributivo de aseguramiento exonerase a la 
Administración37”.

Se trata de dotar a la indemnización por res-
ponsabilidad patrimonial de la Administración de 
un carácter complementario, “en el sentido que 
sólo procederá indemnización por dicho concepto, 
cuando aparte de reunirse los requisitos para que 
surja la responsabilidad patrimonial, se deban cu-
brir daños no reparados con las otras cantidades 
que se persiguen con causa en unos mismos he-
chos”38. Por ello resulta apropiada la doctrina que 
en materia de accidentes de trabajo consagra la 
STS (Sala 1ª) 8 octubre 2001 (RJ 2001, 7551) so-
bre compatibilidad entre las cantidades obtenidas 
por prestaciones laborales y por responsabilidad 

extracontractual del empresario en los supuestos 
de accidentes laborales de particulares trabajado-
res39. Se identifi ca la compatibilidad con la comple-
mentariedad de las indemnizaciones para evitar la 
acumulación de las mismas y por ende las duplici-
dades en el pago. La sentencia antes citada distin-
gue las cantidades cuantifi cables, como son los sa-
larios dejados de percibir y los llamados “perjuicios 
genéricos”, sin términos cuantifi cables, como son 
los daños morales. Precisamente la doctrina de la 
compatibilidad debe recaer sobre estos últimos y 
el llamado lucro cesante.

Más aún correcta resulta la doctrina que hace 
la jurisprudencia social sobre la compatibilidad, 
no la independencia, pues como dispone la STS 
(Sala 4ª) 10 diciembre 1998 (RJ 1998, 10501), la 
cuantía indemnizatoria debe ser única, “no puede 
hablarse que estemos en presencia de dos vías 
de reclamación compatibles y complementarias y 
al mismo tiempo independientes, en el sentido de 
ser autónomas para fi jar el importe de la indemni-
zación, sin tener en cuenta lo que ya se hubiese 
recibido  con esa misma fi nalidad de resarcir el per-
juicio, pues estamos ante dos formas de resolver 
la única pretensión indemnizatoria, aunque tenga 
lugar ante vías jurisdiccionales o procedimientos 
diversos que han de ser estimadas formando parte 
de un total indemnizatorio”. Entre todas las senten-
cias de la jurisprudencia social son de especial inte-
rés las de 17 julio 2007 (RJ 2007, 8300) (RJ 2007, 
8303) que basan en la distinta causa de pedir de 

35 SSTS 29 septiembre 2010 (RJ 2010, 6878), 3 julio 2009 (RJ 2009, 6898), 3 noviembre 2008 (RJ 2008, 5852), 
17 junio 2008 (RJ 2008, 6453), entre otras.
36 STS (Sala 3ª) 20 mayo 1996 (RJ 1996, 4407), SAN (Sala 3ª) 27 noviembre 2003 (JUR 2004, 84711)
37 STS (Sala 3ª) 12 mayo 1998 (RJ 1998, 4956).
38 SAN (Sala 3ª) 27 noviembre 2003 (JUR 2004, 84711).
39 Anteriormente la STS (Sala 1ª) 21 julio 2000 (RJ 2000, 5500) decía que “nada impide valorar, como un factor más 
del importe de la indemnización a fi jar en el orden civil.., el ya acordado por el orden jurisdiccional social aplicando la 
normativa laboral”. Estas dos sentencias ejemplares en aras a la aplicación de la compatibilidad de indemnizaciones 
en sus justos términos han sido califi cadas de “espejismo”. (YZQUIERDO TOLSADA: “Responsabilidad civil por 
accidentes de trabajo”, Tratado de Responsabilidad Civil, (dir.) REGLERO CAMPOS, t. III,  Aranzadi, Pam plona, 4ª 
ed., 2008, p. 830).
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ambas indemnizaciones, son “limitadamente com-
plementarias”, “reparar no signifi ca enriquecer”. De 
acuerdo a esta doctrina, no toda prestación de la 
Seguridad Social concedida es deducible, habrá 
que determinar la clase de daño, por ello no serían 
deducibles las prestaciones por daños físicos y 
morales pero si los patrimoniales (salario dejado de 
percibir) del concepto de lucro cesante con arreglo 
a la valoración civil del daño. Aún más, tratándose 
de un accidente de circulación y resultando aplica-
ble el baremo para los daños derivados de estos 
accidentes, en los casos de incapacidad perma-
nente, no se podrá deducir lo que corresponda por 
incapacidad transitoria con arreglo a la Seguridad 
Social. El de indemnización por incapacidad per-
manente podrá deducirse del concepto por lucro 
cesante pero no de otros conceptos indemnizables 
en casos de incapacidad permanente con arreglo 
al sistema valorativo previsto para accidentes de 
circulación40. 

En la jurisprudencia de lo contencioso- adminis-
trativa, a pesar de no existir un criterio uniforme, 
suele aplicar la compatibilidad a través del criterio 
de la deducción. Como ha sido dicho se revela una 
tendencia a entender que “la compatibilidad es de 
vías no de sumas, pero no un mecanismo sobreres-
taurador. Se trata de la llamada compatibilidad rela-
tiva, que da lugar a una deducción de lo percibido 
antes, cuando se consideró que esta cantidad no 
cubrió totalmente el daño, sin embargo si la misma 
cantidad pagada a través de las pensiones dio lu-
gar a la reparación integral del daño, se declara la 
incompatibilidad pero precisamente a través de la 
regla de la deducción41.

4. INDEMNIZACIÓN RESPONSABILIDAD 
PATRIMONIAL

4.1. Presupuestos

Aunque el régimen indemnizatorio expuesto re-
giría en los casos de accidentes de circulación de 
funcionario en acto de servicio, con independencia 
del servicio público en el que el funcionario estuvie-
se incardinado, lo cierto es que el enjuiciamiento 
de la responsabilidad de la Administración variaría 
según la actividad del funcionario víctima del acci-
dente de circulación. 

Lo que es necesario determinar es que se dan 
los presupuestos para que rija la responsabilidad pa-
trimonial, así como la insufi ciencia de las prestaciones 
de la Seguridad Social para la íntegra compensación 
del daño. Pero además, en el caso de daños a funcio-
narios ejerciendo un servicio público, se trataría de 
determinar los requisitos exigidos por el tribunal para 
apreciar la responsabilidad patrimonial de la Adminis-
tración en supuestos de accidente laboral. Debería 
existir una coincidencia entre el hecho constituido 
por el accidente de circulación como hecho determi-
nante de la indemnización de acuerdo al régimen es-
tatutario del funcionario y hecho determinante de la 
responsabilidad patrimonial de la Administración. Aún 
más, deberían distinguirse los presupuestos según la 
profesión del funcionario estuviese incardinada o no 
en el servicio público cuyo funcionamiento ha sido 
causa del daño, haciendo especial referencia al crite-
rio del funcionamiento normal o anormal del servicio 
público y a la teoría del riesgo inherente al ejercicio 
ordinario de la profesión.

40 YZQUIERDO TOLSADA: “Responsabilidad civil por accidentes de trabajo”, Tratado de Responsabilidad Civil,  2008, 
pp. 834 y 835.
41 YZQUIERDO TOLSADA: “Responsabilidad civil por accidentes de trabajo”, Tratado de Responsabilidad Civil,  2008, 
p. 831. La aplicación de la regla de la deducción que da lugar a incompatibilidad de sumas y no de vías la refi ere este 
autor al caso resuelto por la mencionada STS 9 febrero 1987 (RJ 1987, 2914) que declaraba la incompatibilidad 
entre la pensión extraordinaria por fallecimiento en acto de servicio y la correspondiente a la responsabilidad 
patrimonial.
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En defi nitiva, en estos casos la Sala 3ª del 
Tribunal Supremo ha exigido cinco requisitos para 
determinar la obligación de indemnizar a la Admi-
nistración

1) Existencia de un daño o perjuicio. 

2) Daño efectivo, evaluable económicamente y 
individualizado. 

3) Relación de causalidad entre el daño y el 
funcionamiento del servicio público. 

4) Daño antijurídico. 

5) Insufi ciencia de las prestaciones de la Se-
guridad Social para la íntegra compensación del 
daño. 

De los presupuestos expuestos interesa el re-
lativo a la existencia de un daño antijurídico, es de-
cir, cuando la víctima no tiene el deber jurídico de 
soportar dicho daño42. Este requisito viene siendo 
condicionado por los Tribunales  por no resultar éste 
de un riesgo inherente al ejercicio ordinario de la pro-
fesión del funcionario. Es cierto que este signifi cado 
ha sido considerado de indeterminado por la doctri-
na43. No faltan autores que limitan el resarcimiento 
del funcionario dañado por la vía de la responsabili-
dad patrimonial de la Administración a través de la 
delimitación del concepto de antijuridicidad del daño. 
Se dice que el funcionario “al asumir voluntariamen-
te los riesgos inherentes al concreto servicio público 
que presta, tiene el deber jurídico de soportar los 

daños inherentes a él, que no serían antijurídicos, 
por lo que sólo tendría derecho a aquellas prestacio-
nes que deriven de su relación estatutaria”44.

4.2. Otros supuestos: Responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública por 
accidentes ajenos al ámbito circulatorio

Con el objetivo de determinar la aplicación de 
los presupuestos de responsabilidad patrimonial 
de la Administración en los casos de accidente de 
circulación cuya víctima sea un funcionario público,  
considero conveniente desvelar el tratamiento que 
hacen los tribunales cuando tratan de valorar el cum-
plimiento de los requisitos con ocasión de otros ac-
cidentes imputables a la Administración pero ajenos 
al ámbito viario. En este sentido resulta representa-
tiva la STS (Sala 3ª) 3 noviembre 2008 (RJ 2008, 
5852)45 que declara la responsabilidad patrimonial 
de la Administración Pública por las consecuencias 
de un accidente laboral sufrido por una celadora a 
quien se ha reconocido pensión por gran invalidez.

Al no ser desvirtuados por los motivos expues-
tos por los recurrentes la existencia del daño (no 
discutida) ni su relación con el desenvolvimiento del 
servicio público, resta determinar si el daño resul-
tante es antijurídico.

Resuelve el Alto Tribunal que, por más que 
el daño se haya producido en el desarrollo de la 
relación de servicio que unía a la celadora con el 
Servicio Gallego de Salud, no existe obligación de 
la perjudicada de cargar con las consecuencias del 

42 De este modo, el artículo 141.1 Ley 30/1992 cuando establece que “sólo serán indemnizables las lesiones 
producidas al particular provinentes de daños que éste no tenga obligación de soportar de acuerdo con la Ley”. 
43 En términos de GINÉS: “El concepto “riesgo inherente a la profesión” es claramente un concepto indeterminado y 
ambiguo que puede dar lugar a una enorme casuística”. (“Accidente de trabajo y responsabilidad patrimonial de la 
Administración”, Indret, nº 3, 2009), p. 7.
44 MANZANA LAGUARDA: “Las Administraciones son responsables ad intra frente a sus funcionario públicos”, 
Actualidad Jurídica Aranzadi, nº 814, Aranzadi, Pamplona, 2011, p. 1.
45 Vid. El pormenorizado comentario a esta sentencia hecho por GINÉS: “Accidente de trabajo y responsabilidad 
patrimonial de la Administración”, Indret, nº 3, 2009.
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accidente, teniendo en cuenta que el desplome del 
ascensor no es un riesgo inherente al ejercicio ordi-
nario de su profesión y que la empleada pública no 
intervino en el anormal funcionamiento del servicio 
determinante del daño. En cuanto a la coexistencia 
de la pensión concedida con una indemnización por 
las consecuencias del daño, proclama la Sala que 
es posible con fundamento en los principios de re-
paración integral y solidaridad social.

En consecuencia, resultan de plena aplicación 
al caso las previsiones jurisprudenciales cuando 
mantienen que al estar el supuesto previsto en el 
régimen general laboral de la seguridad social, ha 
de ser tal ordenamiento el aplicable y tan sólo el 
instituto de la responsabilidad de las Administracio-
nes Públicas para el supuesto en que queden por 
dar cobertura responsabilidades no garantizadas 
por los ordenamientos sectoriales.

La Sala 3ª del Tribunal Supremo ha declarado 
asimismo en sentencias de 10 de octubre de 1997 
(RJ 1997, 768) y 10 de abril de 2000 (RJ 2000, 
3352) que «el punto clave para la exigencia de la res-
ponsabilidad no está en la condición normal o anor-
mal del actuar administrativo, sino en la lesión antiju-
rídica sufrida por el afectado y que éste no tiene el 
deber jurídico de soportar, por lo que la antijuricidad 
desaparece cuando concurre una causa justifi cativa 
que legitime el perjuicio, A diferencia de lo que suce-
de cuando personal estatutario del Sergas contrae 
una enfermedad infecciosa en el ejercicio de la profe-
sión sanitaria, en el caso resuelto se había producido 
un accidente en el centro de trabajo, totalmente des-
conectado de la práctica sanitaria, ya que el origen 
estuvo en un fallo en el sistema de funcionamiento 
del ascensor, por lo que no existe ningún título que 
imponga a la recurrente la obligación de soportar el 
daño, de modo que resulta nítida la antijuridicidad del 
daño. Además, a la vista del tiempo de incapacidad 
y hospitalización, gastos generados particularmente 
(denegados por vía de reintegro), daños morales y 
las secuelas que presenta la víctima, la cobertura 

prestada por las prestaciones económicas de la Se-
guridad Social son claramente insufi cientes para re-
parar la integridad del daño, por lo que ha de recono-
cerse la legitimación de la recurrente para reclamar 
por esta vía de la responsabilidad patrimonial de la 
Administración, quedando solamente por demostrar 
la relación de causalidad entre el funcionamiento del 
servicio y aquel daño».

En el mismo sentido se pronuncia la STSJ Gali-
cia (Sala 3ª) 10 febrero 2010 (JUR 2010, 112311) 
sobre un caso similar, el accidente sufrido no deriva 
de un riesgo propio de la actividad de la víctima al 
servicio de la Administración sanitaria. No obstante 
dispone la sentencia que “se admite y declara que 
no existió culpabilidad alguna en la producción del 
accidente o incidente antes descrito derivada de 
un «no» o «indebido» o «insufi ciente» mantenimien-
to del ascensor en que aquél se da, pues están 
demostrados los periódicos mantenimientos bise-
manales a que estaba sometido, es evidente que, a 
consecuencia del «incidente», y como consecuen-
cia directamente derivada del mismo -caída más o 
menos brusca del ascensor hasta su fi nal deten-
ción por actuación de los frenos de emergencia y 
amortiguación fi nal-, se produce un daño o lesión a 
la hoy recurrente -el que ha quedado descrito- que 
ha de reputarse antijurídico pues no existe obliga-
ción legal alguna por parte de la interesada de so-
portarlo ni evidentemente sus totales consecuen-
cias dañosas están cubiertas por las previsiones al 
respecto de la Seguridad Social en materia de acci-
dentes de trabajo y consecuentemente hace nacer 
frente a la Administración demandada un derecho 
de resarcimiento que es amparado por el instituto 
de la responsabilidad patrimonial que se analiza”.

4.3. Responsabilidad Administración 
Viaria por accidente de circulación sufrido 
por funcionario

En este punto, resulta obligada la distinción 
entre indemnización administrativa por daños su-
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fridos ejerciendo un servicio público distinto del de 
carreteras, de la indemnización por los mismos da-
ños imputables a la Administración titular de este 
servicio, cumplidos los requisitos legales. Esta ma-
tización es contemplada, entre otros, por el Dic-
tamen del Consejo de Estado de 27 mayo 1999 
(945, 1999), según el cual, los daños sufridos en 
su vehículo particular por un funcionario en comi-
sión de servicio deben estimarse compensados 
con la cantidad percibida como indemnización por 
tal uso. Lo que sucede es que el Consejo distingue 
entre dos títulos de imputación: “acto de servicio” 
y “funcionamiento del servicio de carreteras”, ex-
presando que: “no es por tanto admisible solicitar 
ninguna otra cantidad por daños habidos en el ser-
vicio ante el Servicio administrativo comitente del 
encargo público, a cargo del servicio público en 
que se encuentra integrado, si bien el mismo puede 
reclamar el resarcimiento de acuerdo al sistema de 
responsabilidad patrimonial de la Administración, a 
la titular del servicio cuya utili zación los originó... El 
Comandante Lorenzo Labrador sufrió un daño en 
su vehículo particular cuando lo utilizaba en una co-
misión de servicio reglamentariamente autorizada. 
Ello signifi ca que el solicitante no puede instar de 
la Administración del Estado –Ramo de Defensa– el 
abono de ninguna cantidad en resarcimiento de los 
daños sufridos en su automóvil, por cuanto éstos 
quedaron comprendidos en la contraprestación 
económica que recibió en su día por tal concepto. 

Ahora bien, el peticionario puede instar el abo-
no de dichos daños ante la Administración Pública 
viaria, si considera que se produjeron a resultas de 
un funcionamiento anormal del servicio de carrete-
ras, por cuanto el título jurídico de imputación es 
distinto. Y es que la causa de pedir y el título invo-
cado para solicitar no encuentra su fundamento en 

la noción de «acto de servicio» sino en el «funcio-
namiento del servicio de carreteras”46. Por ello, a 
pesar de tratarse de un accidente de circulación 
en acto de servicio, no concurren los presupuestos 
de responsabilidad de la Administración, no puede 
considerar el daño “antijurídico y por tanto imputa-
ble al servicio de vías públicas en el caso resuelto 
por la STS (Sala 3ª) 3 noviembre 2004 (RJ 2005, 
557), aunque el accidente tuvo lugar en acto de 
servicio, se produjo por la actuación imprudente 
de persona ajena a la organización del servicio, no 
concurriendo, por tanto, los requisitos estableci-
dos en la Ley para la exigencia de responsabilidad 
patrimonial por el funcionamiento del servicio.

La doctrina jurisprudencial que refi ere la ante-
rior sentencia y que se encuentra recogida en la 
STS (Sala 3ª) 1 febrero 2003 (RJ 2003, 2358) so-
bre el enjuiciamiento de la responsabilidad de la Ad-
ministración por actos derivados de la prestación 
del servicio por funcionarios públicos47, cuando el 
perjudicado presta un servicio público en cumpli-
miento de un deber legal dista del régimen general 
que sobre la responsabilidad objetiva de la Admi-
nistración preconiza el artículo 139 de la LRJAP. 
En efecto, en los casos objeto de estudio, se parte 
de la base de la anormalidad o defi ciencia en la 
prestación del servicio y en su caso, si la misma es 
o no imputable al funcionario o a un tercero ajeno 
al círculo de riesgos del servicio. Se identifi ca el 
daño antijurídico como presupuesto de la indem-
nización del funcionario perjudicado con la anor-
malidad en el funcionamiento del servicio. Ello es 
debido, según esta doctrina, porque en el supuesto 
de funcionamiento normal, quien presta el servicio 
a la Administración, lo hace en cumplimiento de 
una obligación y tiene el deber jurídico de soportar 
el daño por lo que éste no sería antijurídico, no 

46 Vid. En idéntico sentido, Dictámenes de 1 octubre 1998 (2.257, 1998) y de 1 octubre 1998 (742, 1991).
47 Se refi ere a esta doctrina MANZANA LAGUARDA: “Las Administraciones son responsables ad intra frente a sus 
funcionario públicos”, Actualidad Jurídica Aranzadi, nº 814, Aranzadi, Pamplona, 2011
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obstante el derecho del funcionario perjudicado a 
una pensión extraordinaria. Por tanto sólo en caso 
de funcionamiento anormal del servicio público es 
cuando cabe apreciar la responsabilidad de la Ad-
ministración, siempre además, que la anormalidad 
no sea consecuencia exclusivamente de la propia 
actuación del funcionario. Por lo tanto el daño su-
frido por el funcionario público en accidente de trá-
fi co en servicio, será imputable a la Administración 
viaria, cuando cumplidos los presupuestos legales, 
además sea antijurídico y lo será cuando la defi -
ciencia en el servicio que ha motivado el accidente 
de circulación no haya sido motivada por el funcio-
nario ni por tercero porque se trate de la materia-
lización de un riesgo inherente al funcionamiento 
del servicio de carreteras. Por ello, cuando nos 
referimos a responsabilidad por daños derivados 
de accidentes de circulación sufridos por funcio-
narios en activo desarrollando actividades ajenas 
al servicio viario atenderemos exclusivamente a la 
conducción del funcionario adecuada con el mismo 
rigor exigible que a un conductor particular para 
determinar la antijuridicidad del daño.

En efecto, los daños podrían ser imputados al 
“funcionamiento del servicio en que ellos estuvie-
ran incardinados”, al margen de la compensación 
que a los mismos corresponda con arreglo a su re-
lación estatutaria. Lo interesante es que cuando se 
trata de valorar el estándar exigible a este servicio 
de acuerdo al riesgo concretado en el accidente, 
puede deducirse sencillamente que el riesgo es ex-
terno al control que corresponde a sus funciones, 
precisamente porque las mismas se encuentran 
proyectadas hacia fi nes distintos de la segura cir-
culación. Máxime, cuando los sujetos con derecho 
a indemnización mantienen una “sujeción especial” 
con el servicio al que sirven, pudiéndose llegar a 
considerar estos riesgos como “asumidos volun-
tariamente” y “connaturales con el servicio que 
se presta”. En este caso resultan signifi cativas las 
SSTS (Sala 3ª) de 1 febrero 2003 (RJ 2003, 2358) 
y de 14 octubre 2004 (RJ 2004, 6749; FD 2ª), 

ésta última sobre fallecimiento de funcionario ads-
crito al Ministerio de Asuntos Sociales que sufre un 
accidente de tráfi co al desplazarse con ocasión de 
las funciones que le habían sido encomendadas. 
Según el TS, la causa del accidente no proviene de 
la orden de desplazamiento dada por la Administra-
ción, sino por el accidente de tráfi co “y el hecho 
del fallecimiento en acto de servicio tiene compen-
sación a través de otros mecanismos distintos del 
de la responsabilidad de la Administración por lo 
que no cabe apreciar la existencia de nexo causal 
en que fundar la responsabilidad patrimonial dedu-
cida, ya que el fallecimiento se produjo como con-
secuencia de un accidente de circulación”

4.4. Responsabilidad patrimonial 
Administración por accidente de circulación 
sufrido por funcionario incardinado en el 
servicio de carreteras

En los casos de accidentes de circulación su-
fridos por funcionarios en acto de servicio cuando 
sus actividades estuvieran vinculadas con la activi-
dad viaria o de ordenación del tráfi co la valoración 
de la antijuridicidad del daño como presupuesto de 
la responsabilidad de la Administración viaria re-
quiere una matización.

En estos casos, se mantiene la siguiente doc-
trina centrada en la falta de la antijuridicidad del 
daño: “la clave para resolver este confl icto que 
pudiera en principio dar lugar a entender que el 
funcionario tiene el deber jurídico de soportar los 
daños y perjuicios connaturales al servicio que se 
presta, estriba en la normalidad o defi ciencia en la 
prestación del servicio porque en el supuesto de 
funcionamiento normal, (..), el servidor público ha 
asumido voluntariamente un riesgo que, de acuer-
do con la Ley, tiene el deber jurídico de soportar, 
por lo que el daño no sería antijurídico y la Admi-
nistración no vendría obligada a indemnizarle por 
el concepto de responsabilidad patrimonial sino 
con las prestaciones previstas expresamente en el 
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ordenamiento jurídico aplicable a su relación esta-
tutaria, (…). Pero en caso de funcionamiento anor-
mal del servicio público, sin participación alguna 
del servidor público, tiene derecho a ser resarcido 
de los daños y perjuicios que ello le irrogue”.

Esta doctrina ha sido confi rmada en la SAN 
(Sala 3ª) de 4 junio 2008 (JUR 2008, 195034; 
FD 5º) sobre accidente sufrido por motorista de 
la Guardia Civil al colisionar contra un vehículo, 
mientras se desarrollaba una prueba ciclista, en 
la que el citado Guardia Civil prestaba protección 
a los ciclistas entran dentro de la órbita propia 
del cumplimiento de las funciones propias del 
destino.

En consecuencia, puede decirse que el dife-
rente tratamiento en el rigor exigible al servicio de 
carreteras y al servicio al que pertenece el funcio-
nario dañado resulta justifi cado fundamentalmente 
por la situación o posición jurídica del sujeto lesio-
nado con relación al servicio. En el primer caso, el 
funcionario forma parte del servicio y sufre un daño 
con ocasión de sus funciones, pero el daño no es 
el resultado de un riesgo considerado como “or-
dinario” del servicio. Sin embargo, la posición del 
funcionario con relación al servicio viario que utiliza 
para desplazarse, es la de usuario que tendrá dere-
cho a ser indemnizado por los daños derivados de 
los riesgos “ordinarios” o típicos que este servicio 
deba controlar. 

En efecto, los funcionarios podrán ser titulares 
del derecho a indemnización, cuando incardinados 
en su organización administrativa, ejerciendo una 
actividad pública y utilizando el servicio público via-

rio, hayan sido víctima de un accidente de tráfi co 
imputable a la Administración titular del mismo. Lo 
que ocurre es que nos encontramos con daños de-
rivados de la utilización de un servicio que requiere 
individualidad.

Sin embargo, cuando nos referimos a daños 
provocados por la Administración titular del ser-
vicio a fi ncas u elementos propiedad de otra Ad-
ministración, ésta tendrá derecho a resarcimiento 
por responsabilidad patrimonial de la Administra-
ción titular de la carretera. Así se desprende del 
Dictamen del Consejo de Estado de 23 noviembre 
2000 (3520, 2000), sobre daños a instalaciones 
semafóricas por obras de repavimentación de la 
calzada en carretera nacional, concretamente en 
zona de acceso a una localidad. La Administración 
lesionada es el Ayuntamiento propietario de los se-
máforos y encargado de la ordenación del tráfi co 
en la zona47.

De lo expuesto puede deducirse que el sujeto 
con derecho a indemnización por daños imputables 
a la Administración viaria en accidente de circula-
ción será el sujeto privado o público benefi ciario 
y usuario de este servicio que, en utilización del 
mismo, sufra daños personales o materiales con 
ocasión de accidente imputable a la Administración 
titular de la vía. El cumplimiento de los presupues-
tos determinantes de la responsabilidad, la antijuri-
dicidad del daño, la aplicación de la compatibilidad 
de indemnizaciones, en defi nitiva, la reparación de 
los daños derivados de un accidente de circulación 
en todas sus vertientes y circunstancias no debe-
rían alterar el principio de reparación integral funda-
mento de la responsabilidad. 

47 Sin embargo en este caso, según declara este Dictamen: “No resulta de las actuaciones obrantes en el expediente 
prueba sufi ciente que permita imputar los daños al funcionamiento del servicio público. Antes al contrario, según 
resulta del informe de la Demarcación de Carreteras, inspeccionadas por técnicos de la Demarcación y del 
Ayuntamiento las instalaciones semafóricas, éstos comprobaron que los daños pudieron ser debidos a la acción 
del tráfi co, y prueba de ello es, además, la factura de reparación aportada cuyas principales partidas se refi eren a 
gastos de conservación y mantenimiento que corresponderán no tanto a los trabajos de repavimentación como al 
normal desgaste de tales instalaciones.”
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Aún más podría añadirse que los daños deri-
vados de accidente de circulación, cualquiera sea 
su causa (conducción de un vehículo, animal que 
irrumpe la calzada o defectos en las vías), tienen 
una misma trascendencia, un mismo signifi cado y 
la víctima sea particular o funcionario tiene derecho 
a ser indemnizada por un daño que no tiene el de-
ber jurídico de soportar con arreglo a la Ley. Es un 
hecho admitido y demostrado, que en la mayoría 
de accidentes intervienen, como causa directa o 
indirecta, más de un factor relacionado con cual-
quiera de los elementos hombre-vehículo-vía que 
afectan a las consecuencias o daños producidos. 
Es decir, estos elementos y las interacciones entre 
los mismos constituyen causa y riesgo de los acci-
dentes, infl uyen en la trascendencia del accidente y 
en los daños ocasionados por el mismo y por tanto 
estos daños deben ser valorados económicamente 

a través de similares instrumentos48. La STS (Sala 
1ª) de 7 mayo 1993 (RJ 1993, 3448; FD3º) decla-
ra en este sentido que “la expresión “con motivo 
de la circulación “abarca aquellos casos en que 
la colisión es imputable al vehículo, pero también 
aquellos otros que en la materialización efectiva 
del riesgo se produce a través de la alteración de 
las normales circunstancias de tráfi co en la vía.” 
Un sistema de valoración de daños en un mismo 
ámbito como es el circulatorio y con riesgos que 
aunque procedan de diferentes ámbitos de con-
trol (conductor del vehículo, servicio viario) y con 
independencia del carácter público o privado del 
perjudicado, se concretan en un mismo resultado 
dañoso, precisa de una normativa que se encargue 
de regular y controlar su funcionamiento, con el ob-
jetivo de tener un mismo patrón y similares normas 
de cuantifi cación de daños.

48 Sobre la aplicación del Baremo contenido en el Anexo de la LRCSCVM 1995 en la valoración de los daños de 
accidente de tráfi co imputable a la Administración, vid. DOMÍNGUEZ MARTÍNEZ: Responsabilidad Patrimonial de las 
Administración por accidentes de tráfi co,  Aranzadi, Pamplona, 2008, pp. 210 y ss.
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Tribunal Supremo

RESPONSABILIDAD CIVIL

Seguro obligatorio de 
viajeros. Reclamación de 
daños y perjuicios por las 
lesiones sufridas cuando se 
viajaba de pasajera en un 
autobús. Responsabilidad 
objetiva.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- La parte actora, ahora recurrente, 
demandó a la empresa de autobuses, Interbús, y 
a su aseguradora, Axa Aurora Ibérica, en reclama-
ción de indemnización de daños y perjuicios por 
las lesiones sufridas cuando viajaba como pasaje-
ra en uno de los autobuses, como consecuencia 
de la negligente conducción llevada a cabo por el 
conductor del autobús. Las partes demandadas 
se opusieron a la demanda, a excepción del con-
ductor que fue declarado en situación de rebeldía 
procesal.

Sentencia Tribunal Supremo (Sala de lo Civil), 
de 8 de octubre de 2010.

Ponente: Excmo. Sr. D. José Antonio Seijas Quintana

Tribunalsupremo
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La Sentencia de Instancia estimó parcialmente 
la demanda y condenó al conductor, a la empresa 
y la aseguradora a abonar parte de las cantidades 
reclamadas. La Sentencia aprecia la conducción 
imprudente y reconoce indemnizaciones en con-
cepto de días impeditivos, secuelas, y factor de co-
rrección por invalidez permanente total. Igualmen-
te concede una indemnización derivada del seguro 
obligatorio de vehículos, aunque en este supuesto 
no admite la incapacidad permanente por tratarse 
de un factor de corrección y haber sido ya valorada 
anteriormente.

Recurrida en apelación por la parte demanda-
da y ahora recurrida, la Audiencia Provincial de Ma-
drid dictó Sentencia en la que estimó el recurso, re-
vocando la Sentencia en el sentido de desestimar 
íntegramente la demanda. La Audiencia entiende 
que no puede apreciarse culpabilidad alguna en el 
conductor que se vio obligado a realizar una manio-
bra imprevista de carácter evasivo para esquivar 
al vehículo que se incorporaba a la circulación sin 
señalizarlo debidamente, a lo que añade que tam-
poco quedó acreditado sufi cientemente que la ac-
tora adoptara las medidas necesarias para evitar la 
caída en el autobús de transporte publico de líneas 
urbanas cuya circulación se adaptaba «a las inci-
dencias del tráfi co existente en la zona, por la den-
sidad e incluso paradas y retenciones del mismo 
que suele ser habitual en la hora en que se produjo 
el accidente». Señala la Audiencia que la determi-
nación del nexo causal no puede quedar desvirtua-
da por la aplicación de la teoría del riesgo. Por lo 
que se refi ere a la responsabilidad civil derivada del 
Seguro Obligatorio de Vehículos, considera impro-
cedente indemnización alguna en la medida en que 
no existe culpa ni responsabilidad en el conductor 
del autobús.

La parte actora interpone recurso de casación 
y extraordinario por infracción procesal, si bien 
este último ha sido inadmitido en la medida en que 
la parte recurrente no denunció oportunamente la 

falta de consignación sufi ciente para recurrir en 
apelación, y por carencia de fundamento al preten-
der una revisión de toda la prueba.

SEGUNDO.- El escrito de interposición, en 
cuanto al recurso de casación, se articula en dos 
apartados, A) y B), divididos respectivamente en 
tres y dos motivos. Sin embargo hay que desta-
car que el apartado A) va dirigido a interponer el 
recurso de casación a través del ordinal 2° del art. 



Revista de responsabilidad civil y seguro

55

jurisprudencia

ju
ris

pr
ud

en
ci

a

tinente indemnización, mientras que en el segundo 
se alega la infracción de los arts. 9.2, 11.1, 14.1, 
d) y 19.1 de la Ley de Seguridad Vial por cuanto 
el conductor del autobús no adaptó su conducción 
a las circunstancias del tráfi co. Ambos se analizan 
conjuntamente para desestimarlos puesto que se 
formulan a partir de una valoración de los hechos y 
de las reglas sobre la carga de la prueba, distinta 
de la que realiza la sentencia, lo que es propio del 
recurso extraordinario por infracción procesal y no 
del de casación. Los hechos de la sentencia ponen 
en evidencia la falta de responsabilidad del conduc-
tor del autobús en las lesiones sufridas por la parte 
actora y a ellos habrá de estarse.

TERCERO.- En el motivo tercero, se alega la 
infracción de los arts. 2.1°, 4, 6, 7, 8, 10 a) 15.1 
y 2, 18 del Anexo del Rd. 1575/1989 que regula el 
Seguro Obligatorio de Viajeros al considerar que la 
indemnización era procedente con independencia 
de la culpabilidad del conductor, por el mero hecho 
de sufrir la recurrente un accidente cuando viajaba 
a bordo del autobús.

El motivo se estima.

El Seguro Obligatorio de Viajeros, dice el artículo 
1 del RD 157/1989 , tiene por fi nalidad indemnizar 
a éstos o a sus derechohabientes, cuando sufran 
daños corporales en accidente que tenga lugar con 
ocasión de desplazamiento en un medio de trans-
porte público colectivo de personas, siempre que 
concurran las circunstancias establecidas en este 
Reglamento. Se trata de un seguro obligatorio esta-
blecido, según el artículo 2, en relación con el artícu-
lo 4, en favor de todo viajero que utilice medios de 
locomoción destinados al transporte público colec-
tivo de personas, incluyendo los autocares, que en 
el momento del accidente esté provisto del título de 
transporte, de pago o gratuito (art.6), en virtud del 
cual el transportista responde siempre que se pro-
duzca el hecho objetivo del accidente o daño, con in-
dependencia de la culpa o negligencia del conductor, 

447.2 LEC, mientras que el apartado B) pretende 
justifi car los motivos del apartado A) pero desde el 
punto de vista del interés casacional, por lo que, 
conforme se indicará después, dicho apartado B) 
se entiende citada a mayor abundamiento. Así, cen-
trados en el apartado A), en el primer motivo, el 
recurrente alega la infracción del art. 1902 del Có-
digo Civil al considerar que existió culpabilidad del 
conductor, lo que determina la existencia de res-
ponsabilidad civil derivada de su actuación y la per-
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empresario, o empleados, e incluso tercero, hasta el 
límite y en las condiciones establecidas en el mismo, 
de tal forma que bastará acreditar la condición de 
viajero con el correspondiente título de viaje y que los 
daños corporales deriven de alguna de las causas 
previstas en el artículo 7: «choque, vuelco, alcance, 
salidas de la vía o calzada, rotura, explosión, incen-
dio, reacción, golpe exterior y cualquiera otra avería 
o anormalidad que afecte o proceda del vehículo», 
para ser indemnizado. Como se ha hecho notar por 
los intérpretes de esta disposición, el Reglamento, 
emplea una doble técnica para determinar el ámbito 
de cobertura de este seguro, enumerando las hipó-
tesis que pueden considerarse accidentes, sin que 
esta constituya numerus clausus, porque añade una 
cláusula abierta que incluye eventos ocurridos por 
otras averías o anomalías que afecten o procedan 
del vehículo (STS 27 de febrero 2006). 

Pues bien, la sentencia al enjuiciar el caso co-
mete un evidente error al condicionar la indemniza-
ción que merece la viajera del autobús a la ausencia 
de «culpa ni responsabilidad en el conductor». Ello 
obliga a casar la sentencia, teniendo en cuenta que 
las lesiones sufridas por la recurrente se encuentran 
dentro de la cobertura del seguro al traer causa de 
un frenazo del autobús en el que viajaba y no en-
contrase en ninguno de los supuestos de exclusión 
previstos en el artículo 9, según el cual la protección 
del Seguro no alcanzará a los asegurados que provo-
quen los accidentes en estado de embriaguez o bajo 
los efectos de drogas, estupefacientes o estimulan-
tes o mediante la comisión de actos dolosos.

CUARTO.- Asumir la instancia supone aceptar 
el criterio indemnizatorio de la sentencia de 1ª Ins-
tancia, en lo que se refi ere exclusivamente al ám-
bito del seguro en el se incardina la acción, por lo 
que deberá fi jarse a favor de la actora la suma de 
13.522,75 Euros incrementada con el IPC desde el 
28 de diciembre de 1989, fecha en que se publicó 
el RD 1579/1989, hasta su completo pago; cifra 
que responde, de un lado, a las lesiones padecidas 

con motivo del accidente (agravación de artrosis 
previa en región cervical; hombro doloroso y limita-
ción de la movilidad global, protusión discal L3-L4, 
rotura de piezas dentarias y coxigodinia), mediante 
la aplicación de la norma 1ª de las complementa-
rias 3 del Anexo del mencionado RD, y permite, de 
otro, mediante los intereses, no cuestionados en 
la apelación, mantener su valor hasta el momento 
del pago. 

QUINTO.- La estimación del recurso en los tér-
minos expuestos supone lo siguiente: 

1º) La casación en parte de la Sentencia dic-
tada por la Sección 10ª de la Audiencia Provincial 
de Madrid de fecha 10 de julio de 2006 y la re-
vocación en la misma forma de la Sentencia del 
Juzgado de 1ª Instancia núm. 1 de Alcobendas de 
31 de julio de 2005. 
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2º) La estimación parcial de la demanda for-
mulada por Doña Isidora frente a Axa Aurora Ibé-
rica, a la que se condena al pago de 13.522,75 
Euros, incrementada con el IPC desde el 28 de 
diciembre de 1989 hasta su completo pago, 
manteniendo en lo demás la sentencia recurri-
da. 

3º) No hacer especial declaración en cuanto 
a las costas procesales de ninguna de las instan-
cias, salvo las causadas en la instancia por la in-
tervención de Interbús, que se imponen a la parte 
actora. 

4º) No hacer imposición de las costas de este 
recurso. 

Por lo expuesto, en nombre del Rey y por la 
autoridad conferida por el pueblo español. 

FALLAMOS

Declarar haber lugar al recurso formulado por 
la representación procesal de Doña Isidora contra 
la Sentencia dictada por la Sección 10ª de la Au-
diencia Provincial de Madrid de fecha 10 de julio de 
2006 y acordamos lo siguiente: 

Primero.- La casación en parte de la Sentencia 
dictada por la Sección 10ª de la Audiencia Provin-
cial de Madrid de fecha 10 de julio de 2006 y la 
revocación en la misma forma de la Sentencia del 
Juzgado de 1ª Instancia núm. 1 de Alcobendas de 
31 de julio de 2005. 

Segundo.- La estimación parcial de la deman-
da formulada por Doña Isidora frente a Axa Auro-
ra Ibérica, condenando a esta parte al pago de 
13.522,75 Euros, incrementada con el IPC desde el 
28 de diciembre de 1989 hasta su completo pago, 
manteniendo en lo demás la sentencia recurrida, 

Tercero.- No hacer especial declaración en 
cuanto a las costas procesales de ninguna de las 
instancias, salvo las causadas en la instancia por la 
intervención de Interbús, que se imponen a la parte 
actora. 

Cuarto.- No hacer imposición de las costas de 
este recurso. 

Así por esta nuestra sentencia, que se inser-
tará en la COLECCIÓN LEGISLATIVA, pasándose 
al efecto las copias necesarias, lo pronunciamos, 
mandamos y fi rmamos Francisco Marín Castán. 
José Antonio Seijas Quintana. Rafael Gimeno-Bayón 
Cobos. Firmado y Rubricado. PUBLICACIÓN.- Leída 
y publicada fue la anterior sentencia por el EXCMO. 
SR. D. José Antonio Seijas Quintana, Ponente que 
ha sido en el trámite de los presentes autos, es-
tando celebrando Audiencia Pública la Sala Primera 
del Tribunal Supremo, en el día de hoy; de lo que 
como Secretario de la misma, certifi co.
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Tras una lectura inicial de esta sentencia, 
lo normal es llegar a la conclusión de que 
resuelve con acierto elemental los dos 

motivos del recurso, traducidos, el primero, 
en confi rmar la absolución del conductor de-
mandado, con la consiguiente absolución de la 
entidad propietaria del autobús y de la asegura-
dora de su responsabilidad civil; y, el segundo, 
en revocar la sentencia apelada y confi rmar la 
de primera instancia en el extremo relativo al 
acogimiento de la acción ejercitada con cargo 
al seguro obligatorio de viajeros. Pero las apa-
riencias engañan y las cosas no son, quizá, tan 
simples como a primera vista puede parecer. 
Por ello, someto al lector a una suerte de acer-
tijos, incentivando su refl exión:

1º ¿Por qué puede o debe afi rmarse que el 
Tribunal Supremo acertó en la desestimación 
del primer motivo del recurso, pero no expresó 
su cabal fundamento?

2º A la vista del Baremo de indemnizacio-
nes del seguro obligatorio de viajeros: ¿Hay al-
guna forma de saber si fue correcta la suma 
reconocida a la lesionada por la sentencia de 

Mariano Medina Crespo.
Abogado y Doctor en Derecho

Comentario: 

primer grado, confi rmada por el Tribunal Supre-
mo tras censurar la desestimación apelatoria?

3º ¿Hay algo que decir respecto a la fór-
mula de actualización valorista de la cantidad 
reconocida con cargo al seguro obligatorio de 
viajeros? ¿Es correcta o constituye una extrali-
mitación concesiva? ¿Causa alguna extrañeza el 
dies a quo de esa actualización valorista? ¿Cau-
sa alguna extrañeza su "dies ad quem"?

A tal efecto, procede dejar algunas pistas:

1ª ¿Cuál es el precepto regulador de la res-
ponsabilidad civil que se reclamaba? ¿La falta de 
culpa del conductor demandado tiene de suyo 
efecto exonerador?

2ª Si contrastamos los efectos lesivos del 
caso con el baremo indemnizatorio del seguro obli-
gatorio de viajeros: ¿Cuál es la suma resultante?

3ª El crédito reconocido en el caso: ¿Es de 
valor o es de pura suma? La solución adoptada 
para actualizarlo: ¿Cuenta con algún fundamen-
to normativo y/o jurisprudencial?
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RESPONSABILIDAD CIVIL

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Doña Susana y sus dos hijos don 
Vicente y doña Zulima presentaron el 6 de junio de 
2007 ante los juzgados de primera instancia de 
Murcia una demanda de reclamación de cantidad 
por los daños y perjuicios que les había ocasiona-
do la defi ciente atención médica prestada por el 
Servicio Murciano de Salud con ocasión del infarto 
agudo de miocardio que el 28 de febrero de 2006 
sufrió su esposo y padre don José Ángel, que falle-
ció el día siguiente en el “Hospital Rafael Méndez” 
de Lorca. La demanda correspondió por reparto al 
Juzgado 5, que la registró con número de procedi-
miento ordinario 592/07. 

Competencia de la 
jurisdicción civil 
en supuestos de 
responsabilidad patrimonial 
de la Administración, cuando 
se ejercita exclusivamente 
la acción directa contra 
la aseguradora de la 
Administración.

Auto Tribunal Supremo (Sala Especial de Confl ictos de 
Competencia),

de 18 de octubre de 2010.
Ponente: Excmo. Sr. D. Joaquín Huelin Martínez de Velasco

Tribunal Supremo

Tribunalsupremo
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Reclamaban la responsabilidad patrimonial de 
la Administración Pública, al amparo del artículo 
139 de la Ley 30/1992 de 26 de noviembre, de 
régimen jurídico de las administraciones públicas 
y del procedimiento administrativo común (BOE de 
27 de noviembre), ejerciendo también la acción di-
recta del artículo 76 de la Ley 50/1980 de 8 de 
octubre del Contrato de Seguro (BOE de 17 de oc-
tubre) contra la entidad Zurich Compañía de Segu-
ro S.A. (en lo sucesivo, “Zurich”), aseguradora del 
Servicio Murciano de Salud. 

SEGUNDO.- Una vez admitida a trámite la de-
manda, la mencionada compañía aseguradora fue 
emplazada para que se personara en las actuacio-
nes, lo que llevó a efecto planteado una declinato-
ria de jurisdicción, que el Juez de Primera Instancia 
rechazó en auto de 25 de septiembre de 2007.

El 22 de octubre siguiente, el Servicio Mur-
ciano de la Salud se personó en actuaciones para 
intervenir en el proceso como parte demandada, 
dado su interés en la resolución del litigio. En auto 
de 3 de diciembre, el Juez admitió la intervención, 
no obstante lo cual en otro de 19 de febrero de 
2008 resolvió abstenerse por entender que el co-
nocimiento del asunto correspondía a la jurisdic-
ción contencioso-administrativa. Está decisión fue 
ratifi cada en apelación por la Sección Primera de 
la Audiencia Provincial de Murcia en auto de 17 de 
marzo de 2009. 

TERCERO.- El 18 de mayo siguiente, doña Ma-
ría Josefa Gómez Ruiz y sus dos hijos presentaron 
recurso contencioso-administrativo, ejercitando 
ante la Sala correspondiente del Tribunal Superior 
de Justicia de Murcia la acción del artículo 76 de la 
Ley 50/1980 únicamente contra “Zurich”, corres-
pondiendo su conocimiento a la Sección 1ª, que lo 
registró con el número 336/2009. En auto de 7 de 
enero de 2010, la Sala resolvió declarar su incom-
petencia para conocer la acción ejercitada, ya que, 
a su juicio, correspondía al orden civil, sin perjuicio 

de promover “recurso por defecto de jurisdicción”, 
para su tramitación con arreglo al artículo 50 de 
la Ley Orgánica 6/1985 de 1 de julio, del Poder 
Judicial (BOE de 2 de julio) que los recurrentes for-
mularon el día 18 del mismo mes, siendo elevadas 
las actuaciones a esta Sala de Confl ictos de Com-
petencia a fi n de que resuelva cual de los órganos 
que han declinado conocer del asunto debe trami-
tarlo y resolverlo. 
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QUINTO.- El Fiscal, en escrito registrado el 
23 de julio de 2010, concluye que la competencia 
para resolver el litigio corresponde a la jurisdicción 
civil, en concreto al Juzgado de Primera Instancia 
5 de Murcia. Para sustentar su tesis trae a colación 
la doctrina contenida en el auto dictado por esta 
Sala el 22 de mayo de 2010 en confl icto 25/2009. 

SEXTO.- En providencia de 1 de octubre de 
2010 se señaló para votar y decidir este confl icto 
de competencia el día 13 siguiente, en el que, pre-
via deliberación, se aprobó el presente auto. 

Siendo Ponente el Excmo. Sr. D. Joaquín Hue-
lin Martínez de Velasco, Magistrado de la Sala. 

FUNDAMENTOS DEL DERECHO 

PRIMERO.- El confl icto que se suscita en este 
caso presenta los mismos perfi les que los tres re-
sueltos recientemente por esta Sala a favor de la 
jurisdicción civil en sendos autos de 22 de marzo 
de 2010 (confl ictos 23/09, 25/09 y 27/09). 

En dichas resoluciones hemos indicado (FF.JJ. 
2º) que: 

«[….] desde la Ley 50/1980, en el derecho 
español se reconoce a los perjudicadores de facul-
tad de dirigirse directamente contra el asegurador 
para resarcirse de los daños y perjuicios que les 
haya irrogado el asegurado. Esta norma, peculiar 
de nuestro sistema confi gura un derecho subjetivo 
de los perjudicados, de carácter autónomo e inmu-
ne a las relaciones entre las partes del contrato 
de seguro, que entronca con el derecho a la tutela 
judicial efectiva, ofreciéndoles una opción que faci-
lita su ejercicio [véase en este aspecto, el auto de 
esta Sala de 27 de diciembre de 2001 (confl icto 
41/2001 FJ 5º)]; desde su introducción en 1980 
ha permanecido inalterada hasta nuestro días. El 
legislador pese a sus numerosas intervenciones 
en el sector, no ha estimado oportuno cambiar su 

CUARTO.- En diligencia de ordenación de 19 
de mayo de 2010 se acordó formar del presente 
rollo y reclamar del Juzgado de Primera  Instancia 
número 5 de Murcia las actuaciones relativas al jui-
cio ordinario 592/2007. 

Recibidas las mismas, en diligencia de 1º de 
julio siguiente se acordó dar vista al Fiscal por pla-
zo de diez días. 
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confi guración y no ha introducido excepción alguna 
ni siquiera para cuando el asegurado y por consi-
guiente el responsable principal del daño sea una 
Administración Pública. 

Así pues, el artículo 76 de la Ley 50/1980 sigue 
reconociendo con idéntico alcance a los perjudicados 
la facultad de actuar directamente contra el asegura-
dor, con independencia de quién sea el asegurado. 

Por el contrario, nuestro ordenamiento ha cam-
biado, y mucho, en lo que atañe a la determinación 
de la jurisdicción competente para conocer las 
demandas de responsabilidad dirigidas contra las 
Administraciones públicas, encaminándose hacia 
una centralización de dichas acciones en el orden 
contencioso- administrativo. 

Durante la vigencia de la Ley de 20 de julio 
de 1957, sobre régimen jurídico de la Adminis-
tración del Estado (BOE de 22 de julio), existió 
una clara división jurisdiccional a estos efectos. 
Los tribunales de lo contencioso-administrativo 
conocían de las reclamaciones por los daños 
causados en el ejercicio de potestades públicas, 
mientras que si emanabab de actos realizados 
en relaciones de derecho privado, intervenían los 
tribunales civiles (artículos 33, apartados 2, 3 y 
34). En este línea, el artículo 2.a de la Ley regula-
dora de la jurisdicción contencioso-administrativa 
de 27 de diciembre de 1956 (BOE de 28 de di-
ciembre) excluía las cuestiones de índole civil atri-
buidas a la jurisdicción ordinaria. 

El proceso hacia la reunión en un solo orden 
jurisdiccional de todas las pretensiones por respon-
sabilidad contra las Administraciones públicas se 
manifestó en la Ley 30/1992 de 26 de noviembre 
que regula su régimen jurídico y el procedimiento 
administrativo común (BOE de 27 de noviembre), 
en la que se dispuso que las acciones dirigidas a 
obtener reparación por los daños causados como 
consecuencia del funcionamiento de los servicios 

públicos sanitarios se recondujeran al orden con-
tencioso-administrativo [disposición adicional duo-
décima, introducida por la Ley 4/1999 de 13 de 
enero (BOE de 14 de enero)]. 

Esta tendencia había arrancado medio año an-
tes con la Ley 29/1998, de 13 de julio reguladora 
de la jurisdicción contencioso-administrativa (BOE 
14 de julio), que en su redacción originaria atribuyó 
a dicha jurisdicción el conocimiento de todos los 
recursos en materia de responsabilidad patrimo-
nial de las Administraciones públicas, cualquiera 
que fuese la actividad o el tipo de relación de la 
que derivase, excluyendo la posibilidad de acudir 
a las jurisdicciones civil o social [artículo 2.e]. Esta 
nueva visión obligó a modifi car la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, dando nueva redacción al artículo 
9.4 mediante la Ley Orgánica 6/1998, de 13 de 
julio (BOE de 14 de julio), que reiteró la dicción del 
artículo 2.e) de la Ley 29/1998, añadiendo que si 
a la producción del daño concurriesen sujetos pri-
vados, el demandante quedaba obligado a ejercer 
la pretensión contra ellos también ante el orden 
contencioso-administrativo.

En este marco normativo, la jurisprudencia 
entendió que el conocimiento de las acciones en 
reclamación de responsabilidad por la actuación 
de las Administraciones públicas ex artículo 106.2 
de la Constitución, correspondía a la jurisdicción 
contencioso-administrativa, salvo que los perjudica-
dos decidieran ejercer contra la compañía asegu-
radora de la Administración la acción directa que 
les atribuye el artículo 76 de la Ley de Contrato 
de Seguro de 1980, en cuyo caso la competencia 
se reconocía al orden civil [autos de esta Sala de 
Confl ictos de 17 de diciembre de 2001 (confl icto 
41/01), 21 de octubre de 2002 (confl icto 22/02) 
y 28 de junio de 2004 (confl icto 57/03)]. Esta línea 
jurisprudencial fue seguida por la Sala Primera del 
Tribunal Supremo en la sentencia de 30 de mayo 
de 2007 (casación 2049/00), que el promotor de 
este confl icto invoca.
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El artículo 9.4 de la Ley Orgánica del Poder Ju-
dicial fue modifi cado de nuevo mediante la Ley Or-
gánica 19/2009, de 23 de diciembre (BOE de 26 
de diciembre), precisando que la jurisdicción conten-
cioso-administrativa también es competente cuando 
la acción de responsabilidad se dirija directamente, 
junto con la Administración, contra su aseguradora. 
El artículo 2.e) de la Ley 29/1998 recibió una re-
dacción coherente con el nuevo diseño mediante la 
disposición adicional decimocuarta de la menciona-
da Ley Orgánica 19/2003, de modo que la compe-
tencia de la jurisdicción contencioso-administrativa 
alcanza a los casos en los que las Administraciones 
«cuenten con un seguro de responsabilidad».

De esta regulación, vigente tanto en la época 
a la que se refi eren los hechos de este confl icto 
como en la actualidad, se obtiene que el legislador 
quiere que no quede resquicio alguno en materia 
de responsabilidad patrimonial de las Administra-
ciones Públicas que permita el conocimiento del 
asunto a otro orden jurisdiccional, razón por la que 
atribuye a la contencioso-administrativa tanto el co-
nocimiento de las acciones directas (dirigidas con-
tra la Administración y su aseguradora), como las 
entabladas contra cualquier otra entidad, pública 
o privada, aunque las mismas, solo de una forma 
indirecta, sean responsables, junto a la Administra-
ción, de los daños y perjuicios causados [auto de 
19 de junio de 2009 (confl icto 6/09 FJ 2º)].

Ahora bien, a este diseño, que es el actual, 
necesariamente le ha de quedar un portillo por el 
que dar respuesta a aquellas situaciones en las que 
el perjudicado por la actividad de un servicio pú-
blico asegurado decida, en uso del derecho que 
le reconoce el artículo 76 de la Ley del Contrato 
de Seguro, dirigirse directamente y solamente con-
tra la compañía aseguradora. En esta tesitura la 
competencia ha de corresponder necesariamente 
a la jurisdicción civil, pues no cabe acudir a los 
tribunales de lo contencioso-administrativo sin ac-
tuación u omisión administrativa previa que revisar 

ni Administración demandada que condenar (véan-
se los artículos 1, 31 y siguientes, 70 y 71 de la 
Ley 29/1998). Ante tal eventualidad no queda más 
opción que reconocer la competencia de los tribu-
nales civiles [en este sentido se ha pronunciado, 
mediante un obiter dictum el auto de esta Sala de 
18 de octubre de 2004 (confl icto 25/04, FJ 2º); es 
también la tesis que subyace a la sentencia de la 
Sala Primera, ya citada, de 30 de mayo de 2007  
FJ 3º, reproducida en la de 21 de mayo de 2008 
(casación 648/01 FJ 2º)], salvo que […] ... se obli-
gue al demandante a dirigirse también contra la 
Administración pública asegurada.

Pero tal camino, a juicio de esta Sala, resulta im-
practicable, pues implica vaciar de contenido el dere-
cho reconocido a los perjudicados por el artículo 76 
de la Ley de 1980 para actuar única y exclusivamen-
te contra el asegurador, desenlace inadmisible. Pare-
ce evidente que las reformar sobre la distribución de 
competencias entre jurisdicciones no puede alcanzar 
a negar un derecho reconocido en un precepto legal 
vigente, forzando a sus titulares a dirigirse, además 
de contra el asegurador, frente a la Administración 
agotando previamente la vía ante la misma para, 
después de obtener un resultado negativo, promo-
ver un recurso contencioso-administrativo. Por ello, 
el texto del artículo 9.4 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial resultante de la modifi cación del año 2003 
(«[…] cuando el asegurado acciones directamente 
contra la aseguradora de la Administración, junto a 
la Administración respectiva») debe interpretarse en 
el sentido de que corresponde el conocimiento a los 
tribunales contencioso-administrativos cuando el per-
judicado opte por dirigirse al propio tiempo contra 
la Administración  y la entidad aseguradora, pero no 
cuando decida actuar exclusivamente contra esta 
última.

Seguíamos razonando (FF.JJ. 3º) que:

«[…] las reflexiones expuestas obligan a 
considerar que en este caso la competencia co-
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rresponde a los tribunales del orden civil, cuya 
vis atractiva, por lo demás, sigue proclamando 
nuestro ordenamiento (artículo 9.2 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial). Los inconvenien-
tes del orden práctico que puedan derivarse de 
la pervivencia de la duplicidad jurisdiccional en 
este concreto punto no pueden sobreponerse 
a un derecho sustantivo otorgado a los perju-
dicados por una norma del ordenamiento jurídi-
co vigente, que, además constituye un pilar de 
nuestro sistema en relación con el contrato de 
seguro, emparentado con la tutela judicial efec-
tiva y con la voluntad del legislador de prote-
ger a los perjudicados (así se expresó la citada 
sentencia de la Sala Primera de 30 de mayo de 
2007 FJ 3ºC). 

El hecho de que para determinar la respon-
sabilidad del asegurador haya que analizar, con 
los parámetros propios del derecho administra-
tivo, la conducta de la Administración asegura-
da no resulta en ningún modo extravagante. El 
artículo 42 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento civil (BOE de 8 de enero) prevé tal 
escenario con toda naturalidad, admitiendo un 
examen prejudicial que sólo producirá efectos 
en el proceso de que se trate. La eventualidad 
de que en uno y otro caso se lleguen a conclu-
siones fácticas distintas se encuentra resuelta 
en nuestro ordenamiento desde hace tiempo, 
en el que la jurisprudencia de nuestros tribuna-
les, interpretando el artículo 24.1 de la Consti-
tución y, en el caso de afectar al ejercicio del 
"ius puniendi" del Estado, el 25.1 ha sentado que 
unos mismos hechos no pueden existir y dejar 
de existir para diferentes órganos o institucio-
nes públicas, de modo que fijados por el juez 
de un orden jurisdiccional, la realidad declarada 
probada vincula a los demás, salvo que estos 
últimos dispongan de elementos de juicio que 
no estuvieron a disposición del primero. En fin, 
la máxima que aconseja no dividir la continencia 
de la causa opera siempre y cuando no suponga 

la restricción de los derechos sustantivos y pro-
cesales de los contendientes. 

En definitiva, cuando los perjudicados, al 
amparo del artículo 76 de la Ley de Contra-
to de Seguro, se dirigen directa y exclusiva-
mente contra la compañía aseguradora de una 
Administración pública, el conocimiento de la 
acción corresponde a los tribunales de orden 
civil….».

SEGUNDO.- Las refl exiones que preceden y 
la conclusión a la que conducen no quedan contra-
dichas por la circunstancia de que el Servicio Mur-
ciano de Salud compareciera ante el Juzgado de 
Primera Instancia, mostrándose parte en el pro-
cedimiento instado por la Sra. Susana y sus dos 
hijos contra “Zurich”. Esta intervención, voluntaria 
y adhesiva, como parte subordinada, sin ejerci-
tar pretensión autónoma y, por consiguiente, sin 
más interés que el fracaso de la demanda dirigida 
exclusivamente contra la compañía aseguradora, 
no altera la naturaleza de la acción ejercitada al 
amparo del artículo 76 de la Ley de Contrato de 
Seguro ni por consiguiente el régimen de compe-
tencia. 

TERCERO.- No se aprecian méritos para 
hacer una especial condena en las costas cau-
sadas.

Por todo lo anterior

LA SALA ACUERDA

Declarar que el conocimiento y la resolución 
de la demanda dirigida por doña Susana y sus dos 
hijos don Vicente y doña Zulima, contra la entidad 
Zurich Compañía de Seguro S.A. ejerciendo exclu-
sivamente contra ella la acción directa que les re-
conoce el artículo 76 de la Ley 50/1980, de 8 de 
octubre del Contrato de Seguro, corresponde a los 
órganos del orden jurisdiccional civil. Sin costas.
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ciembre, en la modifi cación que hace del 
artículo 9.4 de la LOPJ sobre la compe-

tencia del orden contencioso-administrativo en 
las reclamaciones por responsabilidad patri-
monial que se efectúen directamente contra la 
aseguradora de la Administración, junto a la Ad-
ministración respectiva, quiso acabar con éste 
confl icto de competencia existente hasta ahora 
entre el orden civil y el contencioso-administra-
tivo, pero si creíamos que esta última modifi -
cación de la Ley pondría fi n a dicho confl icto, 
ha sucedido todo lo contrario, ya que la modi-
fi cación afecta sólo a los supuestos en los que 
las demandas por responsabilidad patrimonial 
de la Administración se dirijan contra el ente 
administrativo y además contra su asegurado-
ra, pero deja sin regular el supuesto en el cual 
la acción se dirija exclusivamente contra dicha 
compañía aseguradora, tal y como lo permite 
el artículo 76 de la citada Ley del Contrato de 
Seguro. Por lo tanto, en el supuesto de que in-
terpongamos una demanda sólo contra la ase-
guradora del ente administrativo y no contra él 
directamente, podremos seguir dirigiéndonos 
ante los órganos jurisdiccionales del orden civil.

En este sentido se han pronunciado ya 
numerosos autos de la Sala Especial de Con-
fl ictos de Competencia del art. 42 de la LOPJ, 
como el que comentamos y en el que se ha tra-
tado de nuevo esta cuestión, pues a raíz de una 
demanda por daños y perjuicios ejercitando la 

Javier López y García de la Serrana
Abogado y Doctor en Derecho

acción directa del art. 76 de la Ley de Contrato 
de Seguro, contra la aseguradora del Servicio 
Murciano de Salud, el Juzgado de 1ª Instancia 
nº 5 de Murcia dictó auto estimando abstenerse 
por incompetencia de jurisdicción, aún a pesar 
de que la dirigía exclusivamente contra la ase-
guradora, resolución que fue confi rmada por la 
Audiencia Provincial de Murcia en auto de 17 de 
marzo de 2010. Dado el “éxito obtenido” en la 
vía civil, no se tuvo más remedio que ejercitar 
la misma acción pero esta vez ante la Sala de 
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Su-
perior de Justicia de Murcia, que por su parte, 
mediante auto de 7 de enero de 2010 declara 
la incompetencia del orden jurisdiccional con-
tencioso-administrativo, por lo que ya estaba 
“servido” el confl icto de competencia, resuelto 
por el auto de la Sala de Confl ictos de 18 de 
octubre de 2010, al que me estoy refi riendo. 

La Sala de confl ictos resuelve a favor del 
orden jurisdiccional civil porque se ejercita la ac-
ción directa del art. 76 de la Ley de Contrato de 
Seguro, sin que obste que la entidad asegurada 
a la que se considera responsable por culpa ex-
tracontractual del daño causado sea una Admi-
nistración, pues la reserva de la jurisdicción con-
tencioso-administrativa para las reclamaciones 
de responsabilidad patrimonial de la Administra-
ción cuando el interesado accione directamente 
contra la aseguradora de ésta, se refi ere al su-
puesto de que se reclame contra aquella “JUNTO 
a la Administración respectiva”, lo que excluye 

Comentario: 
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el supuesto de haberse demandado únicamen-
te a la Compañía de Seguros. No obstante la 
legislación aplicable, en concreto la reforma de 
la LOPJ, ha vuelto a dejar un vacío legislativo al 
respecto, dado que no analiza el supuesto con-
creto de cuál será la jurisdicción competente en 
el caso de que se elija accionar tan sólo frente 
a la aseguradora de una administración, perdién-
dose así la oportunidad de zanjar defi nitivamente 
el presente confl icto jurisdiccional, dado que aún 
en la actualidad podemos encontrar resolucio-
nes judiciales que se aparten del criterio adopta-
do por la Sala de Confl ictos. 

Puede pensarse que la próxima modifi ca-
ción del art. 9.4 de la LOPJ irá encaminada 
a atribuir también al orden jurisdiccional con-
tencioso-administrativo las reclamaciones de 
responsabilidad cuando el interesado accione 
directa y únicamente contra la aseguradora de 
la Administración, aunque creo que esto no tie-
ne mucho sentido, dado que obligar a acudir a 
la  jurisdicción contencioso-administrativo cuan-
do las únicas partes del proceso, demandante 
y demandada, sean particulares, va contra el 
origen de esta jurisdicción; aunque cosas más 
raras se han visto.

También puede pensarse que otra opción 
para eliminar la posibilidad de acudir en estos ca-
sos a la jurisdicción civil, puede pasar por eliminar 
la posibilidad de la acción directa del art. 76 de la 
Ley de Contrato de Seguro, hecho este totalmen-
te improbable sobre todo si tenemos en cuenta 
hacía donde camina el Derecho de la Unión Euro-
pa; y es que hasta en la propia Quinta Directiva1, 
se hace mención en su considerando 21 a que 
el derecho a invocar el contrato de seguro y a 
interponer demanda directamente contra la em-
presa de seguros reviste gran importancia para 
la protección de las víctimas, por lo que no ten-
dría lógica que en España se limitara ahora ese 
derecho, que por otra parte, se mantiene en el 
anteproyecto de reforma de la LCS que en breve 
estará en el Congreso de los Diputados.

Por todo ello creo que en los temas de la 
mal llamada, a mi entender, responsabilidad pa-
trimonial de la Administración, pues realmente 
no son otra cosa que responsabilidad civil de la 
Administración, nos quedan muchos años para 
poder ejercitar la acción directa del art. 76 de 
la Ley de Contrato de Seguro en la jurisdicción 
civil, siempre y cuando demandemos exclusiva-
mente a la aseguradora de la Administración.

1 Directiva 2005/14/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 11 de mayo de 2005, publicada en 11.6.2005 en el Diario Ofi cial 
de la Unión Europea, por la que se modifi can las Directivas 72/166/CEE, 84/5/CEE, 88/357/CEE y 90/232/CEE del Consejo y la 
Directiva 2000/26/CE del Parlamento Europeo y del Consejo relativas al seguro de responsabilidad civil derivada de la circulación de 
vehículo automóviles.
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Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Civil)
de 17 de noviembre de 2010

Ponente: Excmo. Sr. D. José Antonio Seijas Quintana

Lesiones y secuelas 
sufridas por un paciente 
en tratamiento ambulatorio 
al arrojarse desde una 
terraza en el hospital de día 
psiquiátrico.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Doña Piedad se precipitó desde 
una terraza existente en la Clínica Instituto Psi-
quiátrico Montreal, en la que recibía tratamiento 
psiquiátrico, sufriendo lesiones por las que estuvo 
hospitalizada 296 días, así como secuelas con-
sistentes en síndrome modular completo sensitivo 
motor nivel L1, grado A de ASIA, por lo que recla-
ma de la Clínica, junto a Doña Delia y Don Mario, 
los daños y perjuicios ocasionados en ejercicio de 
una acción de responsabilidad civil contractual y 
extracontractual. 

La sentencia de primera instancia, valoran-
do la prueba practicada, acordó desestimar ín-
tegramente la demanda formulada por la actora, 
absolviendo a la demandada de los pedimentos 

RESPONSABILIDAD CIVIL

Tribunal Supremo

Tribunalsupremo
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obrados en su contra. Recurrida en apelación por 
los actores, fue revocada por sentencia de la Au-
diencia Provincial de Madrid, la que, con estima-
ción parcial del recurso de apelación interpuesto, 
condenó a la demandada al abono de las indemni-
zaciones que se contemplan en el fallo de la men-
cionada resolución.

El Instituto Psiquiátrico Montreal formula un 
doble recurso: extraordinario por infracción pro-
cesal y de casación.

RECURSO EXTRAORDINARIO POR 
INFRACCIÓN PROCESAL

SEGUNDO.- Se fundamenta en la infracción 
de los arts. 216, 217, 218, 348 y 376 LEC, so-
bre motivación y valoración de los informes peri-
ciales, prueba documental y testifi cal practicada. 
Alega el recurrente, que la sentencia recurrida se 
pronuncia sobre la base de los informes pericia-
les, llegando a conclusiones diferentes de las del 
juzgador de primera instancia, pero sin motivar 
ni establecer cuales son los distintos criterios de 
valoración. Así, tal diferencia en la valoración de 
los informes periciales y testifícales practicadas 
conlleva una alteración en el fallo de la sentencia, 
lo que determina que en una y en otra instancia se 
alcancen conclusiones diferentes con el efecto de 
la estimación parcial de la demanda.

Se desestima.

Se adelanta que el problema que plantea real-
mente el recurso no es de hechos ni de falta de 
motivación si no de la califi cación jurídica que de 
los mismos hace la sentencia y que han conducido 
a un resultado distinto en la sentencias de instan-
cia y de apelación, con evidente repercusión en la 
responsabilidad que se atribuye a la demandada. 

En lo que aquí interesa, la sentencia está sufi -
cientemente motivada en los Fundamentos de De-

recho Décimo y Decimoséptimo, en los se centra 
realmente el motivo, por ser en ellos en los que se 
valora la prueba practicada con una evidente mi-
nimización del valor que la sentencia de 1ª Instan-
cia atribuye a los informes técnicos obrantes en 
autos y, en particular, a su efi cacia en extremos 
"para cuya acreditación no resultan previos cono-
cimientos especializados". El contenido de este 
motivo nada tiene que ver por tanto con la falta 
de motivación ni con las reglas sobre carga de la 
prueba establecidas en los artículos que se citan, 
que traen además causa distinta, puesto que la 
sentencia recurrida contiene una explicación su-
fi ciente del pronunciamiento que fundamenta la 
condena impuesta a la demandada (inefi cacia de 
los medios de vigilancia de la clínica en atención a 
los antecedentes de la paciente) y, en particular, 
de la carencia de un programa adecuado a las 
características de la paciente, y las reglas sobre 
distribución de la carga de prueba sólo se infrin-
gen cuando, no estimándose probados unos he-
chos, se atribuyen las consecuencias de la falta 
de prueba a quién, según las reglas generales o 
específi cas, legales o jurisprudenciales, no le in-
cumbía probar, y, por tanto, no le corresponde 
que se le impute la laguna o defi ciencia probato-
ria. Su alegación en el recurso extraordinario no 
ampara una revisión de la prueba, pues no son 
normas de valoración de prueba, ni puede alegar-
se la vulneración de las reglas sobre la carga de 
la prueba al tiempo que se impugna la valoración 
de pruebas efectivamente practicadas (STS 14 de 
junio 2010, y las que en ella se citan).

RECURSO DE CASACIÓN

TERCERO.- El recurso de casación se arti-
cula en el primer motivo sobre la base de la in-
fracción de los artículos 1101, 1902 y 1903 CC, 
al considerar que la sentencia recurrida infringe 
tales preceptos, al atribuir la responsabilidad de 
lo sucedido al centro demandado, fi jando así los 
elementos de la responsabilidad civil contractual 
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o extracontractual de forma errónea, pues la obli-
gación del centro es de medios no de resultados y 
no se puede concluir la existencia de nexo causal 
entre la acción del centro demandado y el resul-
tado producido, pues el recurrente entiende que 
resulta acreditado que adoptó los medios necesa-
rios para la no producción del resultado fi nal, sin 
que se le pueda atribuir responsabilidad en cuanto 
a vencer difi cultades que pueden equiparase a la 
imposibilidad.

Se estima.

La sentencia descarta que hubiera negligen-
cia profesional médica, "pues los diagnósticos y 
tratamiento parecen los correctos, ya que la pa-
ciente fue en todo momento tratada del cuadro 
que la aquejaba desde tiempo atrás, a la que ac-
cedió espontáneamente y a la cual acudía por sus 
medios por espacio de cinco horas diarias desde 
el domicilio que ocupaba y al que regresaba des-
pués de la terapia".

En consecuencia considera que no es exigible 
una responsabilidad culposa al personal médico 
propiamente dicho, "que no consta actuase de 
modo descuidado o incorrecto", desplazándose la 
posible culpabilidad a la demandada por la falta 
de adopción de las medidas necesarias e idóneas 
en atención a las circunstancias para prever y pre-
venir las consecuencias de un riesgo, constatado 
y cierto de intentos autolíticos de la paciente.

Pero también descarta que la clínica "carecie-
ra de toda clase de medidas adecuadas en función 
de la índole del centro, habida cuenta de su ca-
rácter asistencial y en modo alguno custodial, en 
forma evidente o no fueran las adoptadas, como 
genéricas, o aplicables a todos los casos, insufi -
cientes". De esa forma, el problema lo traslada a 
las circunstancias concretas del caso, en particu-
lar a si "dadas las características de la paciente y 
de los diagnósticos efectuados de peligro cierto, 

más o menos grave, de autolisis, se pusieron o 
no en correcta aplicación las existentes, teniendo 
en especial consideración la propia advertencia 
inmediatamente anterior de la propia paciente, y 
el riesgo evidente, por los antecedentes clínicos, 
que no pueden afi rmarse desconocidos o no cons-
tatados".

Estos medios no se pusieron, según la sen-
tencia, reprochando al centro "la carencia general 
de medidas de seguridad, aun exigibles en cen-
tros como el regentado por la demandada cuan-
to, de modo evidente, de un programa específi co 
y adecuado a las características de la actora". 
Los medios de vigilancia –sostiene–, fallaron en 
este caso, pues la advertencia no podía ser más 
clara, ante el diagnóstico de la paciente, por lo 
que aquí sí era exigible que se extremaran las 
mismas, y sólo a ello se debe la imputación de 
responsabilidad que se ha hecho. Mediante dicha 
exigencia, no se transgrede en la sentencia la 
«Lex artis» aplicable a las unidades psiquiátricas 
asistenciales, a la que si no resultan exigibles 
ciertas medidas dentro del sistema de libertad 
de movimientos controlada de los pacientes, ésta 
debió actuar con el máximo rigor ante un caso de 
peligro evidente y anunciado, o proceder al tras-
lado de la enferma si se estimaba que su riesgo 
no podía ser controlado con esas medidas, a otro 
Centro Psiquiátrico General, o propiamente cus-
todial, tratándose, pues en este caso, más bien 
de una responsabilidad empresarial (custodia 
dentro de los medios de asistencia, sin rebasar 
aun éstos) que esencialmente médica.

La relación de causalidad entre esa falta de 
vigilancia y la consumación del intento de suicidio 
se da en el presente caso, dada la claridad de los 
síntomas advertidos, pues la vigilancia lo era para 
evitar en defi nitiva tal conclusión fatal, y si la en-
ferma pudo acceder a la instalación descubierta y 
dado el escaso tiempo que debió transcurrir entre 
la salida de la sesión de terapia y su precipitación 
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al vacío, debe concluirse en la obsesión suicida, 
casi automática, de la misma, claramente aprecia-
da, y en la elección, puede pensarse que previa, 
de un lugar idóneo para llevarlo a cabo, y ello para 
evitar posibles interferencias".

Los hechos descritos permiten apreciar que 
la evaluación y diagnóstico de la paciente a su 
ingreso y durante la estancia en el Centro fue to-
talmente correcta. Se dice, incluso, que tampoco 
carecía de las medidas adecuadas a la función 
desarrollada en el mismo. Se trata de una unidad 
asistencial y no custodial bajo la atención de mé-
dicos especialistas al que los pacientes acuden 
de forma voluntaria desde su casa los días y las 
horas indicadas, en este caso durante cinco horas 
diarias, de lunes a viernes, durante los cuales asu-
me, entre otras cosas, la seguridad del paciente; 
la organización y gestión y la calidad asistencial, 
en un sistema de medios y no de resultados por 
parte del personal sanitario y del Hospital.

Los medios, por tanto, se pusieron a dispo-
sición de la paciente a partir de un diagnóstico 
adecuado en el que las instalaciones del hospital 
se tienen necesariamente en cuenta para el tra-
tamiento asistencial que se le proporciona, de tal 
forma que la constancia de antecedentes de un 
peligro cierto, más o menos grave, de autolisis, 
constituía el principal elemento en la diagnosis y 
tratamiento en función del cual se establecieron 
las medidas de vigilancia y control pertinentes.

Y es evidente en ningún caso falló la aprecia-
ción del riesgo que pudiera resultar de la activi-
dad que se desarrolla en una unidad psiquiátrica 
asistencial, como es la demandada, en la que es 
nota característica la ausencia de medidas de 
vigilancia especiales y la libertad de movimientos 
de los pacientes en razón a esa previa evaluación 
que, a juicio de la sentencia, resultó correcta, y 
que hacía innecesarias medidas genéricas como 
la que la sentencia apunta con evidente contra-

dicción, consistente en el traslado de la enfer-
ma a otro Centro Psiquiátrico General, o propia-
mente custodial, pues no es posible sostener, 
de un lado, que no hubo negligencia profesional 
médica, y trasladar, de otro, la responsabilidad 
al Centro en razón de un "peligro evidente y anun-
ciado", que únicamente podían advertir quienes 
de forma absolutamente correcta diagnosticaron 
y trataron a la paciente precisamente de aquello 
por lo que ingresó; todo lo cual conduce a cri-
terios de limitación de la imputabilidad objetiva 
para recordar que no puede cuestionarse esta 
toma de decisiones sobre seguridad, más allá 
de la que resultaba razonable, si el reproche se 
realiza exclusivamente fundándose en la evolu-
ción posterior, de la paciente, lo que se conoce 
como la prohibición de regreso (SSTS de 14 de 
febrero de 2006, 15 de febrero de 2006, 7 de 
mayo de 2007).

Tampoco hay base para sentar un juicio de 
reproche en el ámbito de la culpabilidad en razón 
de no haber actuado el centro conforme a los cá-
nones o estándares de conducta referidos, entre 
otros, a la previsibilidad del daño y la adopción 
de métodos alternativos, tanto en la perspecti-
va de la responsabilidad contractual como en la 
extracontractual, por hecho propio (art. 1902 
CC) o ajeno (art. 1903 CC), ni para atribuirle el 
resultado conforme a criterios de imputación ob-
jetiva. El hecho de que se hubiera producido un 
resultado dañoso no determina necesariamente 
que se debe responder porque las medidas adop-
tadas resultaron inefi caces e insufi cientes, pues 
tal conclusión, sin matices, conduce a la respon-
sabilidad objetiva pura o por daño, que no es el 
sistema que regulan los arts. 1902 y 1903 CC 
(STS 16 de octubre de 2007; 21 de noviembre 
2008). Sin duda mediante el ingreso en un Hospi-
tal de Día Psiquiátrico se crea no solo una razona-
ble expectativa de curación del enfermo, sino una 
legitima expectativa de seguridad del paciente en 
razón a los antecedentes clínicos que determinan 
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su ingreso. Pero es evidente que el tratamiento 
que le proporcionaban los médicos controlaba 
el riesgo a que podía estar expuesta durante 
su ingreso en el Centro, y tanto el diagnóstico 
como el tratamiento fueron correctos de tal for-
ma que no es posible trasladar al Centro deberes 
de seguridad que no eran acordes al mismo y 
que pudieran llegar a justifi car una imputación de 
responsabilidad por su incumplimiento teniendo 
en cuenta que los medios disponibles que deben 
proporcionar estos centros sanitarios han de con-
templarse dentro de parámetros de normalidad 
sin exigencia de utopías, y que las medidas ge-
néricas de seguridad, cuya desatención toma en 
consideración la sentencia para responsabilizar 
a la demandada, son más propias de un Centro 
custodial que ambulatorio.

Lo contrario equivaldría, sin más, a que en el 
supuesto de enfermos con antecedentes clínicos 
reveladores de una situación de peligro, el esta-
blecimiento hospitalario debía imponer, a toda 
costa y permanentemente, al interesado, perso-
nal y exhaustiva vigilancia casi determinante de la 
privación total y absoluta de libertad del paciente 
–STS 17 de febrero 2000–; situación que en el 
caso no se corresponde con la estructura física, 
recursos materiales y humanos que el mismo dis-
pone en razón del tratamiento dispensado.

CUARTO.- En consecuencia, se revoca la 
sentencia recurrida y debe procederse a asumir 
la instancia y dictar sentencia, en virtud de la cual 
procede desestimar el recurso de apelación en-
tablado por los actores, confi rmando la resolu-
ción del Juzgado de 1ª Instancia, que se acepta 
íntegramente. En cuanto a costas: a) se imponen 
a la parte actora las costas causadas en las 1ª 
instancia, b) no se hace especial declaración de 
las del recurso de apelación; c) se condena a la 
recurrente al pago de las costas originadas por 
el recurso extraordinario por infracción procesal, 
que se desestima, y d) no se hace declaración es-

pecial de las del recurso de casación; todo ello de 
conformidad con lo establecido en los art. 394.1 
y 398.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

Por lo expuesto, en nombre del Rey y por la 
autoridad conferida por el pueblo español.

FALLAMOS

Desestimar el recurso extraordinario por in-
fracción y estimar el recurso de casación inter-
puestos ambos la Procuradora Doña Maria Pilar 
Pérez Calvo, en la representación que acredita del 
Instituto Psiquiátrico Montreal, contra la Sentencia 
dictada por la Sección 10ª de la Audiencia Provin-
cial de Madrid el 15 de marzo de 2007, la cual 
casamos y anulamos, y confi rmamos la dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia número 50 
de Madrid el 3 de mayo de 2006, en los autos de 
juicio ordinario número 661/2004.

En cuanto a costas se hacen los siguientes 
pronunciamientos: a) se imponen a la parte actora 
las costas causadas en las 1ª instancia, b) no se 
hace especial declaración de las del recurso de 
apelación; c) se condena a la recurrente al pago 
de las costas originadas por el recurso extraordi-
nario por infracción procesal, y d) no se hace de-
claración especial de las del recurso de casación. 

Así por esta nuestra sentencia, que se inser-
tará en la COLECCIÓN LEGISLATIVA pasándose al 
efecto las copias necesarias, lo pronunciamos, 
mandamos y fi rmamos Francisco Marín Castán. 
José Antonio Seijas Quintana. Encarnación Roca 
Trías. Rafael Gimeno-Bayón Cobos. Firmado y 
Rubricado. PUBLICACIÓN. Leída y publicada fue 
la anterior sentencia por el EXCMO. SR. D. José 
Antonio Seijas Quintana, Ponente que ha sido en 
el trámite de los presentes autos, estando cele-
brando Audiencia Pública la Sala Primera del Tri-
bunal Supremo, en el día de hoy; de lo que como 
Secretario de la misma, certifi co.
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ciente se precipita desde una terraza de 
un Psiquiátrico.

El T.S. declara, que el hecho de que se 
hubiera producido un resultado dañoso no 
determina necesariamente que se debe res-
ponder porque las medidas adoptadas re-
sultaron ineficaces e insuficientes, pues tal 
conclusión, sin matices, conduce a la res-
ponsabilidad objetiva pura o por daño, que 
no es el sistema que regulan los arts. 1.902 
y 1.903 cc.

Andrés Cid Luque
Abogado

Comentario: 

Manteniendo que no se debe trasladar 
a estos Centros, deberes de seguridad más 
propios de los custodiales, y no los ambula-
torios, como era este caso, ya que si no, se 
debería imponer a toda costa, y permanen-
temente, al interesado, personal y exhaustiva 
vigilancia casi determinante de la privación to-
tal y absoluta de libertad física del paciente, 
que en última instancia fue quién cumplió las 
normas que tienen los centros sanitarios. Por 
ello, el Tribunal Supremo revoca la sentencia 
de la Audiencia Provincial y desestima la de-
manda…”.
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Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Civil)
de 26 de noviembre de 2010

Ponente: Excmo. Sr. D. José Antonio Seijas Quintana

Responsabilidad 
extracontractual derivada 
de accidente de tráfico. 
Consignación para recurrir.
Motivación de la sentencia. 
Instrucción de los recursos. 
Culpa parcial de la víctima.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- D. Rogelio y sus padres D. Juan 
Ignacio y Doña Mari Luz, formularon demanda de 
juicio ordinario contra la aseguradora la Estrella Se-
guros, S.A. y D. Daniel, en reclamación de daños 
y perjuicios sufridos en el accidente de circulación 
ocurrido el día 13 de mayo de 2002 en el Kilóme-
tro 103.9 de la carretera N-634, cuando el camión 
Mercedes Benz, matrícula .... WWW, que arrastra-
ba un semirremolque matrícula D.... DDD, condu-
cido D. Daniel, y que se encontraba detenido ante 
una señal semafórica en rojo situada en el carril de-
recho de la carretera, dirección Bilbao-Galdácano, 
que regula la intersección de la citada carretera con 
la BI-625, se puso en movimiento desde la primera 
posición, en el momento en que avanzaban por su 
derecha y en paralelo sendas bicicletas conducidas 

RESPONSABILIDAD CIVIL

Tribunal Supremo

Tribunalsupremo
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por Don Rogelio y Ginés, siendo atropellado el pri-
mero de ellos, con el resultado de daños, lesiones 
y secuelas (como más importante, la amputación 
a nivel de la cadera de la extremidad inferior iz-
quierda) por las que reclama de los demandados la 
suma de 664.094,03 euros. 

El Juzgado de Primera Instancia estimó par-
cialmente la demanda y condenó a los demanda-
dos a que solidariamente abonaran a D. Rogelio la 
cantidad de 232.290,64 Euros, previa estimación 
de una concurrencia de culpas en la causación del 
accidente del 50%. 

Recurrida en apelación por ambas partes, la 
Audiencia Provincial se estimó el recurso de los 
demandados y desestimó la impugnación de los 
demandantes y en consecuencia se revocó la sen-
tencia de instancia desestimando la demanda, al 
considerar que hubo culpa exclusiva de la víctima 
en el accidente de circulación acaecido. 

Asimismo se dicto auto complementando la 
citada sentencia rechazando la inadmisibilidad del 
recurso de apelación invocada por los demandan-
tes por falta de los presupuestos recogidos en el 
artículo 449.3 de la LEC. 

Contra la citada sentencia se ha interpuesto 
por la parte demandante recurso extraordinario 
por infracción procesal y de casación. 

RECURSO EXTRAORDINARIO POR 
INFRACCION PROCESAL

SEGUNDO.- Se basa en tres motivos. En el 
primero de ellos, al amparo del ordinal 3° del art. 
469.1 de la LEC denuncia la infracción del art. 
449.3 de la LEC. La parte recurrente considera 
que no debió admitirse el recurso de apelación 
de contrario, al no haber constituido el depósito 
del importe de la condena, más los intereses y re-
cargos exigibles, ni en el plazo establecido, ni por 

importe sufi ciente. Dicha cuestión fue puesta de 
manifi esto al oponerse al recurso de apelación y 
fue resuelta por la Audiencia Provincial en el Auto 
de complemento de la sentencia. 

Se desestima. 

El motivo introduce diversas cuestiones dirigi-
das todas ellas a justifi car la falta de consignación 
necesaria para recurrir por parte de la aseguradora. 
Ninguna se admite por la razón fundamental de que 
a través del curso procesal que se inicia a partir de 
la notifi cación de la sentencia, la parte recurrente 
consigna la cantidad que fue objeto de condena y 
deja de hacerlo de los intereses desde el momento 
que no se incorporaron a la parte dispositiva de la 
resolución hasta su aclaración posterior, momento 
en que ya se había producido la consignación a re-
querimiento del Juez de la 1ª instancia hecho en el 
trámite de la ejecución provisional de la sentencia. 
La omisión en el pronunciamiento de la sentencia 
sobre los intereses, veda la posibilidad de expresar 
la voluntad de recurrirlo y si bien es cierto que te-
nía como presupuesto un error manifi esto, también 
lo es que nuestro ordenamiento articula la posibi-
lidad de subsanar y rectifi car errores más allá de 
los simplemente mecanográfi cos, tanto de ofi cio 
como a instancia de parte, lo que no interesó quien 
ahora recurre. No puede por tanto entenderse la 
consignación como extemporánea, ni mucho me-
nos como insufi ciente en razón a una simple cues-
tión de criterio derivado de la distinta interpretación 
dada al artículo 20 de la LCS, objeto de controver-
sia, ya superada a partir de la sentencia del Pleno 
de esta Sala de fecha 1 de marzo de 2007. 

TERCERO.- En el segundo motivo, al amparo 
del ordinal 4° del art. 469.1 de la LEC, se denuncia 
la infracción del art. 24.1 de la Constitución y más 
en concreto de la tutela judicial efectiva en su ver-
tiente de resolución fundada en Derecho, sin que 
se haya causado indefensión. Los recurrentes con-
sideran que la sentencia impugnada contiene una 
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motivación errónea, arbitraria e irrazonable con 
errores patentes en Derecho, sin una relación de 
hechos probados. Incurre además en error grave 
al señalar en su Fundamento de Derecho Tercero 
para descartar el razonamiento del Juez de Ins-
tancia que «durante 3,87 segundos pudo ver a los 
ciclistas» y el tiempo de visión es tan escaso que 
en relación a la maniobra que se tiene que efec-
tuar es irrelevante». Error grave al señalar en su 
Fundamento de Derecho Tercero «giro» en la tra-
yectoria del vehículo articulado, que es inexistente, 
y no existe tal giro conforme a los hechos Error 
grave al señalar en su Fundamento de Derecho 
Tercero «circulación en paralelo y rebasamiento». 
Basar la sentencia exclusivamente en el atestado 
cuyo contenido se ha demostrado que es erróneo 
y en la sentencia dictada en el procedimiento penal 
como base del razonamiento de la culpa exclusiva. 
No realizarse una valoración conjunta de la prueba 
practicada ni razonar los motivos existentes para 
desvirtuar las conclusiones alcanzadas por el Juez 
de Instancia sobre la culpa del conductor del ca-
mión. No considerar, ni mencionar, ni valorar prue-
ba practicada que acredita la culpa o negligencia 
del conductor del vehículo articulado demandado, 
pese a que incumplió la normativa de Tráfi co que le 
es aplicable al atravesar un cruce. No considerar, 
ni valorar otras pruebas practicadas en esta litis 
que se entienden fundamentales para poder dictar 
sentencia fundada en Derecho y que fueron contro-
vertidas por las partes. Citar como Fundamentos 
de Derecho sentencias que no guardan paralelismo 
alguno con los hechos objeto de debate. 

Se desestima. 

El derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 
CE) incluye el derecho a obtener de los órganos 
judiciales una respuesta razonada, motivada, fun-
dada en Derecho y congruente con las pretensio-
nes oportunamente deducidas por las partes. La 
motivación de las resoluciones judiciales, aparte 
de venir institucionalizada en el art. 120.3 CE, es 

una exigencia derivada del artículo 24.1 CE que 
permite conocer las razones de la decisión que 
dichas resoluciones contienen y que posibilita su 
control mediante el sistema de los recursos STC 
de 27 de abril de 2010, y las que en ella se citan), 
y esta exigencia constitucional se cumple por la 
resolución recurrida que contiene un razonamiento 
sufi ciente y claro de su decisión a lo que no obsta 
que no se integre «nominalmente» con una relación 
de hechos probados, que es infracción del artículo 
209 de la Ley de Enjuiciamiento Civil , y que desde 
una perspectiva formal, resulta innecesaria en el 
orden civil en el que la motivación y valoración de la 
prueba así como sus resultancias se consignan sin 
una confi guración previa determinada ajustándose 
a los requisitos generales de claridad y congruen-
cia (STS 10 de junio 2010). 

Por lo demás, solamente puede denunciarse 
como infracción del derecho a la tutela judicial 
efectiva que reconoce el artículo 24 CE la valo-
ración manifi estamente errónea o arbitraria de la 
prueba, pero no la valoración desacertada de la 
misma si no concurre el elemento de manifi esto 
error o arbitrariedad, lo que tampoco sucede en 
este caso el que más que un error de valoración de 
tal naturaleza, la sentencia recurrida razona, con 
acierto o sin el, pero en ningún caso de la forma 
que se dice en el motivo, sobre lo que resulta de 
las pruebas respecto de la forma de producirse el 
atropello, sin que el hecho de que no se extienda 
a todas las pruebas, dando razón del valor que a 
cada una otorga de forma individualizada y enume-
rada, afecte a la motivación, y lo que realmente 
se combate en el motivo es la signifi cación jurídi-
ca de los hechos que la sentencia tiene en cuenta 
para resolver, como constitutivos de la existencia 
de una culpa exclusiva de la víctima, y esta signi-
fi cación forma parte del juicio jurisdiccional de la 
casación (STS 10 de junio 2010). 

CUARTO.- El tercer motivo, al amparo del 
ordinal 2° del art. 469.1 de la LEC se alega la 
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infracción del art. 208.4 de la LEC y art. 248.4 
de la LOPJ, relacionado con el deber y obligación 
de indicación en Sentencia de la instrucción de los 
recursos que procedan. Se desestima por razones 
obvias puesto que la indicación de los recursos 
procedentes y del órgano ante el que debe inter-
ponerse fueron realizadas en las diligencias de no-
tifi cación, debiéndose recordar que dicha instruc-
ción forma parte de la notifi cación de la resolución 
(acto del Secretario) y no de la resolución misma 
(acto del Tribunal), según resultaba ya con toda 
claridad del art. 248.4 LOPJ, y ahora se despren-
de del apartado 4 del art. 208 de la LEC 2000, 
sin olvidar que, por otra parte, la instrucción so-
bre los recursos es irrelevante cuando, como en el 
presente caso, la parte se halla representada por 
Procurador y dirigida por Letrado (SSTC 203/91, 
209/93, 376/93, 67/94 y 27/95), conforme se 
ha reiterado en AATS resolutorios de recursos de 
queja, entre otros, de 2 de marzo; 11 de mayo y 
27 de julio de 2004.

RECURSO DE CASACIÓN

QUINTO.- Se fundamenta en dos motivos. En 
el primero de ellos, se alega la infracción del art. 1 
de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la 
Circulación de Vehículos a Motor. La parte recurren-
te considera que en los accidentes de circulación 
se viene aplicando la responsabilidad por riesgo, 
quedando exonerado únicamente y a los efectos 
del caso que nos ocupa en el supuesto de culpa 
exclusiva de la víctima. La culpa exclusiva que con-
lleva la exclusión de responsabilidad, exige que la 
conducta de la víctima ha de carecer de las más 
elementales diligencias, de modo que fuese la única 
total y exclusiva originadora del resultado lesivo y 
su admisión ha de realizarse restrictivamente y por 
ello considera que se infringe el precepto citado, 
pues el supuesto de culpa exclusiva es inexistente, 
ya que la sentencia impugnada parte en su análisis 
jurídico de los hechos, de errores relevantes que 
llevan a la conclusión de culpa exclusiva. 

Se estima en parte. 

El art. 1.1 I y II LRCSVM 1995 establece un cri-
terio de imputación de la responsabilidad derivada 
de daños a las personas causados con motivo de 
la circulación fundado en el principio objetivo de la 
creación de riesgo por la conducción. El régimen 
de responsabilidad por daños personales deriva-
dos de la circulación (artículo 1.1 II LRCSVM 1995) 
solamente excluye la imputación cuando se interfi e-
re en la cadena causal la conducta o la negligencia 
del perjudicado (cuando los daños se deben única-
mente a ellas) o una fuerza mayor extraña a la con-
ducción y al funcionamiento del vehículo, salvo, en 
el primer caso, que concurra también negligencia 
del conductor, pues entonces procede la equitati-
va moderación de la responsabilidad y el reparto 
de la cuantía de la indemnización (artículo 1.1 IV 
LRCSVM 1995) (SSTS 12 y 16 de diciembre de 
2008), declarando la STS 25 de marzo 2010 que 
«La existencia de una conducta negligente por par-
te del perjudicado da lugar a una moderación de la 
responsabilidad del conductor según en el artículo 
1.2 LRCSVM. Esta limitación se justifi ca en que, 
fundándose la responsabilidad del conductor por 
daños a las personas en el riesgo objetivo creado 
por la circulación (artículo 1.1 LRCSVM), el legisla-
dor considera que la negligencia del perjudicado 
constituye una circunstancia susceptible de ser 
apreciada objetivamente, la cual, según su grado 
de relevancia, determina que no sea imputable al 
conductor en todo o en parte el resultado dañoso 
producido (STS 12 de diciembre de 2008, RC núm. 
2479/2002)». 

En suma, la limitación de la responsabilidad del 
conductor por negligencia de la víctima obedece 
a una ausencia total o parcial de relación causal 
entre su conducta y el resultado producido, y, en 
consecuencia, afecta al alcance de la responsabili-
dad civil dimanante de aquélla, cualquiera que sea 
el tipo de indemnización procedente y la persona 
que deba percibirla.
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En el caso, la sentencia entiende probado 
que la circulación se desarrollaba en unas cir-
cunstancias adversas:» día lluvioso con vien-
to; circulación en paralelo de los dos ciclistas; 
apreciación por estos de semáforo en rojo con 
cambio a verde; estrechamiento de la calzada; 
aceptación de roce previo entre los ciclistas por 
ausencia de espacio en la circulación; subida 
del acompañante para continuar la marcha a la 
isleta que tenía a su derecha; punto de colisión 
con el camión, en la parte del semiremolque 
con la última rueda; rebasamiento a la hilera de 
los vehículos incluido el camión por la derecha; 
y que en ningún momento se detiene». Alguna 
de ellas afectan en mayor o menor medida a 
las dos partes implicadas en el accidente pues 
las circunstancias adversas lo eran para ambas, 
conductor del camión y ciclista, incrementando 
el riesgo de la circulación. Al primero por cuan-
to no era en modo alguno decartable que hubie-
ra presencia en la carretera de ciclistas. De he-
cho lo hacían dos por su derecha en maniobra 
de adelantamiento de los vehículos detenidos 
ante la señal semafórica en rojo. Y si bien es 
cierto que con tiempo escaso pudo verlos antes 
de iniciar la marcha y de efectuar el giro a la 
izquierda (a partir del cual ya no podía hacerlo 
al trazar la vía una ligera curva suficiente para 
que la cabeza tractora se desvíe del eje longi-
tudinal del semiremolque y establezca puntos 
muertos de visión), también lo es que no puede 
cobijar su conducta circulatoria en la maniobra 
realizada por el ciclista atropellado. La circula-
ción ofrece, sin duda, circunstancias comple-
jas, especialmente en algunas carreteras, a 
partir de una presencia combinada de vehículos 
de distinta naturaleza, potencial y riesgo, junto 
a ciclistas, motoristas, motociclistas y la inevi-
table presencia de peatones. Todos ellos crean 
un riesgo previsible de daño, aunque empleen el 
cuidado debido en su ejercicio, pero que en la 
LRCSVM se imputa exclusivamente al conductor 
de vehículos a motor. 

Alguna de estas situaciones concurrentes han 
sido contempladas en la jurisprudencia de esta 
Sala, como la del conductor del vehículo de mo-
tor y de una persona ajena a la circulación, para 
establecer como doctrina que «la conducta del 
conductor por su entidad cuantitativa y cualitativa 
constituye causa determinante de la colisión, aun 
cuando exista una contribución causal de la víctima 
de escasa entidad o desproporcionada en relación 
con la del conductor del vehículo de motor» (STS 
12 de diciembre 2008). 

También, en los supuestos de colisión recípro-
ca entre dos vehículos señalando lo siguiente: «el 
principio de responsabilidad objetiva por riesgo 
comporta el reconocimiento de la responsabilidad 
por el daño a cargo del conductor del vehículo 
que respectivamente lo ha causado, pues resulta 
evidente que en este supuesto no puede hablarse 
con propiedad de compensación de culpas, sino 
que únicamente puede examinarse la concurren-
cia de causas en la producción del siniestro por 
parte de los conductores de los vehículos intervi-
nientes».

El ciclista, desde el momento en que se incor-
pora a la circulación, asume en parte y de forma 
consciente el riesgo creado por la conducción vehí-
culos a motor que la Ley pone inicialmente a cargo 
del conductor del camión. Este riesgo fi nalmente 
se materializó mediante su atropello, estando a 
su alcance evitarlo, circulando el ciclista como y 
por donde lo hacía, como también pudo evitarlo el 
conductor del camión, de haber sido más cautelo-
so a la hora de descubrir la presencia del ciclista 
por su derecha. En un sistema de responsabilidad 
como el previsto en la LRCSVM, se debe limitar 
necesariamente la responsabilidad del conductor 
por negligencia de la víctima en razón a una ausen-
cia, sino total, si parcial de relación causal entre 
su conducta y el resultado producido, con evidente 
refl ejo en cuanto al alcance de la responsabilidad 
civil dimanante de aquélla, como así establece la 
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sentencia de la 1ª Instancia, cuyas conclusiones se 
admiten al asumir esta Sala la instancia, haciendo 
inútil el examen del segundo motivo basado en la 
infracción del art. 1902 del Código Civil. 

SEXTO.- En cuanto a costas, no se hace es-
pecial declaración de las causadas en ninguna de 
ambas instancias, imponiendo a la recurrente las 
originadas por el recurso extraordinario por infrac-
ción procesal, sin hacer especial mención de las de 
casación, conforme al art. 398 en relación con el 
art. 394, ambos de la LEC. 

Por lo expuesto, en nombre del Rey y por la 
autoridad conferida por el pueblo español. 

FALLAMOS

Declarar lo siguiente: 

1º) No haber lugar al recurso extraordinario 
por infracción procesal formulado por D. Rogelio, 
D. Juan Ignacio y Doña Mari Luz contra la Sentencia 
dictada por la Sección 3ª de la Audiencia Provincial 
de Vizcaya de fecha 24 de enero 2007. 

2º) Estimar en parte el recurso de casación 
interpuesto contra la misma sentencia por D. Ro-
gelio, D. Juan Ignacio y Doña Mari Luz. 

3º) Casar la sentencia recurrida. En su lugar 
confi rmamos en su integridad la sentencia dictada 
por el Juzgado de 1ª Instancia núm. 11 de Bilbao el 
día 7 de diciembre de 2006. 

4º) No se hace especial declaración de las 
costas causadas en ninguna de ambas instancias, 
imponiendo a la recurrente las originadas por el 
recurso extraordinario por infracción procesal, sin 
hacer especial mención de las de casación. 

Publíquese esta resolución conforme a dere-
cho, y devuélvanse a la Audiencia Provincial autos 
originales y rollo de apelación con certifi cación de 
esta Sentencia. 

Así por esta nuestra sentencia, que se inser-
tará en la COLECCIÓN LEGISLATIVA pasándose 
al efecto las copias necesarias, lo pronunciamos, 
mandamos y fi rmamos Francisco Marín Castán. 
José Antonio Seijas Quintana. Encarnación Roca 
Trías. Rafael Gimeno-Bayón Cobos. Firmado y Ru-
bricado.- PUBLICACIÓN.- Leída y publicada fue la 
anterior sentencia por el EXCMO. SR. D. José Anto-
nio Seijas Quintana, Ponente que ha sido en el trá-
mite de los presentes autos, estando celebrando 
Audiencia Pública la Sala Primera del Tribunal Su-
premo, en el día de hoy; de lo que como Secretario 
de la misma, certifi co. 
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tión de la culpa de la víctima (o la con-
currencia de su conducta) cuando ésta 

interviene en la circulación sin manejar un ve-
hículo a motor. El supuesto de hecho fue el 
atropello por un camión que arranca tras estar 
detenido ante un semáforo a un ciclista que 
en ese momento lo “adelanta” por la derecha. 
El juzgado de instancia apreció concurrencia 
en un 50 %, y la audiencia estimó la culpa ex-
clusiva. El tribunal supremo casa la sentencia 
recurrida y confi rma la dictada en la instancia.

La argumentación empieza recordando 
que “la limitación de responsabilidad del con-
ductor por negligencia de la víctima obedece 
a una ausencia total o parcial de relación cau-
sal entre su conducta y el resultado produci-
do, y, en consecuencia, afecta al alcance de 
la responsabilidad civil de aquélla, cualquiera 
que sea el tipo de indemnización procedente y 
la persona que deba percibirla”. Se insiste en 
que el juicio relevante es de causalidad jurídica 
del resultado, y se deduce de los hechos pro-
bados por la sentencia (“día lluvioso con vien-

Andrés López Jiménez 
Abogado

Comentario: 

to; circulación en paralelo de los dos ciclistas; 
aceptación de roce previo entre los ciclistas 
por ausencia de espacio en la circulación; subi-
da del acompañante para continuar la marcha 
a la isleta que tenía a su derecha; punto de 
colisión con el camión, en la parte del semi-
rremolque con la última rueda, rebasamiento 
la hilera de vehículos incluido el camión por la 
derecha; y que en ningún momento se detie-
ne”) que todas esas circunstancias afectan a 
todos los usuarios, incluidos los ciclistas, por-
que “la circulación ofrece, sin duda, circunstan-
cias complejas, especialmente en algunas ca-
rreteras, a partir de una presencia combinada 
de vehículos de distinta naturaleza, potencial 
y riesgo, junto a ciclistas, motoristas, moto-
cicletas y la inevitable presencia de peatones. 
Todos ellos crean un riesgo previsible de daño, 
aunque empleen el cuidado debido en su ejer-
cicio, pero que en la LRCSVM exclusivamente 
se imputa al conductor de vehículos a motor”. 
Por eso se ha establecido como doctrina ju-
risprudencial que “la conducta del conductor 
por su entidad cuantitativa y cualitativa cons-
tituye causa determinante de la colisión, aun 
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cuando exista una contribución causal de la 
víctima de escasa entidad o desproporcionada 
en relación con la del conductor del vehículo 
de motor” (STS 12/12/2008).

Y concluye afi rmando que “el ciclista, 
desde el momento en que se incorpora a la 
circulación, asume en parte y de forma cons-
ciente el riesgo creado por la conducción de 
vehículos a motor que la ley pone inicialmente 
a cargo del conductor del camión. Este riesgo 
fi nalmente se materializó mediante su atrope-
llo, estando a su alcance evitarlo, circulando el 
ciclista como y por donde lo hacía, como tam-
bién pudo evitarlo el conductor del camión, de 
haber sido más cauteloso a la hora de descu-
brir la presencia del ciclista por su derecha. En 

un sistema de responsabilidad como el previsto 
en la LRCSVM, se debe limitar necesariamente 
la responsabilidad del conductor por negligen-
cia de la víctima en razón a una ausencia, si 
no total, si parcial de relación causal entre su 
conducta y el resultado producido, como así 
estable la sentencia de la 1ª instancia…”.

Todo usuario de las vías públicas genera 
riesgo, que se “asume” al incorporarse a la cir-
culación, pero el sistema de la LRCSVM eleva 
la exigencia de diligencia a los conductores 
de vehículos a motor (“debió haber sido más 
cauteloso”), y limita la apreciación de la culpa 
de la víctima a los supuestos de “ausencia, si 
no total, si parcial de relación causal entre su 
conducta y el resultado”.
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RESPONSABILIDAD CIVIL

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Resumen de los hechos probados. 

1º. Don Aquilino sufrió un accidente laboral 
el día 8 marzo 1995. Conducía una carretilla por 
el muelle de carga de la empresa TRANSFORMA-
CIONES INDUSTRIALES DEL MEDITERRÁNEO, S.A. 
(TIMSA) y volcó al realizar una maniobra de giro, 
produciéndose unas lesiones que tardaron 272 
días en curar. 

2º. Don Aquilino prestaba sus servicios en la 
sociedad IBÉRICA CENTRE DE SERVEIS, S.L. (IBE-
RICA), que era subcontratista de TIMSA, en cuyos 
locales ocurrió el accidente. La empresa IBÉRICA 

No se vulnera el deber 
de exhibir documentos 
cuando el demandado puede 
acceder a ellos por estar 
aportados de forma directa 
en las actuaciones. No se 
produce indefensión porque 
podía haber conocido las 
cantidades percibidas de la 
Seguridad Social.

Sentencia Tribunal Supremo (Sala de lo Civil),
de 15 de diciembre de 2010.

Ponente: Excma. Sra. Dª. Encarnación Roca Trías

Tribunal Supremo

Tribunalsupremo
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había celebrado con TIMSA un contrato de arrenda-
miento de servicios desde 1993, cuyo objeto era la 
descarga de bobinas, apilado, movimiento interior 
de materia prima, fl ejado, empaquetado, expedi-
ción de productos acabados y otros servicios. El 
trabajador accidentado fue contratado por TIMSA 
en calidad de peón y prestaba sus servicios en las 
instalaciones de ésta desde el año 1994. 

3º. No consta en las actuaciones que los tra-
bajadores hayan recibido la formación debida para 
la conducción de carretillas destinadas a la carga 
de mercancías. 

4º. Después del accidente, se incoaron diligen-
cias previas por la posible comisión de un delito 
social, que fueron archivadas por prescripción de 
la falta. Además, la Audiencia Provincial de Valen-
cia absolvió a los acusados de un delito contra los 
derechos de los trabajadores por sentencia de 13 
mayo 2003. 

5º En los distintos procedimientos seguidos en 
la jurisdicción laboral, se condenó a las empresas 
demandadas al pago las prestaciones correspon-
dientes a la Seguridad social, así como al recargo 
del 30%, acordado por el INSS, en atención a que 
se había incumplido la normativa relativa a la segu-
ridad e higiene, si bien dicha sentencia fue revoca-
da por el Tribunal Superior de Justicia de Valencia 
el 3 Febrero 2005. 

5º D. Aquilino demandó a IBÉRICA CENTRO DE 
SERVICIOS, S.L., TIMSA, WINTHERTHUR y COMPA-
ÑÍA ASEGURADORA ASSICURAZIONI GENERALI. El 
demandante alegaba la infracción de normas en 
materia de seguridad e higiene laborales, en con-
creto el artículo 9 del Anexo uno del Convenio co-
lectivo del metal para la provincia de Valencia, que 
estipula la categoría de conductor de máquinas 
para quien las conduzca, y los artículos 7 y 124 de 
la Ordenanza General de Seguridad e Higiene en 
el Trabajo, Orden de 9 marzo 1971, en la que se 

impone al empresario la obligación de facilitar ins-
trucción adecuada al personal antes de comenzar 
a desempeñar cualquier puesto de trabajo. 

La demandada TIMSA se opuso a la demanda, 
planteando la excepción de prescripción de la ac-
ción. Respecto al fondo del asunto contestó que no 
existía prueba de su culpa, lo que constituye uno 
de los requisitos necesarios para la estimación de 
la responsabilidad. 

La demandada IBÉRICA fue declarada en rebel-
día. Las compañías aseguradoras se allanaron a la 
demanda. 

6º. La sentencia del Juzgado de 1ª instancia 
núm. 1 de Sagunto, de 10 marzo 2005, estimó en 
parte la demanda, en base a los siguientes argu-
mentos: a) la acción ejercitada no había prescrito 
cuando se presentó la demanda porque cuando se 
ha tramitado un procedimiento penal "[...] que ha 
concluido sin declaración de responsabilidad, el 
término anual para el ejercicio de la acción civil en 
base a los mismos hechos que establece el artícu-
lo 1968. 2 CC, en relación con el artículo 1902 , 
no se puede comenzar a computar hasta que fi na-
liza aquel procedimiento penal tal y como ha seña-
lado de forma reiterada el Tribunal Supremo [...], 
siendo desde la notifi cación de la sentencia defi ni-
tiva penal la fecha a partir de la que debe enten-
derse pudo ejercitarse la acción que le asistía"; b) 
"se ha de tener presente la doctrina jurisprudencial 
que establece la teoría del riesgo, que es uno de 
los mecanismos, junto al de inversión de la carga 
de la prueba, que según reiterada y conocida doc-
trina de la Sala atenúan, aunque no excluyen, la 
exigencia del elemento psicológico y culpabilístico 
de la responsabilidad extracontractual"; c) el actor 
tenía un contrato de duración determinada para la 
realización de un servicio concreto, constando en 
dicho contrato la categoría de peón, aunque en los 
recibos de salario se le atribuía la de especialista; 
las órdenes diarias de trabajo eran dadas por los 
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jefes de equipo de TIMSA; d) aunque nadie pre-
senció el accidente, de las pruebas practicadas 
resulta que la máquina utilizada requería un con-
ductor especializado, que el trabajador acciden-
tado no había recibido una formación específi ca 
para la conducción de dicha máquina y que tras 
el accidente, se vienen realizando dichos cursos 
de formación. De ahí la sentencia concluía que "se 
ha de estimar a las empresas demandadas como 
responsables solidarias del accidente objeto de 
autos, [...], al no poder determinar individualmente 
la responsabilidad de cada una de las empresas 
demandadas". Añadió la citada sentencia que di-
cha responsabilidad "por encargar el manejo de la 
carretilla a un trabajador sin que reciban cursos de 
formación específi ca", no quedaba compensada 
por la posible culpa de la víctima, alegada por la 
empresa demandada TIMSA. 

Esta sentencia fue objeto de aclaración por 
auto del Juzgado núm. 1 de Sagunto, de 22 marzo 
de 2005. 

7º. TIMSA presentó recurso de apelación, que 
fue desestimado por la sentencia de la Audiencia 
Provincial de Valencia, sección 7ª, de 28 febrero 
2007. Los argumentos se resumen a continuación: 
a) no se estima la concurrencia de prescripción, 
por el efecto interruptivo de la causa penal; b) "de 
la prueba practicada no se desprende que la activi-
dad laboral que desarrollaba el demandante fuera 
de especial riesgo", por lo que debe probarse la 
culpa y el nexo de causalidad, lo que correspon-
de a la demandante; c) los informes de la inspec-
ción de trabajo llevan a la sentencia recurrida al 
considerar que concurrió culpa de las empresas 
contratantes y relación de causalidad, puesto que 
de acuerdo con los testigos que intervinieron en el 
procedimiento, la máquina era grande y vieja, no 
se les instruyó en su manejo, y tras el accidente se 
modifi có en el sentido de reducir la posibilidad de 
vuelco. De ahí deduce la sentencia recurrida que 
"no cabe duda que la máquina no era la adecuada 

para ese cometido, y así lo reconoce la totalidad 
de los testigos laboralmente vinculados con la de-
mandada y además miembro del comité de empre-
sa el primero de ellos, por lo que se acredita un 
nexo causal entre el elemento subjetivo de culpa, 
omisión del deber de poner a disposición de los 
trabajadores medios e instrumentos de trabajo que 
estén en condiciones correctas de funcionamiento 
y el resultado producido, sin que el hecho de que 
no hayan testigos presenciales sea obstativo para 
fi jar como elemento causal determinante del acci-
dente la falta de estabilidad de la carretilla". 

8º. TIMSA presenta recurso extraordinario por 
infracción procesal y recurso de casación que fue-
ron admitidos por el auto de esta sala de 17 marzo 
2009. 

SEGUNDO.- Antes de entrar a examinar el 
contenido de los distintos recursos presentados 
contra la sentencia de la Audiencia Provincial de Va-
lencia, debe esta Sala aclarar que la competencia 
de los juzgados civiles fue cuestionada por medio 
de una excepción declinatoria por incompetencia 
de jurisdicción, al considerar una de las compañías 
aseguradoras allanadas que el conocimiento del 
asunto era propio de los tribunales del orden juris-
diccional social. El juzgado de 1ª instancia núm. 1 
de Sagunto declaró competente a la jurisdicción ci-
vil para conocer este asunto, no habiéndose vuelto 
a plantear esta cuestión en todo el procedimiento 
y mucho menos por parte de la empresa TIMSA, 
recurrente. Por ello debe aplicarse la doctrina con-
tenida en la sentencia de 23 junio 2010. 

A) RECURSO EXTRAORDINARIO POR 
INFRACCIÓN PROCESAL

TERCERO.- Primer motivo. Infracción del ar-
tículo 217.6 LEC , relativo a la facilidad probato-
ria y las reglas de distribución de la carga de la 
prueba, en relación con los artículos 328 y 329 
LEC, reguladores del deber de exhibición de docu-
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mentos entre las partes y las consecuencias de no 
hacerlo, y el artículo 24 CE, en relación con el 469. 
1, 2 LEC. Dice la recurrente que para evitar que 
exista un enriquecimiento injusto, el resarcimiento 
de un accidente de trabajo debe ser considerado 
como un todo, siendo compatible la indemnización 
en sede laboral con la obtenida en vía civil, siem-
pre que ambas se tomen conjuntamente. Con la 
fi nalidad de acreditar que de la eventual indemni-
zación que pudiera corresponder al actor habría 
que descontar lo ya percibido por el demandante 
en el orden social, y partiendo del hecho de que 
los datos referentes a las cuantías percibidas por 
la seguridad social solamente fi guran en poder del 
actor, la parte recurrente pidió que se requiriese 
al demandante a fi n de que justifi carse documen-
talmente el importe ya percibido de la Seguridad 
Social, prueba que no fue admitida por el Juzgado 
de forma reiterada, siendo protestada a los efectos 
de la segunda instancia, donde fue también dene-
gada dicha prueba. Ello ha producido indefensión a 
esta parte. 

El motivo se desestima.

El actor reclama 829.878 euros, en concepto 
de indemnizaciones en concepto de responsabili-
dad extracontractual por el accidente de trabajo 
sufrido. Las sentencias de Primera Instancia y de 
Apelación conceden la indemnización, excepto por 
los perjuicios morales a familiares al no haber que-
dado probados. Reconocieron una indemnización 
por importe de 726.881,31 euros, refl ejándose en 
el Fallo, que la demandada debería pagar al actor 
426,375,25 euros, pues 300.506,06 euros han 
sido abonados directamente por las compañías 
aseguradoras demandadas. El actor aclara en el 
escrito de oposición al recurso de apelación que 
formuló la demandada, que únicamente ha percibi-
do las indemnizaciones que le han abonado en este 
juicio las compañías de seguros, LA ESTRELLA 
S.A, por importe de 90.151,81 euros, por haberse 
allanado dicha demandada (Auto el 4 de octubre de 

2004 en virtud de tal pago teniendo por allanada 
a la referida compañía) y WINTERTHUR, por impor-
te de 210.354,24 euros, también allanada (Auto 
de 27 de octubre de 2004). Por ello el actor solo 
ha percibido como indemnización las cantidades 
entregadas en el presente juicio. En relación a las 
prestaciones recibidas por la Seguridad Social, el 
actor recurrido mantiene que todos los documen-
tos para realizar los cálculos están aportados en 
las actuaciones, pues derivan de las Sentencias 
dictadas por los Juzgados de lo Social, que cons-
tan aportados como prueba, en los documentos nº 
29 y 30 de la demanda. 

De ahí hay que concluir que la recurrente TIM-
SA tuvo acceso a dichas sentencias, pudiendo en 
todo caso realizar el cálculo correspondiente, pero 
incluso si quería conocer la cuantía exacta, podía 
haber solicitado como prueba informe al INSS, 
donde se hicieran constar todas las prestaciones 
que ha recibido el actor. Alegada tal cuestión por 
la demandada, le corresponde a ella probar este 
hecho, en virtud de lo dispuesto en el art. 217.1, 
y no puede por tanto invocar el art. 328 de LEC 
en cuanto al deber de exhibición de los documen-
tos que no se hallen a disposición de la parte. So-
bre esta cuestión la Audiencia resuelve por Auto 
de 15 de enero de 2007, la petición de la prueba 
solicitada por la demandada, denegando la misma 
por entender que le correspondía haber designado 
el archivo o protocolo para obtener la copia feha-
ciente en base a lo dispuesto en el art. 265.1.1º 
de la LEC. En relación a este extremo, referido a 
las prestaciones recibidas por la seguridad social 
por el actor, obra al folio 807 de las actuaciones 
de primera instancia, en el escrito de oposición al 
recurso de apelación, que la Sentencia dictada por 
el Juzgado de lo Social nº 7 fi jaba el importe de 
la prestación por "Incapacidad Temporal" resultan-
do un subsidio en tal concepto 4.102,5 pts/día, y 
en base al informe médico Forense, en el que se 
hace constar que el actor ha permanecido de baja 
incapacitante 272 días. En consecuencia, pueden 
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deducirse las cantidades percibidas, sin que la no 
aceptación de la prueba pedida haya producido in-
defensión. 

Se aclara por el actor, en su escrito de oposi-
ción, que si la demandada lo que pretende conocer 
es el importe de la capitalización de la pensión, 
debió en su caso requerir a INSS, FREMAP o TGSS, 
que son los organismos que pueden certifi car tal 
concepto y que no consta en los autos, por ne-
gligencia de la demandada, al no haber articulado 
prueba sobre este extremo por la mercantil deman-
dada, hoy recurrente. 

CUARTO.- Segundo motivo . Infracción de las 
normas o garantías procesales del artículo 217 , 
en relación con los artículos 385 LEC, relativo a 
las presunciones legales, y 386 LEC, relativo a las 
presunciones judiciales, así como al artículo 24 CE. 
Dice que la ratio decidenci de la sentencia se basa 
en dos premisas: la falta de la formación necesa-
ria del trabajador accidentado y la inestabilidad de 
la carretilla. El actor debe probar la existencia del 
nexo causal adecuado entre la actuación de la em-
presa y el accidente, lo que no ha hecho y ni tan 
sólo lo ha intentado y aunque existe mucha jurispru-
dencia relativa a la objetivación de la responsabili-
dad civil de las empresas por accidentes de traba-
jo, es necesario establecer la causalidad adecuada 
sobre la base de las pruebas practicadas. Según 
la recurrente, en los informes de la inspección de 
trabajo se sientan unas presunciones, que han sido 
corroborados por la sentencia del Tribunal Superior 
de Justicia de Valencia y por ello la interpretación 
de la sentencia recurrida hace que se haya produci-
do una infracción de las normas que rigen la apre-
ciación de la prueba, de modo que las presuncio-
nes judiciales sobre los que se basa la sentencia de 
instancia se hallan incorrectamente formuladas e 
incurren en infracción del artículo 386 , en relación 
con el artículo 217 LEC, generando indefensión a 
la recurrente. En realidad viene a señalar que la 
sentencia se construye sobre un vacío probatorio. 

El motivo no se estima.

La sentencia de esta Sala de 14 mayo 2010 
resume la doctrina acerca del concepto de presun-
ción y dice: "Se ha dicho que las presunciones son 
operaciones intelectuales que consisten en tener 
como cierto un hecho, denominado hecho presun-
to, a partir de la fi jación formal de otro hecho deno-
minado hecho base, que debe haber sido probado. 
Como afi rma la sentencia de 23 febrero 2010, "[l]
la elaboración de las presunciones judiciales forma 
parte del procedimiento de valoración de la prueba 
y del conjunto de operaciones de carácter episte-
mológico y jurídico-institucional que deben llevarse 
a cabo para fi jar los hechos en los que debe fundar-
se la decisión [...]", de modo que, como afi rma la 
sentencia de 6 noviembre 2009 , las presunciones 
judiciales admitidas como medio de prueba en el 
art. 386 LEC deducen "a partir de un hecho admi-
tido o probado, la certeza de otro hecho siempre 
que entre el primero y el segundo exista un enlace 
preciso y directo según las reglas del criterio hu-
mano" y añade dicha sentencia que "solo cuando 
sentada la realidad del hecho-base, el tribunal se 
aparta de tales reglas para llegar a conclusiones 
ilógicas en su proceso deductivo, puede entender-
se que se ha vulnerado el derecho fundamental 
a la tutela judicial efectiva (art. 24 CE) [...]". Por 
tanto, a pesar de que la valoración de la prueba 
corresponde al juzgador de instancia, esta Sala ha 
admitido la revisión en casación de las reglas del 
criterio humano recogidas antes en el art. 1253 
CC (STS 29-9-2006), o del art. 386 LEC, en cuyo 
caso, según la sentencia de 16 marzo 2010, con 
cita de otras sentencias, "[...] lo que se somete al 
control casacional es, en defi nitiva, la sumisión a la 
lógica de la operación deductiva, quedando reser-
vada a la instancia la opción discrecional entre los 
diversos resultados posibles" (asimismo, la STS de 
28 junio 2002). 

A la vista de esta doctrina, debe concluirse 
que la recurrente en realidad está cuestionando la 
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valoración de la prueba realizada por la sentencia 
recurrida. Esta sentencia no deduce unas conse-
cuencias a modo de presunción, sino que efectúa 
una valoración de los hechos que declara probados 
como consecuencia de lo cual, atribuye la respon-
sabilidad a la recurrente por considerar que en el 
hecho de la modifi cación posterior de la máquina 
con la que se causo el accidente y la falta de for-
mación del trabajador accidentado que la maneja-
ba, concurría la necesaria relación de causalidad 
para atribuir a la hoy recurrente la obligación de 
responder. 

B) RECURSO DE CASACIÓN

QUINTO.- Motivo primero. Infracción del Art. 
1973, en relación con los Arts. 1903 y 1968. 2 
CC. Dice la recurrente que la interrupción del plazo 
de prescripción como consecuencia de la existen-
cia de un procedimiento penal no se produce cuan-
do no sea interpelado al deudor sino un tercero, 
según jurisprudencia recogida en sentencias de la 
Sala primera de 22 marzo 1971, 8 marzo 1972 
y 21 abril 1958. Señala que el motivo debe ser 
estimado porque TIMSA no fue parte en el proce-
dimiento penal por lo que a estos efectos no se 
ha producido la interrupción de la prescripción por 
reclamación judicial contra ella. 

El motivo primero no se estima. 

Esta Sala ha mantenido la doctrina derivada de 
la regla establecida en el art. 114 LECr, de acuerdo 
con la que "promovido juicio criminal en averigua-
ción de un delito o falta, no podrá seguirse pleito 
sobre el mismo hecho; suspendiéndole, si le hubie-
se, en el estado en que se hallare, hasta que recai-
ga sentencia fi rme en la causa criminal". Es por ello 
que la sentencia de esta Sala de 11 octubre 2007 
dice lo que se reproduce a continuación: «Como 
recuerda la sentencia de 16 de junio de 2003, con 
cita de la de 25 de marzo de 1996, si la decisión 
del Tribunal de segunda instancia, denegatoria de 

la prescripción contaba con un importante apoyo 
en las sentencias del Tribunal Constitucional núm. 
196/88 y 220/93, después de dictarse ésta no ha 
venido sino a avanzarse en la misma línea de que la 
omisión del ofrecimiento de acciones en el proceso 
penal, y en su caso además la de la notifi cación del 
auto de archivo, no pueden ir en detrimento de los 
perjudicados en el sentido de que la acción civil 
se considere prescrita por no haberse ejercitado 
dentro del año siguiente a la producción del daño o 
a la terminación de las actuaciones penales (SSTC 
89/99 y 298/00), doctrina del Tribunal Constitucio-
nal que se funda principalmente en la relevancia del 
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art. 270 LOPJ en relación con los arts. 108, 109 y 
114 LECrim, y que puede resumirse en dos argu-
mentos esenciales: primero, que "el conocimiento 
de la fecha en que han terminado dichas actuacio-
nes (las penales) constituye, pues, un presupues-
to necesario para el ulterior ejercicio de la acción 
civil ante otro orden jurisdiccional" (STC 298/00); 
y segundo, que en tanto se sigan las actuaciones 
penales el Ministerio Fiscal está obligado al man-
tenimiento de las acciones penales y civiles (STC 
298/00). Puede añadirse, como precisa la STC de 
12 de mayo de 2005, "que el desconocimiento de 
la terminación del proceso penal, en cuanto obs-

táculo para el ejercicio separado de la acción civil 
por el perjudicado, no cabe atribuirlo a ningún tipo 
de falta de diligencia de éste respecto de una hipo-
tética carga, a él imputable, de enterarse de la ter-
minación de dicho proceso (STC 12/2005)». Asi-
mismo la sentencia de 6 marzo 2008 dice que "la 
tramitación de la causa penal paraliza el ejercicio 
de la acción civil (art. 111 LECr), incluso en el caso 
de reserva de ésta (art. 112 LECr), de tal modo 
que declarada la extinción de la acción por deli-
to en una sentencia penal absolutoria, el cómputo 
del plazo de prescripción extintiva de la acción civil 
para exigir la responsabilidad extracontractual no 
se inicia hasta la fi rmeza de la misma (o su notifi -
cación en su caso), sin que quepa detenerse a exa-
minar situaciones que se pueden haber producido 
con anterioridad a la incoación del proceso penal, 
toda vez que lo único que aquí se plantea es una 
posible subsunción del plazo civil en el plazo penal, 
que, contradice la propia naturaleza de la parali-
zación del transcurso del plazo, la cual repugna la 
idea de un posible decurso simultáneo". 

Esta doctrina es plenamente aplicable al pre-
sente recurso. 

Pero es que además, tampoco pueden apli-
carse las sentencias que la recurrente cita como 
infringidas, porque la de 24 marzo 1971 se refi ere 
a un problema de interrupción de la prescripción 
entre deudores solidarios, la de 8 marzo 1972 a 
la interrupción de la acción revocatoria de dona-
ciones por supervivencia de hijos y la de 21 abril 
1958 trata de un caso de nulidad de capitulaciones 
matrimoniales e inexistencia de heredamiento, que 
según este Tribunal, es imprescriptible. 

SEXTO.- Motivo segundo. Infracción de los 
Arts. 1902 y 1903 CC, así como de la jurispru-
dencia que los interpreta. Señala que de acuerdo 
con la sentencia recurrida, la causa del daño fue 
la inestabilidad de la carretilla, así como la fal-
ta de formación del trabajador que la conducía. 
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Dice que según la jurisprudencia, para acreditar 
el nexo causal no es sufi ciente un indicio, sino 
que es necesario que exista una causa natural, 
adecuada y sufi ciente. De los informes de la ins-
pección de trabajo, se deduce que ello no es más 
que una mera hipótesis, siendo el único posible 
generador del daño el giro de 90º que efectuó el 
conductor de la carretilla. 

El motivo no se estima. 

La recurrente está incidiendo en el vicio pro-
cesal conocido como hacer supuesto de la cues-
tión, porque está intentando imponer sus propias 
valoraciones de la prueba, frente a las efectuadas 
correctamente por el juzgador, lo que no requiere 
una mayor argumentación. 

SÉPTIMO.- La desestimación de los motivos 
del recurso extraordinario por infracción proce-
sal formulado por la representación procesal de 
TRANSFORMACIONES INDUSTRIALES DEL ME-
DITERRÁNEO, S.A. (TIMSA) contra la sentencia 
dictada por la Audiencia Provincial de Valencia, 
sección 7ª, de 28 febrero 2007, determina la del 
propio recurso. 

La desestimación de los motivos del recurso 
de casación formulado por la representación pro-
cesal de TRANSFORMACIONES INDUSTRIALES DEL 
MEDITERRÁNEO, S.A. (TIMSA) contra la sentencia 
de la sección 7ª de la Audiencia Provincial de Va-
lencia, de 28 febrero 2007, determina la del propio 
recurso. 

Se imponen a la recurrente las costas de sus 
recursos extraordinario por infracción procesal y 
de casación, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 398.1 LEC, que se remite al art. 394 LE-
Civ. 

Por lo expuesto, en nombre del Rey y por la 
autoridad conferida por el pueblo español. 

FALLAMOS

1º Desestimar el recurso extraordinario por 
infracción procesal presentado por la representa-
ción procesal de empresa TRANSFORMACIONES 
INDUSTRIALES DEL MEDITERRÁNEO, S.A. (TIMSA) 
contra la sentencia de la Audiencia Provincial de 
Valencia, sección 7ª, de 28 febrero 2007, dictada 
en el rollo de apelación nº 979/2006. 

2º Desestimar el recurso de casación presen-
tado por la representación procesal de empresa 
TRANSFORMACIONES INDUSTRIALES DEL MEDI-
TERRÁNEO, S.A. (TIMSA) contra la sentencia de la 
Audiencia Provincial de Valencia, sección 7, de 28 
febrero 2007, dictada en el rollo de apelación nº 
979/2006. 

3º Se confi rma con este alcance la sentencia 
recurrida. 

4º Se imponen las costas de los recursos ex-
traordinario por infracción procesal y de casación 
a la recurrente. 

Líbrese a la mencionada Audiencia la certifi ca-
ción correspondiente, con devolución de los autos 
y rollo de apelación remitidos. 

Así por esta nuestra sentencia, que se in-
sertará en la COLECCIÓN LEGISLATIVA pasán-
dose al efecto las copias necesarias, lo pro-
nunciamos, mandamos y firmamos. -Francisco 
Marín Castán. -José Antonio Seijas Quintana. 
-Encarnación Roca Trías. -Rafael Gimeno-Bayón 
Cobos. -Firmado y rubricado. PUBLICACIÓN. 
-Leída y publicada fue la anterior sentencia por 
el EXCMA. SRA. Dª. Encarnación Roca Trías, Po-
nente que ha sido en el trámite de los presentes 
autos, estando celebrando Audiencia Pública la 
Sala Primera del Tribunal Supremo, en el día de 
hoy; de lo que como Secretario de la misma, 
certifico.
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Los hechos analizados por esta resolu-
ción se refi eren al vuelco de una carre-
tilla en muelle de carga, que ocasiona 

graves lesiones al conductor de la misma.

Se plantean distintas cuestiones en esta 
sentencia, pero tal vez la de más trascenden-
cia, que tiene que ver con la carga de la prueba 
de los hechos, es determinar si estamos ante 
una actividad de riesgo y, en consecuencia, 
es la empresa demandada la que debe asumir 
los daños ocasionados por el accidente, salvo 
que pruebe la culpa exclusiva de la víctima o 
la fuerza mayor, o si se trata de una actividad 
normal, en la que rigen los principios gene-
rales de imputación cupabilística del artículo 
1902 CC, en virtud de los cuáles es el actor 
el que debe probar la culpa de la empresa de-
mandada.

Como consecuencia de los hechos indi-
cados, la víctima interpuso demanda contra 
las empresas contratista y subcontratista, y 

José A. Badillo Arias
Jefe de Siniestros del CCS

Comentario: 

contra las entidades aseguradoras de ambas. 
Éstas se allanaron y abonaron parte de los da-
ños, entendemos que los que aseguraban.

La empresa contratista, pues la subcontra-
tista fue declarada en rebeldía, se opuso a la 
demanda alegando prescripción de la acción 
y, respecto al fondo del asunto, que no existía 
culpa alguna por su parte.

La sentencia dictada por el juzgado de 1ª 
instancia nº 1 de Sagunto estimó en parte la 
demanda, señalando, respecto a la prescrip-
ción, que el año empieza a contar desde la 
notifi cación de la sentencia penal a las partes, 
pronunciamiento que también sostuvieron los 
demás tribunales. En cuanto al fondo del asun-
to, entendió que estamos ante una actividad 
de riesgo y, por tanto, que se deben atenuar, 
aunque no excluir, la exigencia del elemento 
psicológico y culpabilístico de la responsabi-
lidad extracontractual. En consecuencia, con-
dena a las dos empresas de forma solidaria, 
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al no poder determinar individualmente la res-
ponsabilidad de cada una de las empresas 
participantes.

La empresa contratista presentó recurso 
de apelación ante la Audiencia Provincial de 
Valencia, que fue desestimado, pese a recono-
cer, en contra del criterio del juzgador “a quo”, 
que de la prueba practicada no se desprende 
que la actividad laboral que desarrollaba el de-
mandante fuera de especial riesgo. 

En consecuencia, dice la sentencia, debe 
probarse por el demandante la culpa  y el nexo 
de causalidad. En este sentido, los informes 
de la inspección de trabajo llevan a la senten-
cia recurrida a considerar que concurrió culpa 
de las empresas contratantes y relación de 
causalidad, puesto que de acuerdo con los 
testigos que intervinieron en el procedimien-
to, la máquina era grande y vieja, no se les 

instruyó en su manejo, y tras el accidente se 
modifi có en el sentido de reducir la posibilidad 
de vuelco. 

La entidad condenada interpuso recurso 
de casación ante el Tribunal Supremo, que 
también fue desestimado. Para la recurrente, 
que alegaba, entre otros motivos, infracción 
de los artículos 1902 y 1903 CC, no había 
quedado sufi cientemente acreditado el nexo 
causal, puesto que la sentencia de instancia 
se había basado en meros indicios para deter-
minar su responsabilidad civil en el accidente 
analizado.

La Sala considera que la recurrente incu-
rre en el vicio procesal de hacer supuesto de la 
cuestión, porque está intentando imponer sus 
propias valoraciones de la prueba, frente a las 
efectuadas correctamente por el juzgador de 
instancia.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Olvida el apelante, tanto en la de-
manda como en el recurso, que el juicio de imputa-
bilidad en que se funda la reponsabilidad del aboga-
do exige tener en cuenta que el deber de defensa 
no implica una obligación de resultado, sino una 
obligación de medios, según reiterada y conocida 
jurisprudencia, bastando para ello, con citar, entre 
las mas recientes, las del Tribunal Supremo de 14 
de julio de 2010, 27 de mayo de 2010 y 31 de 
marzo de 2010, en este sentido conviene también 
destacar, con la jurisprudencia, que esta obligación 
de medios “no comporta, como regla general, la 

Sentencia de la Audiencia Provincial de Granada
de 3 de diciembre de 2010

Ponente: Ilmo. Sr. D. Enrique Pinazo Tolbes

Indemnización obtenida 
inferior a la esperada en 
base al informe forense. 
No existe responsabilidad 
profesional del abogado, 
dada la necesidad de 
acreditar la relación de 
causalidad entre el hecho 
imputado y el daño por el 
que se reclama.

RESPONSABILIDAD CIVIL

Audiencias 
Provinciales

audienciasprovinciales
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obligación de lograr una estimación o una resolu-
ción favorable a las pretensiones deducidas o a la 
oposición formulada contra las esgrimidas por la 
parte contraria, pues esta dependerá, entre otros 
factores, de haberse logrado la convicción del juz-
gador (SSTS de 14 de julio de 2005, 14 de diciem-
bre de 2005, 30 de marzo de 2006, 30 de marzo 
de 2006, 26 de febrero de 2007, entre otras). 

El planteamiento del actor, en ambas instan-
cia, sin señalar qué deber de diligencia fue incum-
plido por el abogado demandado, parte de un error 
evidente, ya que, a tenor de la doctrina jurispruden-
cial citada, es inaceptable sustentar la pretensión 
indemnizatoria, solo en el hecho de no alcanzarse 
en el litigio las indemnizaciones que cabría esperar 
a tenor del informe de sanidad del Médico Foren-
se, y ello olvidando también, la presencia de otros 
dictámenes médicos, prescindiendo incluso del 
debate jurídico que constituye la esencia del pro-
ceso, dejando de lado que no puede apreciarse la 
existencia de una relación causal, en su vertiente 
jurídica de imputabilidad objetiva, entre la conduc-
ta del abogado y el resultado dañoso, en aquellos 
supuestos en los cuales la producción del resulta-
do desfavorable para las pretensiones del presun-
to dañado por la negligencia de su abogado debe 
entenderse como razonablemente aceptable en el 
marco del debate jurídico procesal y no atribuible 
directamente. Es más, la pretensión del apelante 
se formula, dando por sentado, indebidamente, 
que en cualquier caso, la principal secuela indemni-
zable, a juicio del actor, la luxación inveterada men-
cionada por el médico forense, sería la valorada en 
la resolución fi nal del litigio, en lugar de la luxación 
acromio- clavicular fi jada en los informes médicos 
aportados con la contestación de la aseguradora 
del causante del daño, que claramente podía deter-
minar la percepción de otra indemnización, inferior 
incluso a la alcanzada en la transacción, olvidando 
el apelante que, como ya indicábamos en nuestra 
sentencia de 19 de diciembre de 2008, no existe ni 
existía ningún obstáculo para que pudiera prevale-

cer, en el convencimiento judicial, sobre los hechos 
controvertidos e infl uir en su determinación, un in-
forme pericial de parte, cuando ofrece elementos 
de convencimiento que, con arreglo a las reglas de 
la sana critica, superan los ofrecidos por el perito 
designado judicialmente o por el médico forense, o 
efectúa consideraciones sobre consecuencias lógi-
cas de los hechos sobre los que guardan silencio 
los restantes informes, y además supera las obje-
ciones y preguntas que, sobre los distintos aspec-
tos del dictamen planteen las partes en el acto del 
juicio. Es decir, la prueba aportada para demostrar 
que el perjudicado se encontraba en una situación 
fáctica o jurídica idónea para obtener el resultado 
indicado por el recurrente, si no se hubiese alcan-
zado la transacción, limitada, en cuanto al alcance 
de la secuela mencionada, a reproducir los infor-
mes aportados en el juicio, resulta en este litigio 
insufi ciente. 

SEGUNDO.- En este contexto, donde se parte 
sin más automáticamente, de otorgar pleno valor a 
un dictamen en detrimento de otro, sin otra valora-
ción, ratifi cación, comprobación o contraste, aun-
que por su mayor objetividad, ciertamente suele 
prevalecer, respecto del elegido y sufragado por 
una de las partes, en materia medica el del foren-
se, ello no ocurre siempre y en cualquier caso, y 
por tanto, como recuerdan las Sentencias del Tribu-
nal Supremo citadas al inicio, a la que cabria añadir 
la de 30 de noviembre de 2005, tampoco estaría-
mos en condiciones en este juicio de poder afi rmar 
que el resultado obtenido no fue razonablemente 
aceptable en el marco del debate jurídico procesal, 
no atribuible, a una omisión objetiva y cierta impu-
table a quien ejerce profesionalmente la defensa o 
representación de la parte que no ha tenido el éxito 
en sus pretensiones, que ahora estima que debía 
haberse alcanzado. 

Sobre todo esta valoración resulta trascenden-
te en este caso, cuando las indemnizaciones que 
ahora el apelante afi rma no haber obtenido, por 
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Desde luego, para justifi car el perjuicio por 
perdida de oportunidades procesales, atribuibles a 
la conducta negligente del demandado, no es su-
fi ciente, como pretende hacer valer el recurrente, 
con tomar en cuenta la apreciación del importe de 
la indemnización, por otros demandados, en el pro-
ceso anterior, que, por su posición en aquel litigio, 
donde se afi rma que se causo daño, prefi rieron 
prescindir de cualquier examen médico del lesio-
nado, y partieron del informe forense para estimar 
en sus contestaciones, que correspondía al actor 
una indemnización superior a la de la transacción, 
sobre todo cuando pese a ello no se allanaban par-
cialmente el pago de la cantidad por ellos indicada, 
y resultaba evidente que, por su posición fáctica 
o jurídica, su cálculo prospectivo, respecto de la 
resolución de aquél litigio, es que no soportarían  
económicamente la indemnización, sin que desde 
luego su punto de vista resultase vinculante, para la 
resolución de la controversia entre el demandante 
y la aseguradora Mapfre, decisiva para la determi-
nación de la indemnización que debía percibir el 
demandante. 

Como enseña la ultima jurisprudencia, STS 14 
de julio de 2010, “La existencia de un daño efectivo 
consistente en la disminución cierta de las posibi-
lidades de defensa. Cuando el daño por el que se 
exige responsabilidad civil consiste en la frustración 
de una acción judicial, el carácter instrumental que 
tiene el derecho a la tutela judicial efectiva determi-
na que, en un contexto valorativo, el daño deba ca-
lifi carse como patrimonial si el objeto de la acción 
frustrada tiene como fi nalidad la obtención de una 
ventaja de contenido económico, cosa que implica, 
para valorar la procedencia de la acción de respon-
sabilidad, el deber de urdir un cálculo prospectivo 
de oportunidades de buen éxito de la acción frus-
trada (pues puede concurrir un daño patrimonial 
incierto por pérdida de oportunidades: SSTS de 26 
de enero de 1999 ,de 8 de febrero de 2000, 8 de 
abril de 2003 y 30 de mayo de 2006). El daño por 
pérdida de oportunidades es hipotético y no puede 

causa imputable al letrado, y superiores en todo 
caso a las que resultaban de la posición de la parte 
que realmente debía soportar su importe, es decir 
la aseguradora del vehiculo causante de los daños, 
se sacrifi caron, en una transacción no atacada en 
cuanto a su validez y efi cacia jurídica, en aras a la 
obtención ventajosa rápida, inmediata y segura de 
las indemnizaciones alcanzadas, silenciada por el 
apelante, pero sobre todo, sin invocar el deman-
dante que el letrado infringiera el deber de lealtad, 
en el desempeño del cargo, que comportara in-
cumplir las instrucciones de su cliente, no recabán-
dolas para la transacción alcanzada, alegando tal 
actuación negligente para justifi car su pretensión. 

La mera obtención de esta transacción, sin 
ninguna otra imputación, sobre infracción del de-
ber de lealtad del letrado, por no recabar, antes de 
alcanzarla, instrucciones especifi cas o la autoriza-
ción de su cliente, basándose únicamente en el po-
der otorgado al procurador, no puede por tanto, en 
este caso, justifi car la apreciación de negligencia 
imputada al letrado, y no puede permitir en conse-
cuencia el éxito de la demanda y la estimación del 
recurso. 

TERCERO.- En este caso, incluso partiendo 
de la conducta culposa del letrado, no alegada, por 
infringir su deber de lealtad con el cliente, quebran-
tando la lex artis (reglas de ofi cio), no informándole 
de la oferta indemnizatoria, de la conveniencia o 
no de continuar el proceso, asumiendo su coste y 
de las posibilidades de éxito, total o parcial de us 
pretensión, en caso de no aceptar la transacción, 
tomando en cuenta los términos del debate litigio-
so, cumpliendo con los deberes deontológicos de 
lealtad y honestidad en el desempeño del encargo, 
que tampoco ciertamente ha probado el letrado 
demandado, con la doctrina jurisprudencial mas re-
ciente, por la pérdida de oportunidades que pudo 
suponer tal actuación culposa del letrada demanda-
do, como a continuación veremos, no puede esti-
marse aquí la pretensión indemnizatoria articulada. 
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dar lugar a indemnización cuando no hay una ra-
zonable certidumbre de probabilidad del resultado. 
La responsabilidad por pérdida de oportunidades 
exige demostrar que el perjudicado se encontraba 
en una situación fáctica o jurídica idónea para rea-
lizarlas (STS de 27 de julio de 2006)". Este criterio 
jurisprudencial, expresado también en las STS de 
27 de mayo de 2010 y 31 de marzo de 2010, que 
supone superar otras soluciones anteriores alcan-
zadas prescindiendo de tal doctrina, exige también 
un nexo de causalidad entre el incumplimiento de 
los deberes profesiones y el daño producido, y 
como ya hemos visto, no concurrirá cuando “la pro-
ducción del resultado desfavorable para las preten-
siones del presunto dañado por la negligencia de su 
abogado debe entenderse como razonablemente 
aceptable en el marco del debate jurídico proce-
sal". Por tanto, aunque ciertamente no es necesario 
demostrar la existencia de una relación de certeza 
absoluta sobre la infl uencia causal en el resultado 
del proceso del incumplimiento de sus obligaciones 
por parte del abogado, no procede, sin embargo, 
establecer la existencia del responsabilidad cuan-
do no logre probarse que la defectuosa actuación 
por parte del abogado, al menos disminuyó en un 
grado apreciable las oportunidades de éxito de la 
acción, y dado que tal prueba aquí no se ha llevado 
a cabo, permitiendo graduar la responsabilidad del 
letrado según la proporción en que pueda fi jarse la 
probabilidad de contribución causal de su conducta 
negligente en la obtención de la indemnización so-
licitada, prescindiendo de los términos del debate 

planteado en el litigio donde se alcanzo la transac-
ción, reproduciendo en este punto lo señalado en el 
fundamento jurídico primero, respecto de la valora-
ción de los distintos informes médicos aportados, 
debe, en todo caso, fracasar la acción ejercitada. 
En suma, dado que el resultado aquí obtenido, con 
la intervención del letrado, además de rápido y se-
guro, es aceptable en el marco de la incidencias 
propias del debate procesal, ello impide que pueda 
imputarse objetivamente a la conducta culposa del 
abogado la no percepción de una indemnización 
superior, que según el demandante debería haber 
percibido, sin que por tanto, además de los motivos 
señalados en fundamentos anteriores, pueda esti-
marse el recurso, y prosperar la acción ejercitada, 
aunque partamos de la actuación culposa del abo-
gado, en los términos analizados en este apartado. 

CUARTO.- Conforme a lo dispuesto en el ar-
tículo 398.1 de la LEC en relación con el artículo 
394 del mismo texto legal, las costas del recurso 
deben imponerse a la apelante al desestimarse to-
das sus pretensiones. 

Y por lo que antecede, 

FALLAMOS

Que desestimando el recurso de apelación in-
terpuesto, debemos confi rmar y confi rmamos la 
Sentencia dictada en los autos de que dimana este 
rollo, con imposición de costas al apelante.
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apelación planteado por el perjudicado, 
frente a la resolución de instancia que 

denegaba la acción planteada por negligencia 
profesional de un abogado en el ejercicio de 
sus funciones. 

Para ello, entiendo que de forma totalmen-
te acertada de conformidad a la actual juris-
prudencia de nuestro Tribunal Supremo en la 
materia, se acoge como fundamento de dere-
cho central para desestimar dicho recurso, la 
inexistencia de relación de causalidad entre la 
actuación imputada al letrado y el hecho daño-
so por el que se reclama, siendo este elemen-
to requisito indispensable para que pueda con-
siderarse la estimación del derecho del actor 
a ser indemnizado por dicho concepto

En este sentido, la sentencia parte fi jan-
do las bases en las que debe considerarse el 
deber del letrado en el cumplimiento de sus 
obligaciones, describiendo la naturaleza de las 
mismas como una obligación de medios y no 
de resultados, con lo que ello conlleva; puesto 
que las exigencias que puede ejercitar el clien-
te en cumplimiento de los servicios contrata-
dos frente a aquel, nunca podrán ser el hecho 
de no haber conseguido la estimación total de 
sus pretensiones, puesto que precisamente 

Mª Carmen Ruiz Matas Roldán 
Abogada

Comentario: 

lo que en ningún caso puede comprometer el 
letrado es un resultado, sino el empleo de los 
medios necesarios para la satisfacción de los 
intereses que le han sido encomendados por 
su cliente.

Asimismo, esta resolución conecta perfec-
tamente los anteriores planteamientos con el 
supuesto en cuestión, puesto que entrando a 
valorar el objeto de los hechos imputados al 
letrado codemandado, consistentes en alcan-
zar un acuerdo transaccional en nombre de 
su cliente, sin al parecer contar con su con-
sentimiento, y consiguiendo, según criterio 
del demandante, una cuantía menor a la que 
podría haberse obtenido, argumenta el Ponen-
te que en modo alguno dicha actuación puede 
considerarse como vulneración de la lex artis, 
puesto que la misma se ha realizado dentro de 
lo que podemos considerar una actuación ra-
zonable y adecuada al marco jurídico en el que 
se desarrollaban las circunstancias del litigio, 
en el cual, a la vista de las pruebas periciales 
existentes, cuya contradicción entre unas y 
otras era más que evidente, la solución adop-
tada por el letrado optando por el acuerdo 
transaccional no puede considerarse en modo 
alguno como contraria a los intereses de su 
cliente y por tanto constitutiva de negligencia 
profesional.
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Del mismo modo y por último, la Senten-
cia plasma a la perfección la actual jurispru-
dencia del Tribunal Supremo en relación a la 
teoría de la pérdida de la oportunidad, Sen-
tencias del Tribunal Supremo de 14 de Julio 
de 2010, 27 de julio de 2006, 27 de mayo 
de 2010  31 de marzo de 2010, explicando 
el signifi cado de la misma y aclarando que en 
base a ésta, sólo darán lugar a la indemniza-
ción del demandante aquellos supuestos en 
los que quede acreditado por éste, que la con-
ducta culpable del letrado ha infl uido de forma 
decisiva en el fracaso o perdida de sus expec-
tativas, para lo cual será decisivo el examen 
sobre las posibilidades de éxito de la acción 
que como consecuencia de la actuación del 
letrado se haya visto frustrada, siendo este 
el mismo parámetro a tener en cuenta para 
la valoración del daño causado, en su caso. 
Este planteamiento supone tener en cuenta un 
conjunto de circunstancias a la hora de dar 
solución al litigio, circunstancias todas ellas 
que han sido citadas en la Sentencia analiza-
da, y que en este caso conllevan a la deses-

timación de la reclamación planteada, puesto 
que en conclusión no ha resultado probado ni 
la actuación culposa del letrado, ni el hecho 
de que en el supuesto de haberse actuado de 
otro modo por parte del letrado, el resultado 
fi nal hubiera sido más benefi cioso para el de-
mandante.

Considero que la solución adoptada en la 
citada resolución, da seguridad al marco ju-
rídico en el que se desarrollan las relaciones 
entre abogado y cliente, donde muchas veces, 
ante resultados no deseados por las partes, 
es difícil poder acreditar que las actuaciones 
realizadas por el profesional se corresponden 
con sus instrucciones y son debidamente co-
nocidas y aceptadas por éste; poniendo el 
acento para la resolución de los confl ictos en 
la existencia o no de relación de causalidad en-
tre la actuación culpable imputada al letrado y 
el resultado dañoso que le es imputado, pues-
to que entiendo que solo cumpliéndose todos y 
cada uno de estos requisitos podemos hablar 
de responsabilidad profesional.



perlas cultivadas

por José María Hernández-Carrillo Fuentes

Se reproduce a continuación la Sentencia Nº 356/2010, de 2 de 

diciembre, de la Sección 1ª de la Audiencia Provincial de Madrid, 

que decide en recurso de apelación sobre la Sentencia del Juzgado 

de Instrucción Nº 5 de Torrejón de Ardoz de 17 de junio de 2009, 

cuyo fallo condenaba por un suceso vial de 6 de febrero de 2001 a 

indemnizar a la lesionada –por unas lesiones de gran entidad– en 

la cantidad de 511.060,82 €. Esta sentencia, facilitada por Ma-

riano Medina Crespo, constituye –en palabras del propio Medina 

Crespo– "un aviso para los navegantes (abogados) del Derecho. Su 

conclusión es que el abogado tiene que ocuparse de la diligencia 

propia, pero también de controlar y excitar la diligencia ajena, 

sin presumir que exista. ¿Responde en el caso el irresponsable? 

Vigilantibus non durmientibus iura sucurrunt. Traducido al caso 

y también en latín: Iudicibus durmientibus iura volant”.

“…TERCERO.- Mediante providencia de 10-11-
2.010 este Tribunal ha conferido a las partes un plazo 
para alegaciones sobre la posible prescripción de la 
falta enjuiciada, habiendo evacuado dicho traslado el 
Ministerio Fiscal y las partes personadas. El Ministerio 
Público no se opone a la declaración de prescripción 
y, en cambio, las partes personadas han informado 
desfavorablemente a tal declaración.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Conforme a lo previsto en el Art. 
131.2 del Código Penal, las faltas prescriben a 
los seis meses. En caso de que la interrupción del 
proceso determinante de prescripción se produzca 
una vez dictada sentencia y en tanto pende la re-
solución de un recurso de apelación, ha de tomar-

se en consideración el plazo de prescripción de la 
falta y no de la pena leve impuesta en la sentencia 
(Art. 133.1 CP) toda vez que la prescripción de las 
penas solo operan una vez exista sentencia fi rme 
condenatoria y ésta sólo es posible una vez resuel-
ta la apelación.

Pues bien, en este caso los escritos de ape-
lación y de contestación a la apelación fueron 
presentados en el Juzgado de Instrucción duran-
te septiembre y octubre de 2009 y la providencia 
acordando la unión de tales escritos y la remisión 
de los autos a este Tribunal se dictó el 29-06-2010, 
es decir, una vez transcurridos mas de 8 meses, 
sin que exista actuación procesal alguna en ese in-
tervalo de tiempo y sin que conste circunstancia 
alguna que justifi que dicha paralización.
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Por lo cual, en el supuesto enjuiciado no sólo 
cabe hablar de dolo de peligro concreto como señala 
la defensa, sino también de dolo eventual de lesión. 
Y es que al conocer el acusado la gravedad del peli-
gro concreto, escenifi cado en los coches que casi lo 
rozaban al pasar y en las maniobras que tenían que 
hacer para esquivarlo, tenía la obligación de tomar-
se en serio ese peligro y abstenerse de conducir en 
dirección contraria por una carretera de circulación 
densa y rápida. Máxime cuando no concurrían ele-
mentos objetivables que neutralizaran el riesgo ya 
que en ningún momento se hizo referencia a ellos. 

Al conocer el grado muy elevado de peligro 
concreto que estaba generando, tuvo que captar 
–exante– necesariamente el eventual resultado ("iba 
cagado de miedo", según sus propias palabras"). Y 
si lo percibió y no desistió de su comportamiento 
arriesgado, sólo cabe concluir que, en contra de lo 
que alega la parte recurrente, sí estaba asumiendo 
o aceptando ese resultado muy probable en que 
acabó materializándose el riesgo. 

Por consiguiente, ha de concluirse que el autor 
actuó con dolo eventual homicida. E igualmente, 

… ”Ello signifi ca que el acusado –tal como se 
expresa en la narración fáctica– circuló en sen-
tido contrario al permitido, y después de tener 
una primera colisión por raspado positivo contra 
el vehiculo turismo Peugeot 307, prosiguió circu-
lando por dirección contraria hasta aproximada-
mente el km 27, lugar donde se desplazó hacia 
la izquierda, ocupando el arcén y parte del carril 
derecho. En dicha posición circuló a lo largo de 
12,850 km, estando a punto de colisionar de 
frente con varios vehículos, cuyos conductores 
hicieron maniobras evasivas para evitarlo. Y al 
llegar a la altura del punto kilométrico 017,150, 
existiendo intensidad circulatoria que ocupaba 
ambos carriles a la calzada, colisionó frontalmen-
te contra el turismo Peugeot 205, matricula I-…-
KJ, que iba conducido por su propietario, quien 
no pudo evitar la colisión frontal con el vehiculo 
del procesado. Por efecto de tal choque el ve-
hiculo Peugeot 205 colisionó a su vez contra la 
motocicleta Harley Davison que iba ocupada por 
dos personas. Como consecuencia de la colisión 
fallecieron los dos ocupantes del turismo y resul-
taron lesionadas las personas que viajaban en la 
motocicleta.

Singular esta Sentencia Nº 890/2010, de 8 de octubre de la Sala 

Segunda del Tribunal Supremo, sobre un delito de conducción 

temeraria, homicidio y lesiones, con dolo eventual, y eximente com-

pleta por trastorno esquizoafectivo bipolar, “convencido el acusado 

de que estaba siendo filmado como protagonista de una película, 

con objeto de que los esquizofrénicos se tomaran la medicación”:

No ofrece duda alguna que la infracción penal 
enjuiciada ha prescrito según previene el Art. 131 
CP, sin que pueda admitirse como causa obstativa 
a tal declaración el hecho de que las partes del 
recurso no quieran que se declare la prescripción. 
Tampoco es causa que obste a tal pronunciamiento 
el hecho que no sea objeto de recurso la infracción 
penal toda vez que por consecuencia de la apela-

ción la sanción impuesta no es fi rme y resulta de 
aplicación el plazo de prescripción de las faltas.

Por todo lo expuesto y siendo obligación de 
este Tribunal apreciar de ofi cio la prescripción no 
cabe mas remedio que declarar prescrita la infrac-
ción, aun a pesar de que se es consciente del per-
juicio que con ello se ocasione a las partes…”.
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“… La normativa sobre condiciones genera-
les de la contratación o la jurisprudencia sobre 
la interpretación de los contrato s de adhesión 

y por los mismos argumentos, ha de hablarse de 
dolo eventual de lesión y no de culpa consciente 
con respecto a las victimas que viajaban en la mo-
tocicleta, que resultaron con graves lesiones.

Esta inferencia, que es el núcleo argumen-
tal que lleva al Tribunal a no acoger la eximen-
te completa, no es correcta. Pues el hecho de 
que el acusado fuera consciente del peligro 
generado y de las consecuencias de su acción 
no conlleva que pudiera controlar su voluntad 
y adecuar su conducta a las exigencias de la 
norma.

Sobre este particular contiene una afi rmación 
muy relevante el informe del psiquiatra que obser-
vó al acusado en el Hospital de Alicante, Don Jesús  
Miguel. En el folio 417 de la causa especifi ca lo 
siguiente: “debemos recordar que el enfermo deli-
rante tiene necesidad de hacer lo que hace, aunque 
sabe que es un deber social no hacerlo, pero por 
encima de éste existe otro mas alto y poderoso, 
que no es otro que la convicción delirante que guía 
su acción”, que padece un trastorno esquizoafecti-
vo tipo bipolar y que se hallaba cuando ejecutó los 
hechos en fase maniaca con ideas delirantes de 
control e infl uencia…”.

“… 3. En cuanto a la posibilidad de conside-
rar al automóvil como medio peligroso cuando es 
empleado contra el agente de la autoridad, como 
recuerda la STS nº 79/2010, de 3 de febrero, "la 
jurisprudencia de esta Sala ha reputado instrumen-
to peligroso la utilización de un automóvil como 
elemento de agresión (SSTS 226/2009, 26 de 
febrero, 798/2008, 12 de noviembre, 589/2008, 
17 de septiembre)". Lo cual debe reiterarse ahora, 

¿Qué interpreta la Sala Segunda del Tribunal Supremo sobre 

uso del automóvil como medio peligroso a los efectos de su 

comiso?, lo recoge la Sentencia Nº 841/2010 de 6 de octubre:

teniendo en cuenta que cuando es lanzado contra 
una persona se incrementa de forma muy relevante 
la potencialidad lesiva del acto agresivo. Ninguna 
duda ofrece tal valoración en el caso actual, en el 
que circulando a gran velocidad el acusado lanzó 
el vehículo contra el agente que circulaba en para-
lelo a él en una motocicleta, arrojándolo fuera de 
la vía con el resultado mortal descrito en el relato 
fáctico…”.

Podemos hallar algunos parámetros de interés a tomar en 

consideración en la resolución judicial de un accidente en la 

atracción ferial “Top Spin” del Parque de atracciones de Madrid, 

Sentencia Nº 464/2010, de 20 de julio de la Sala Primera: 

apenas inciden en el caso examinado desde el 
momento en que el seguro se contrató con in-
tervención de una correduría por la sociedad de-
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mandante y ocho mas, como titulares a su vez de 
las empresas que explotaban sendos parques de 
atracciones, acuáticos o zoológicos, e incluso el 
Teleférico de Rosales en Madrid, de suerte que 
difícilmente cabe imaginar que las condiciones no 
se negociaran o que las aseguradas no tuvieran 
información sobre las condiciones que ofrecían 
otras aseguradoras. Y también debe reseñarse 
que el contenido del último motivo revela su falta 
de verdadera autonomía, porque la cuestión de si 
la empresa debe asumir o no las consecuencias 
de la impericia o negligencia de sus empleados 
vuelve al punto de partida de si tales consecuen-
cias estaban o no cubiertas por el seguro, esto 
es, a la interpretación del contrato. 

Descartada, pues, la idea de imprevisibilidad 
que sirve de fundamento nuclear a la sentencia re-
currida, queda por determinar si el siniestro fue una 
avería, excluida de la cobertura del seguro por no 
haberse contratado la correspondiente garantía op-
cional, o un riesgo básico incluible en "todo riesgo 
súbito, accidental e imprevisible" no expresamente 
excluido. Y la respuesta ha de ser de nuevo favora-

“… La reparación civil derivada del corres-
pondiente delito continuado abarcaba la devolu-
ción de las cantidades indebidamente retenidas y 
apartadas de la fi nalidad para la que cada una fue 
entregada. Como bien dice el Ministerio Fiscal al 
impugnar este recurso, en los casos como este 

la empresa de seguros tiene derecho a percibir el 
abono de la prima correspondiente a la anualidad 
en cuyo transcurso (de la anualidad) se produjo 
el riesgo asegurado; pero no a ser resarcida de 
las indemnizaciones que por el hecho de la circu-
lación se vio condenada a abonar solidariamente 

ble a la parte recurrente porque, según la defi nición 
de ''Avería de maquinaria" incorporada a la propia 
póliza, ésta debía tener un "origen interno", en el 
sentido de fallo de funcionamiento de algunas de 
las piezas de la máquina, y en el caso examinado 
resulta que los daños no se debieron a un defecto 
de funcionamiento de la atracción dañada sino a la 
negligencia de un empleado de la asegurada mien-
tras se realizaban las labores no de reparación sino 
de mantenimiento: en defi nitiva, un hecho de origen 
claramente externo a la propia máquina y de natu-
raleza "accidental" aunque se debiera a un error hu-
mano, pues en no pocos accidentes, cuando no en 
la mayoría, el error humano interviene como factor 
de más o menos intensidad sin que por ello dejen 
de ser accidentes. El error humano encuadrable en 
la avería no cubierta sería, por ejemplo, el fallo de 
funcionamiento de sus piezas por falta de manteni-
miento o por poner en servicio la atracción sin ob-
servar los tiempos de preparación recomendados 
por el fabricante, pero no los daños causados a la 
máquina, que funcione normalmente, mientras se 
realizan los trabajos ordinarios de mantenimiento, 
que fue lo sucedido en el caso…”.

Condenado por delito continuado de apropiación indebida. J. E. 

percibía de clientes dinero para la tramitación de documentación 

de seguro obligatorio de vehículos, incorporándolos a su patri-

monio. Una de las perjudicadas tuvo un accidente de circulación 

por el que resultó condenada a indemnizar, junto con la compa-

ñía aseguradora 19.708 €, –habiendo pagado la prima anual 

y, apropiada esta, no llegó a la aseguradora–, ¿tiene derecho la 

aseguradora a resarcirse de lo abonado frente al condenado? 

Sentencia Nº 719/2010 de la Sala Segunda del Tribunal Supremo:
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“… una vez concluido el correspondiente 
proceso penal previo, el plazo de prescripción 
de las acciones, cuando las partes están perso-
nadas en el procedimiento, empezará a contarse 
desde el día en que pudieron ejercitarse, a tenor 
de lo establecido en el artículo 1969 CC. Este 
precepto, puesto en relación con los I artículos 
111 y 114 de la LECrim y 24.1 CE, lleva a situar 
ese día en el momento en que la sentencia penal 
recaída o el auto de sobreseimiento, notifi cados 
correctamente, han adquirido fi rmeza, puesto 
que en ese I instante se conoce el punto fi nal de 
la paralización operada por la tramitación de la 
vía penal preferente, y la correlativa posibilidad 
de actuar en vía civil, con arreglo al mencionado 
Art. 114 LECrim.

La fi rmeza se produce por ministerio de la Ley, 
una vez agotados los recursos legales o transcurri-
do el término sin interponerlos, con independencia, 
a estos efectos, de cuando sea declarada mate-
rialmente la fi rmeza y cuando sea notifi cada. Esta 
interpretación ha sido aceptada como constitucio-
nal por el TC, en sentencia de 19 de julio de 2004, 
pues la constatación formal de la fi rmeza «solo sig-
nifi ca una mera declaración de haber precluido las 

¿Cuál es el "dies a quo" para el cómputo del plazo de prescrip-

ción de la acción civil tras un proceso penal previo? Nos da 

respuesta la sentencia Nº 386/2010 de 16 de junio, de la Sala 

Primera del Tribunal Supremo:

posibles impugnaciones en el propio proceso,por 
recursos ordinarios o extraordinarios.

Recaída sentencia absolutoria en el previo pro-
cedimiento penal, y oportunamente notifi cada a las 
partes personadas, con otorgamiento del plazo 
legalmente estipulado para recurrirla, el día inicial 
del plazo de prescripción queda determinado por 
el agotamiento de dicho plazo sin mediar impug-
nación, por ser entonces cuando la sentencia ab-
solutoria deviene fi rme y no puede desconocerse 
la desaparición del obstáculo que para el ejercicio 
de la acción civil suponía la previa tramitación de 
un preferente proceso penal por los mismos he-
chos…».

con la conductora del vehículo. Se trata precisa-
mente de la producción del siniestro que pone en 
marcha el deber de pagar por parte de la entidad 
aseguradora.

b) Tampoco se vulneró el Art 117 CP que 
impone el carácter de responsable directo de la 
compañía aseguradora, "sin perjuicio del derecho 

de repetición contra quien corresponda". En este 
caso, tal derecho de repetición lo habría tenido 
Zurich España S.A. si no hubiera sido condenada 
como culpable su asegurada Estrella. Si la culpa 
hubiera sido de otra persona y Zurich hubiera pa-
gado algo a Estrella entonces podría exigir la de-
volución de lo abonado (repetición) por parte de 
ese culpable…”. 
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“…nos remitimos al texto de la mencionada 
sentencia 427/2007 donde se concretan los an-
tecedentes de tal norma legal y del citado acuerdo 
plenario, en un caso en el que hubo de resolverse 
decretando la exclusión de la compañía asegura-
dora por apreciarse dolo directo en un atropello 
intencionado dentro de una gasolinera contra un 
taxista con el que había mantenido una discusión 
momentos antes. El autor del hecho puso en fun-
cionamiento su vehículo, dio marcha atrás y atrope-
lló al citado taxista, mientras este repostaba. Caso 
muy distinto de este otro en el que, tras un atrope-
llo de una persona que estaba caída en la calzada, 
la arrastró en los bajos del coche que conducía del 
modo que ha quedado dicho. Marcial nunca tuvo 
intención de acabar con la vida de la persona a 
la que antes había atropellado con su coche. Solo 
quería que el cuerpo arrastrado se desprendiera 
del vehículo para así poder marcharse del lugar.

Basta con concretar, como aquí ocurrió, las 
circunstancias objetivas de lo sucedido, para que 

pueda comprenderse la razón de ser de una deter-
minada cantidad.

La sentencia recurrida, como bien reconoce 
el escrito de recurso, nos dice los dos elementos 
en que se funda para alcanzar esa cifra, los 17 
años de Pedro Jesús y su condición de hijo único 
del matrimonio de sus padres; algo sumamente 
elocuente al respecto.

Asimismo hay algo que hubo de contribuir de 
manera relevante al dolor de tales padres: haber 
conocido lo que tuvo que sufrir su hijo por la forma 
en que se produjo su fallecimiento. Hubo un verda-
dero tormento en la persona de Pedro Jesús, por 
ese haber sido arrastrado en los bajos del coche y 
haber soportado esas maniobras atrás/adelante y 
permanecer con vida durante todo ese tiempo, in-
cluso después de ser abandonado. Si la cuantía de 
la indemnización ha de guardar alguna relación con 
el sufrimiento de unos padres, nos hallamos ante 
un caso particularmente relevante en este punto…”.

Caso particular, el decidido en la sentencia Nº 579/2010, de 14 

de junio, por la Sala Segunda del Tribunal Supremo, toda vez 

que matiza la diferencia entre dolo directo y dolo eventual –a 

efectos del acuerdo del plazo de la citada Sala de 24/04/2007, 

excluyendo de considerar hecho de la circulación de concurrir 

el primero, no así el segundo–, y además –aún cuando se trata 

de un hecho circulatorio–, estipula una indemnización para 

ambos padres del fallecido de 300.000 €:
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En la sentencia Nº 108/2010, de 4 de febrero, de la Sala de lo 

Penal del Tribunal Supremo, resulta condenada una residencia 

socio-sanitaria (como responsable civil subsidiario y su asegurado-

ra, directamente) respecto de una agresión con un hacha por un 

interno a otro –que finalmente fallece– precedida de una agresión 

con unas tijeras a otra interna en coma, de la cual los gestores 

del centro no formularon denuncia, ni propiciaron investigación:

“… La Audiencia rechaza la aplicación del art. 
117 del Código penal, al considerar que los daños 
a indemnizar son puramente daños morales y no 

“…También debe subrayarse que no nos move-
mos en este ámbito en los márgenes del puro dere-
cho penal, sino precisamente en el del derecho civil 
resarcitorio de la infracción penal cometida, como 
acción distinta, aunque acumulada, al proceso penal 
por razones de utilidad y economía procesal, con la 
fi nalidad de satisfacer los legítimos derechos (civi-
les) de las víctimas, de modo que como precisa la 
STS. 1192/2006, de 28.11, las acciones civiles no 
pierden su naturaleza propia por el hecho de ejerci-
tarse ante la jurisdicción penal (STS 768/2009, de 
16-7), operándose por tanto en este caso con cier-
tos criterios de objetivización como los de la "culpa 
in eligendo e in vigilando", y, sobre todo, conforme 
al principio "qui sentire commodum, debet sentire 
incommodum" (STS 544/2008, de 15-9).

A este respecto, conviene subrayar que, se-
gún ya se ha apuntado anteriormente, el grado 

de evitabilidad del resultado que se requiere para 
declarar el nexo causal hipotético en el ámbito 
de la responsabilidad civil en que ahora nos mo-
vemos no es el mismo que en el ámbito penal. 
Aquí se trata de aplicar normas de derecho re-
sarcitorio que tienen una fi nalidad tuitiva de las 
víctimas en el marco de la vía indemnizatoria ubi-
cada dentro del propio proceso penal. Por ello, 
no se precisa que la evitabilidad del homicidio se 
verifi que probatoria mente con un nivel de proba-
bilidad rayano o asimilable a la certeza, que sí se 
exige, en cambio, para acreditar el vínculo cau-
sal hipotético en las conductas omisivas cuando 
se trata de imputar una responsabilidad penal.

En el ámbito resarcitorio es sufi ciente con 
constatar que la denuncia de los hechos hubiera 
disminuido el riesgo de que se perpetrara la se-
gunda acción delictiva.

Inicialmente excluida una compañía aseguradora del servicio 

madrileño de salud, en sentencia de condena por cinco deli-

tos de abusos sexuales, la sentencia de 11 de diciembre de 

2009, Nº 1292, de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo, 

la condena con el siguiente argumento –que habrá (desgra-

ciadamente) de repetir en sentencia Nº 127/2010 de 22 de 

febrero–:

son consecuencia de daños corporales, por lo que 
quedan fuera del ámbito de cobertura de seguro 
objeto de análisis.
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“… Es evidente que el sentido del acuerdo es 
el de la exclusión de la obligación de indemnizar 
a la compañía de seguros cuando el automóvil ha 
sido utilizado exclusivamente como instrumento ca-
paz de dañar o incluso matar y por tanto no puede 
entenderse como relativo a la circulación. En el pre-
sente caso es patente que el vehículo fue utilizado 
por Fausto como instrumento para causar la muer-

Abundando en el acuerdo del pleno no jurisdiccional del 24 de 

abril de 2007, la sentencia Nº 959/2009, de 7 de octubre de 

la Sala Segunda del Tribunal Supremo:

te: se produce una discusión con agresión con un 
palo y unos puñetazos, todo ello en el parking de 
un club, el condenado se va a su coche, monta 
y lo dirige intencionalmente contra Máximo al que 
atropella conscientemente, maniobrando con el co-
che con esa exclusiva fi nalidad y dando el coche 
varios trompos y fi nalmente quedando la víctima 
atropellada debajo del coche "hasta que pudo ser 

La compañia QBE Internacional Insurance Limi-
ted asegura, no solamente el Servicio Madrileño de 
Salud, sino también a todo el personal de dicho 
Servicio y a los que presten sus servicios en el mis-
mo. Y a tenor de las cláusulas del seguro concerta-
do, se consideran indemnizables la muerte, lesión 
u otros atentados a la integridad física o salud de 
las personas y los daños morales derivados de los 
daños corporales.

Al tratarse de daños que tienen su origen en 
actos dolosos, la interpretación sobre la cobertu-
ra del seguro, se ha de verifi car interpretando el 
contenido de la cláusula 24.5 de la póliza, que 
está precisamente prevista para este supuesto. En 
efecto, dicha estipulación, dentro de los riesgos 
excluidos, establece que (será excluida) "la respon-
sabilidad del SERVICIO MADRILEÑO DE SALUD Y de 
los Asegurados por daños que tengan su origen en 
actos dolosos o derivados de la infracción o incum-
plimiento voluntario e injustifi cado de las normas 
que rigen las actividades objeto del seguro, decla-
rados por sentencia judicial fi rme, con excepción 
de la responsabilidad civil subsidiaria que pudiera 
corresponder al SERVICIO MADRILEÑO DE SALUD, 
en su condición de empleador". En otras palabras: 

no queda asegurada la responsabilidad civil dima-
nante del dolo de los empleados del Servicio de 
Salud, por los actos que realicen en el cometido 
de su función, pero sí la responsabilidad civil sub-
sidiaria que puede corresponde a tal Servicio, en 
su condición de empleador. No es, pues, aplicable 
la cláusula 24.8 relativa a la exclusión de daños 
inmateriales o perjuicios económicos que no sean 
consecuencia directa de daños materiales o cor-
porales, garantizados por el contrato, por la que 
igualmente estarían incluidos, pues tales daños son 
consecuencia, incuestionablemente, de actos cor-
porales, pero de carácter doloso, razón por la cual, 
por su especialidad, debe aplicarse la mencionada 
cláusula 24.5 del contrato, que está precisamente 
prevista para este supuesto, en donde se ha decla-
rado la responsabilidad civil subsidiaria, en función 
de las previsiones del arto 121 del Código penal, a 
cuyo tenor, en el párrafo segundo, se dispone que: 
"si se exigiera en el proceso penal la responsabili-
dad civil de la autoridad, agentes y contratados de 
la misma o funcionarios públicos, la pretensión de-
berá dirigirse simultáneamente contra la Adminis-
tración o ente público presuntamente responsable 
civil subsidiario". Esta responsabilidad surge de los 
números 3° y 4° del arto 120 del Código penal …”.
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“El demandante, abogado de profesión, pre-
sentó un escrito interponiendo recurso de reforma 
contra el Auto de 3 de noviembre de 2003 del Juz-
gado de Instrucción núm. 2 de Marín, en el que se 
acordaba la continuación de la tramitación de las 
diligencias previas 390-2001, incoadas contra un 
cliente suyo por un supuesto delito de conducción 
bajo la infl uencia de bebidas alcohólicas que se 
habría cometido el 7 de mayo de 2001 … se pre-
sentó entonces un escrito promoviendo la decla-
ración de nulidad de las actuaciones practicadas 
en las diligencias previas, denunciando que en el 
Auto de incoación de dichas diligencias se había 
padecido un error en la designación de la fuerza 
denunciante (haciendo alusión a la Guardia Civil en 
vez de a la Policía Local), lo que se califi có de "li-
gereza repudiable", impropia de una causa penal, 
que supone "un desconocimiento absoluto del pro-
cedimiento", de modo que "existen dudas razona-
bles de que quien instruye desconoce el material 
sobre el que resuelve". Se denunciaba también el 
retraso en dos años y cuatro meses de la puesta 

Si hay algo que distinga a nuestra Asociación es el aglutinar por 

voluntad de sus miembros, a libre ejercientes de todo el ámbito 

nacional, cuya vestimenta cotidiana es la toga; su habitat los 

Tribunales de Justicia; y su afán la defensa de los intereses del 

justiciable, ello lleva a que no sea la primera –ni quizás la últi-

ma– vez en que un compañero es objeto, en primera persona, de 

una sentencia del Tribunal Constitucional que demuestra que el 

“dicho sea en estrictos términos de defensa” no protege frente 

a todo, ni es antídoto universal, propiciando que –al menos en 

este caso– le nieguen la razón a aquel. Auto Nº 178/2010, de 

29 de noviembre de 2010.

en conocimiento del imputado de la causa abier-
ta contra él. En este punto se denunciaba que el 
Auto desestimatorio del recurso de reforma lo 
había resuelto "volviendo a afi rmarse datos abso-
lutamente falsos". Retóricamente se preguntaba: 
"¿Qué puede hacer el imputado si la Juez instruc-
tora dice tener en sus manos una declaración que 
jamás ha prestado? ¿Contra qué debe defenderse 
el imputado, acaso contra molinos de viento?" Se 
decía igualmente que "en el fondo del asunto se 
constata un abierto desprecio al justiciable, y aún 
más de sus derechos constitucionales y de defen-
sa" y que "no existe tutela judicial efectiva cuando 
los Autos son realizados por medio de formularios 
en los que llegan a insertarse datos falsos". "¿Exis-
te garantía alguna para el ciudadano cuando quien 
instruye data a su antojo la fecha de su declara-
ción como imputado? …".

…c) Por Auto de 15 junio de 2004 se rechazó 
la declaración de nulidad de las actuaciones y se 
ordenó deducir testimonio del escrito fi rmado por 

rescatada por varias personas", mientras el propio 
condenado permanecía en el interior del vehículo. 
Se está en presencia de una acción totalmente ex-
traña a la conducción. Fue correcta la decisión del 
Tribunal de instancia lo que supone la desestima-
ción del recurso y en este sentido hay que referirse 

a las sentencias de 8 y 10 de Mayo de 2007 –ya 
citadas– que precisamente dieron cumplimiento a 
este acuerdo. En ambas se absolvió a las asegura-
doras concernidas del abono de las indemnizacio-
nes a que resultaron condenados los autores de las 
infracciones …”.
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el demandante para la incoación de expediente gu-
bernativo contra él por infracción disciplinaria ...

… al considerar que las expresiones vertidas 
… ... innecesarias para la línea de defensa y, en 
cambio, contenían imputaciones y medias verda-
des que pretendían arrojar dudas sobre la impar-
cialidad y la diligencia de la Juez. Reconoce el Auto 
que se han producido errores, pero se considera 
intolerable que el abogado recurrente los califi cara 
en su escrito de "datos absolutamente falsos".

La Sala de Gobierno del Tribunal Superior de 
Justicia de Galicia desestimó el recurso …

Es claro, …, que tales expresiones y afi rmacio-
nes han sido realizadas, no en el ámbito de una in-
tervención oral de carácter irrefl exivo, sino todo lo 
contrario, en un escrito promoviendo un incidente 
de nulidad de actuaciones que requiere una actitud 
refl exiva y razonada de lo que se pretende afi rmar; 
debe considerarse que tales expresiones han sido 
realizadas extramuros del derecho de defensa, 
pues en términos jurídicos exceden de la sana crí-
tica a la resolución que se impugna, comprobán-
dose que las expresiones antes señaladas presen-
tan una índole gratuita en cuanto, a todas luces, 
deben considerarse absolutamente innecesarias a 

los fi nes del ejercicio del derecho de defensa y en 
su conjunto deben ser ponderadas como una falta 
del respeto debido a la autoridad, califi cándose la 
corrección disciplinaria impuesta como benigna, 
máxime cuando el propio Ministerio Fiscal intere-
saba la deducción del oportuno testimonio para la 
incoación de diligencias penales".

… lo que no es en absoluto lícito es dar a la 
errata no ya el tratamiento de un error, sino el de 
un dato falso afi rmado de propósito para deses-
timar un recurso de reforma, pues ello supone la 
imputación a la Juez de algo más grave que una 
mera desatención … … Es posible, como dice 
el Fiscal, que en la tramitación de las diligencias 
en las que actuó el demandante como abogado 
se produjeran errores; también lo es que frente 
a ellos no es exigible al Abogado que ha de 
defender a una parte una actitud sumisa y 
comprensiva. No lo es menos, sin embargo, que 
en este caso el Abogado demandante ha vertido 
expresiones objetivamente descalifi cadoras de la 
Juez que a la vez eran manifi estamente innecesa-
rias para el ejercicio de la función que tenía en-
comendada, de modo que al imponérsele la más 
leve de las correcciones establecidas no se ha 
vulnerado su derecho a la libertad de expresión en 
el ejercicio de la defensa".

Por último, conviene saber que la Sala de lo Penal del Tribu-

nal Supremo, en Sentencia Nº 897/2010, de 20 de octubre, 

resolviendo respecto de los delitos de homicidio y lesiones por 

imprudencia –depósito de armas y explosivos– excede, para el 

cálculo de la indemnización, de su habitual incremento del 20% 

sobre el “baremo” de la LRCSCVM, para dar carta de naturaleza 

a la elevación del 50% sobre el referido "baremo".



entrevista a...

por Mª Carmen Ruiz-Matas Roldán

Javier Íscar de Hoyos

En esta ocasión la entrevista la realizamos 

a don Javier Íscar de Hoyos, abogado desde 

el año 1992; experto en arbitraje; autor de 

numerosos artículos y publicaciones; fun-

dador y secretario general de la Asociación 

Europea de Arbitraje (AEADE) –con la que 

recientemente nuestra Asociación ha firma-

do un convenio de colaboración, por lo que 

es un buen momento para dar a conocer su 

labor e importancia en nuestro panorama 

jurídico–; secretario general de la Corte In-

ternacional Hispano Marroquí de Arbitraje y 

miembro del Club Español del Arbitraje. Co-

labora como ponente asiduo, entre otras en-

tidades, con la Universidad Rey Juan Carlos 

de Madrid y el CEU San Pablo.
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¿Puede explicarnos en qué consiste la Asocia-
ción Europea de Arbitraje y cual es su objetivo 
principal?

La Asociación Europea de Arbitraje, Aeade, que 
nació en el año 2000, está inscrita en el Registro 
Nacional de Asociaciones con el número 166.770 
y administra arbitrajes como mecanismo de solu-
ción de confl ictos al amparo de la Ley de Arbitraje. 
Asimismo, entre sus funciones, la Asociación dis-
pone de un medio de resolución de controversias, 
de manera amigable, con la ayuda de un tercero 
neutral: la mediación, en la que el consentimiento 
de todas las partes es un requisito esencial para 
poder dar inicio a cualquier proceso.

Aeade ha sabido adaptarse a la gran diversidad del 
mundo de la empresa y a las distintas relaciones 
contractuales. Cada una de ellas requiere unos 
tiempos, unos expertos y un procedimiento distin-
to, por lo que la especialización ocupa un lugar pri-
vilegiado en el know-how de la Asociación.

El objetivo es administrar con éxito, y en la forma 
y plazos esperados por las partes, en sectores tan 
diversos como el bancario y fi nanciero, la construc-
ción, la ingeniería, los arrendamientos urbanos, los 
seguros, la propiedad horizontal, el transporte, las 
compraventas, las franquicias, las telecomunica-
ciones, los servicios…, consolidando el arbitraje 
como un instrumento jurídico efi caz para la resolu-
ción de todo tipo de confl ictos en aquellos supues-
tos permitidos por la Ley.

Por otro lado, la entidad sigue activamente con su 
política de divulgación del sistema arbitral en semi-
narios domésticos e internacionales, impartidos en 
universidades, escuelas de negocios y colegios de 
abogados.

La designación de árbitros es uno de los elementos 
más importantes de nuestro trabajo, dado que la 
especialización, cualifi cación y conocimiento de ma-

teria otorgan a las partes en confl icto la seguridad 
jurídica necesaria para confi ar en el arbitraje la so-
lución de sus confl ictos. El sector asegurador no es 
ajeno, ni mucho menos, a esta realidad, de ahí que 
sea necesario que las partes sepan que el árbitro 
será siempre un experto en la materia.

¿Cómo se encuentra organizada y quién la 
forma?

La Asociación Europea de Arbitraje, como asocia-
ción privada sin ánimo de lucro con sede central en 
Madrid y delegación en Barcelona, es una entidad 
que dedica enteramente su día a día al desarrollo y 
fomento del arbitraje como mecanismo de solución 
de confl ictos. Para ello, dispone de una plantilla de 
una veintena de personas estructurada para dar 
respuesta a los requerimientos de la actividad arbi-
tral de la manera más efectiva, y atendiendo a una 
serie de criterios de calidad que intentan responder 
a las necesidades de los usuarios del arbitraje.

La Junta Directiva, fruto de la Asamblea General, 
acuerda el nombramiento de un secretario general, 
Javier Íscar de Hoyos, de quien depende la organi-
zación de la Asociación, que estaría estructurada 



Revista de responsabilidad civil y seguro

109

entrevista

en
tr

ev
is

ta

hace cinco años el apoyo legislativo y judicial al 
arbitraje y el aumento de la confi anza de aboga-
dos y empresarios han hecho que sectores como 
la ingeniería, inmobiliario, propiedad intelectual e 
industrial, transportes, fi nanciero y seguros apues-
ten cada vez más por el arbitraje.

Con ocasión del reciente convenio de cola-
boración fi rmado con nuestra Asociación de 
Abogados Especializados en Responsabilidad 
Civil y Seguro, podría decirnos ¿cuáles son los 
instrumentos necesarios que habrá que poner 
en marcha para que el sometimiento de las 
partes al arbitraje pueda ser efectivo en el 
ámbito del contrato del seguro?

La Ley de Contrato de Seguro estipula, como tras-
posición de una Directiva Europea, en Artículo 76 
e. que el asegurado tendrá derecho a someter a 
arbitraje cualquier diferencia que pueda surgir en-
tre él y el asegurador sobre el contrato de seguro.

La relación asegurador/asegurado, en caso de 
confl icto, es muy sensible a la dilación en la reso-
lución de controversias siendo necesario buscar 
herramientas que lo faciliten.

Determinar la institución arbitral en las pólizas de 
seguro permitirá al asegurado y, en su caso, al 
asegurador acudir directamente a la institución, 
facilitando una solución rápida y efi caz de la con-
troversia.

La cláusula/convenio arbitral que se debe incluir en 
la póliza de seguro es la siguiente: "Toda contro-
versia derivada de este contrato o convenio o que 
guarde relación con él –incluida cualquier cuestión 
relativa a su existencia, validez, terminación, inter-
pretación o ejecución– será resuelta defi nitivamen-
te mediante arbitraje de Derecho, administrado por 
la Asociación Europea de Arbitraje de Madrid (Aea-
de), de conformidad con su Reglamento de Arbitra-
je vigente a la fecha de presentación de la solicitud 

en tres grandes áreas: la Dirección Jurídica, que 
englobaría a la Secretaría de Arbitraje y Mediación, 
al Comité de Garantías y Designaciones y al servi-
cio de Asesoría Jurídica; la Dirección Financiera, 
con los departamentos de Administración y Conta-
bilidad; y la Dirección Comercial, que engloba los 
departamentos de Expansión y Logística. Comuni-
cación y Marketing, considerado un departamento 
transversal dado que afecta a todas las áreas de la 
organización, se encuentra en dependencia directa 
del secretario general.

¿Cuáles son las materias o ámbitos en los 
cuales las partes se someten más al Arbitraje?

En el ámbito internacional no se concibe en las em-
presas y despachos abogados otra fórmula que no 
sea el arbitraje, debido a que el inversor, el con-
tratista o el empresario que invierte en otro país 
está incomodo sometiendo sus controversias a la 
jurisdicción local, por razones de cultura, idioma y 
de confi anza y seguridad jurídica.

En el ámbito interno, el sector de la construcción 
y servicios han sido los que, históricamente, han 
derivado sus controversias a arbitraje, pero desde 
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de arbitraje. El Tribunal Arbitral que se designe a 
tal efecto estará compuesto por un único árbitro".

En cuanto a la situación actual del Arbitraje y 
teniendo en cuenta la reforma de la Ley Arbi-
tral ¿cuáles son las reformas que entiende que 
dicha Ley debería incluir?

Algunas mejoras introducidas son loables; entre 
ellas, el apoyo al arbitraje societario, potenciar el 
papel de las instituciones arbitrales y la reasigna-
ción de las funciones de apoyo y control a las Salas 
de lo Civil de los Tribunales Superiores de Justicia, 
porque otorgan al arbitraje el valor real que tiene, 
y puede ayudar a España a atraer arbitrajes inter-
nacionales.

Sin embargo, el nombramiento judicial de árbitros 
es discutible, puesto que la inmediatez y cercanía 
del Juez de Instancia respecto del posible lugar del 
arbitraje permitía un nombramiento más ágil y ati-
nado. Por lo que la solución estaría en Jueces de 
Instancia con competencia exclusiva. 

El intervencionismo legislativo impidiendo el arbi-
traje de equidad es inadmisible, ya que ha de tener-
se en cuenta la libertad de las partes apoyada en la 
autonomía de la voluntad, que constituye la última 
ratio de la existencia de la institución arbitral. Aun-
que en menor medida que el arbitraje de derecho, 
el arbitraje de equidad tiene un papel importante, 
ya que, muchas controversias sobre cuestiones 
técnicas deben ser resueltas por economistas, au-
ditores, ingenieros, arquitectos…, con sujeción a 
la lex artis correspondiente. Suprimir el arbitraje de 
equidad signifi caría que esos profesionales nunca 
llegarán a ser árbitros en ese tipo de controversias 
para las que se encuentran, muchas veces, mejor 
capacitados que los abogados en ejercicio, por tra-
tarse precisamente de confl ictos técnicos.

Asimismo, hay otras modifi caciones controvertidas: 
la introducción de medidas que complementan la re-

gulación existente en materia de capacidad, respon-
sabilidad e incompatibilidades de los árbitros y la exi-
gencia de que los laudos estén siempre motivados. 

El arbitraje tiene vida propia y solamente se alimen-
ta de la voluntad de las partes y del principio de 
autonomía de voluntad y de pacto, por ser la esen-
cia del mismo. El apoyo de las instituciones, del Go-
bierno y de la Judicatura es necesario, pero tutelar 
y ordenar por Ley cuestiones que deben estar en 
la esfera de la autonomía de la voluntad puede con-
seguir el efecto contrario al deseado. Se debería 
buscar mayor uniformidad y mayor seguridad jurí-
dica para reforzar la institución arbitral como una 
solución alternativa a la jurisdicción. 

Volviendo al convenio fi rmado con nuestra 
Asociación, ¿cuáles son las pautas en las que 
se va a desarrollar la colaboración entre ambas 
asociaciones?

Aeade y la Asociación promoverán y desarrollarán la 
implantación del Arbitraje en las controversias que 
surjan especialmente dentro del campo asegurador, 
y sin perjuicio de su propuesta en otros ámbitos.

Para ello, la Asociación deberá promover la inclusión 
del convenio arbitral de Aeade en las condiciones 
particulares de las pólizas de seguro en las relacio-
nes asegurador/asegurado y, en su caso, la media-
ción, como herramienta alternativa tanto previa al 
arbitraje, como por sí sola; ambas entidades debe-
rán establecer un calendario para la difusión y pro-
moción del arbitraje entre los asociados y los cursos 
de formación gratuitos necesarios para ello; Aeade 
designará como árbitro experto a un abogado miem-
bro de la Asociación en los procedimiento arbitrales 
que se soliciten, cuando el confl icto sea del sector 
asegurador; la Asociación deberá recabar lista de 
árbitros, al objeto de nombramiento de árbitro, para 
los procedimientos arbitrales que se presenten en 
relación al sector asegurador (será necesario acre-
ditar experiencia y pericia).



legislación

Resolución de 20 de enero de 2011, de la Dirección 
General de Seguros y Fondos de Pensiones, por la 

que se publican las cuantías de las indemnizaciones 
por muerte, lesiones permanentes e incapacidad 

temporal que resultarán de aplicar durante 
2011 el sistema para valoración de los daños y 

perjuicios causados a las personas en accidentes de 
circulación.
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 OTORGADA LA CRUZ DE SAN RAIMUNDO 
DE PEÑAFORT AL SECRETARIO GENERAL 
DE LA ASOCIACIÓN

El 15 de enero de 2011 acaba de publicarse la Or-
den del Ministerio de Justicia otorgando la Cruz de 
San Raimundo de Peñafort a Don Javier López y 
García de la Serrana, a solicitud de la Asociación 
Española de Abogados Especializados en Respon-
sabilidad Civil y Seguro con motivo del X Aniversa-
rio de su fundación, por entender que concurren en 
el mismo méritos sufi cientes que lo hacen merece-
dor de dicha distinción. Esta condecoración es la 
máxima distinción que otorga el Ministerio de Justi-
cia a aquellos juristas de reconocido prestigio que 
hayan contribuido de forma relevante al desarrollo 
del Derecho, así como al perfeccionamiento de la 
doctrina jurídica y la jurisprudencia.

Entre las razones que motivaron a la Junta 
Directiva de la Asociación acordar –en su sesión 
celebrada en Madrid el 16 de marzo de 2009– la 
solicitud al Ministerio de Justicia de esta distinción, 
destacó el hecho de que nuestro secretario general 
fuera el precursor de la idea de constituir una 
asociación a nivel nacional de los letrados cuya área 
de actuación fuera la responsabilidad civil y el seguro, 
llevando a término dicha iniciativa y organizando en 
el año 2001 el congreso constituyente que supuso 
la fundación de la Asociación Española de Abogados 
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Especializados en Responsabilidad Civil y Seguro. 
Su labor no acabó con la constitución de nuestra 
Asociación, sino que ha continuado llevando el peso 
de la secretaría general de la misma durante estos 
últimos 10 años, así como la dirección de esta revista.

Su trabajo al frente de la Asociación ha moti-
vado la adhesión a la petición de esta condecora-
ción de numerosas instituciones del mundo de la 
abogacía española, entre la que destaca las del 
Consejo General de la Abogacía Española, el Con-
sejo Andaluz de Colegios de Abogados, el Consejo 
de la Abogacía de Castilla-La Mancha, el Consejo 
de la Abogacía de Castilla y León, el Consell dels 
Il·lustres Col·legis d’Advocats de Catalunya, el Con-
sejo de Colegios de Abogados de Aragón, el Conse-
jo Valenciano de Colegios de Abogados, todos los 
Colegios de Abogados de Andalucía (Granada, Má-
laga, Jaén, Almería, Córdoba, Lucena, Jerez, Cádiz, 
Sevilla, Huelva y Antequera), así como la práctica 
totalidad de los Colegios de Abogados del resto de 
España (incluyendo los más grandes, como Madrid, 
Barcelona, Valencia y Zaragoza) y otras Institucio-
nes como la Mutualidad de la Abogacía Española 
o el Instituto de Estudios Financieros y Tributarios.

Expresamente han manifestado su adhesión a 
la concesión de esta distinción destacados miem-
bros de la magistratura española, como son 
los Vocales del Consejo General del Poder Judicial, 
Excmos. Sres. D. Miguel Collado Nuño, D. Antonio 
Dorado Picón y D. Pío Aguirre Zamorano; los Ma-
gistrados del Tribunal Supremo, Excmos. Sres. D. 
Juan Antonio Xiol Ríos (presidente de la Sala 1ª), 
D. Antonio Salas Carceller, D. José Ramón Ferrán-
diz Gabriel, D. José Manuel Maza Martín, D. Aure-
lio Desdentado Bonete, D. Jesús Gullón Rodríguez 
y D. José Manuel López García de la Serrana; los 
Magistrados del Tribunal Superior de Justicia de 
Andalucía, Excmos. e Ilmos. Sres. D. Lorenzo del 
Río Fernández (presidente), D. Augusto Méndez 
de Lugo y López de Ayala (ex presidente), D. Je-
rónimo Garvín Ojeda, D. Miguel Pasquau Liaño y 

Dª Ana María Orellana Cano; los Magistrados de 
la Audiencia Provincial de Granada, Ilmos. Sres. D. 
José Requena Paredes (presidente), D. Antonio Ga-
llo Erena, D. Jesús Flores Domínguez y D. Enrique 
Pinazo Tolbes; los Magistrados de otras Audiencias 
Provinciales, Ilmos. Sres. D. Vicente Magro Server 
(presidente A.P. de Alicante), D. José Luis Seoa-
ne Spiegelberg (presidente A.P. de A Coruña), D. 
Eduardo Baena Ruiz (presidente A.P. de Córdoba), 
D. José Manuel de Paul Velasco (presidente A.P. de 
Sevilla), D. Manuel Estrella Ruiz (presidente A.P. de 
Cádiz), D. Antonio Marín Fernández (A.P. de Cádiz) 
y D. José Luis López Fuentes (A.P. de Málaga), así 
como numerosos magistrados y fi scales con des-
tino en los Juzgados de Granada, Málaga y Jaén.

La imposición de la referida condecoración, 
a cargo del presidente de la Sala 1ª del Tribunal 
Supremo, Excmo. Sr. D. Juan Antonio Xiol Ríos, 
tendrá lugar el próximo 1 de abril de 2011 en 
el Salón de Actos del Ilustre Colegio de Aboga-
dos de Granada, a las 19.00 horas, pudiendo 
asistir a este solemne acto todo aquel que esté 
interesado, celebrándose con posterioridad una 
cena-homenaje en el Hotel Nazaríes de Granada, 
para la que sí es preciso adquirir una invitación.

Pueden adquirirse las invitaciones para la 
Cena-Homenaje a través del correo-e de la se-
cretaría de la Asociación Española de Abogados 
Especializados en Responsabilidad Civil y Segu-
ro (secretaria@asociacionabogadosrcs.org) o 
bien llamando al teléfono 902 361 350, siempre 
antes del próximo 15 de marzo.
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 FIRMA DEL ACUERDO ALCANZADO CON AEADE

Al cierre de la edición 
de esta revista, el 27 
de enero de 2011, 
cumpliendo con lo 
acordado en la última 
Asamblea de la Aso-
ciación celebrada en 
Alcudia el pasado dia 
2 de Octubre, acaba 
de formalizarse en la 
Dirección General de 
Seguros, la fi rma del 
convenio de colabora-
ción entre la ASOCIA-
CIÓN ESPAÑOLA DE 
ABOGADOS ESPECIALIZADOS EN RC Y SEGURO y 
AEADE (Asociación Europea de Arbitraje de Dere-
cho y Equidad) para la implantación del arbitraje en 
el ámbito asegurado. Este convenio ha sido suscri-
to por D. Mariano Medina Crespo y D. Javier 
López y García de la Serrana, como presidente 
y secretario general, respectivamente, de la Aso-
ciación Española de Abogados Especializados en 
Responsabilidad Civil y Seguro, y D. Juan Ignacio 
Barrero Valverde y D. Javier Íscar de Hoyos, 
como presidente y secretario general, respectiva-
mente, de la Asociación Europea de Arbitraje de 
Derecho y Equidad (AEADE).

Estuvieron presentes en el acto por parte de 
la Dirección General de Seguros, D. Ricardo Lo-
zano Aragüés (Director General) y D. Sergio Ál-
varez Camiña (Subdirector General), así como 
numerosos directivos de entidades aseguradoras 
y miembros de ambas Asociaciones.

El contenido íntegro del convenio se puede ob-
tener tanto de nuestra página web como en la de la 
AEADE (www.aeade.org).

Cabe destacar, conforme al convenio fi rma-
do, que la AEADE se compromete para el supues-
to de arbitraje referido a cuestiones propias del 
seguro, y, sin perjuicio producirse también en 
otros campos, al nombramiento exclusivo de ár-
bitros entre los miembros de nuestra Asociación 
que lo hayan solicitado y hayan sido aceptados 
por el comité mixto formado al efecto entre am-
bas Asociaciones.

Existe, por tanto, la máxima colaboración en-
tre ambas Asociaciones para la implantación del 
arbitraje como mecanismo efi caz y alternativo a la 
jurisdicción ordinaria, así como para incentivar la in-
corporación en los contratos de la cláusula arbitral 
designando a AEADE para la administración del ar-

Comparecencia en la Dirección General de Seguros ante los medios de comunicación para explicar las venta-
jas del arbitraje en materia de seguros y la oportunidad del convenio fi rmado. 
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bitraje. La cláusula que se recomienda incorporar a 
los contratos, es:

«Toda controversia derivada de este contra-
to o convenio o que guarde relación con él –in-
cluida cualquier cuestión relativa a su existencia, 
validez, terminación, interpretación o ejecución– 
será resuelta defi nitivamente mediante arbitraje 
de Derecho, administrado por la Asociación Eu-
ropea de Arbitraje de Derecho y Equidad (Aeade), 
de conformidad con su Reglamento de Arbitraje 
vigente a la fecha de presentación de la solicitud 
de arbitraje. El Tribunal Arbitral que se designe a 
tal efecto estará compuesto por [tres/un único] 
árbitro[s] y el idioma del arbitraje será el [espa-
ñol/otro]. La sede del arbitraje será la corres-
pondiente al del partido judicial del domicilio del 
asegurado, considerándose dictado el Laudo en 
ese lugar».

Sin perjuicio de lo anterior y como quiera que 
para cumplir con lo dispuesto en el convenio suscrito 
se precisan árbitros, se ruega que aquellos que estén 
interesados en participar como árbitros, manden un 
breve “curriculum” a la Secretaría de la Asociación 
(secretaria@asociaciónabogadosrcs.org) para que, 
por parte del comité mixto formado a tal efecto por 
ambas Asociaciones, se valore cada propuesta y 
se proceda al nombramiento de árbitro. La actual 
Ley de Arbitraje determina que, para ser árbitro en 
derecho, se precisa ser abogado en ejercicio, con 
un mínimo de cinco años de experiencia.

Otro de lo objetivos del convenio es la formación 
de una sección dedicada al “arbitraje/seguros” con 
el objeto de incentivar el arbitraje entre las asegu-
radoras/asegurados/perjudicados etc..., por lo que 
los interesados en formar parte de ella también lo 
pueden comunicar a la anterior dirección de e-mail.

Los participantes en la fi rma del convenio: Javier López, secretario general de la Asociación, Sergio Alvarez, subdirector general de la DGS, Mariano 
Medina, presidente de nuestra Asociación, Ricardo Lozano, director general de la DGS, Juan Ignacio Barrero, presidente de AEADE y Javier Iscar, 
secretario general de AEADE.
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 JORNADA SEAIDA. LA REFORMA DEL BAREMO. 10 DE FEBRERO DE 2011. MADRID

El próximo 10 de febrero de 2011 tendrá lugar 
la jornada SEAIDA dedicada a 'La reforma del ba-
remo', que se desarrollará en el salón de actos de 
la Fundación Mapfre en Madrid, con el patrocinio de 
Unespa y la Fundación Mapfre.

La jornada se iniciará a las 9 de la mañana con 
la presentación de la misma, que correrá a cargo 
de la secretaria general de Unespa, Mirenchu del 
Valle Schaan; y el presidente de SEAIDA y catedrá-
tico de Derecho Mercantil de la Universidad Carlos 
III de Madrid, Rafael Illescas Ortiz.

Una vez fi nalizada la presentación, los asisten-
tes afrontarán el primer tema del día, una mesa 
redonda en la que se abordará el tema 'Aspectos 
relevantes del sistema' (9.30 a 11.30 horas). En 
ella se analizarán los principales puntos del sistema 
vigente; sistema legal y tasado de indemnización, 
ventajas y desventajas, así como la necesidad de 

revisión de las reglas generales y específi cas de 
valoración, de los factores correctores y de las se-
cuelas.

De igual forma, a lo largo de esta mesa redon-
da se abordarán los siguientes temas específi cos: 
La posición de la magistratura y fi scalía, que 
tendrá como especialistas en la materia a Juan An-
tonio Xiol Ríos (presidente de la Sala 1ª del Tribunal 
Supremo), José Manuel Maza Martín (magistrado 
de la Sala 2ª del Tribunal Supremo) y Elena Agüero 
Ramón-Llin (fi scal adscrita al fi scal de sala coordi-
nador de Seguridad vial); La posición de la doc-
trina científi ca, que contará con la presencia de 
María José Morillas Jarillo, catedrática de Derecho 
Mercantil de la Universidad Carlos III de Madrid; y 
para fi nalizar La posición del sector asegura-
dor, que estará dirigido por Cándido Hernández 
Martín, de la Mutua Pelayo, y con la que se llegará 
a una breve pausa para el café.
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Los asistentes volverán al trabajo con una 
nueva mesa redonda (12.00 a 14.00 horas), en 
esta ocasión dedicada al Fallecimiento, abordán-
dose temas como la indemnización básica, reglas 
específi cas y contenido económico de las Tablas; 
y factores de corrección por fallecimiento. Esta 
mesa contará con la presencia de Jesús Fernández 
Entralgo (magistrado de la Audiencia Provincial de 
Huelva), que explicará la posición de la magis-
tratura; Mariano Medina Crespo (presidente de 
esta Asociación, abogado y Doctor en Derecho), 
que expondrá la posición de la doctrina; y Luis 
Bermúdez (director de los Servicios jurídicos de 
Mutua Madrileña), que abordará la posición del 
sector asegurador.

La tercera mesa redonda, tras un parón para 
el almuerzo, girará en torno a la Indemnización 
por secuelas y por incapacidad temporal 
(16.30 a 18.00 horas), en la que se tratarán conte-
nidos como indemnizaciones por secuelas (Tablas 
III y IV), indemnizaciones básicas, clasifi cación de 
las secuelas y sistema de puntuación, concurren-
cia de secuelas, menoscabo preexistente o ajeno 
al accidente, contenido económico de las tablas, 
factores de corrección por secuelas (Tabla IV): 
reglas específi cas como pérdida de ingresos fu-
turos, cálculo de la cuantía, cómputo de ingresos 
anuales, coefi ciente multiplicador, perjuicios mo-

rales de familiares, etc. Para ello se contará con 
la presencia de Ángel Aguilera Rus (magistrado de 
la Audiencia Provincial de Madrid), que expondrá 
la posición de la magistratura; Abel B. Veiga 
Copo (profesor agregado de Derecho Mercantil 
en ICADE, que explicará la posición de la doc-
trina; y Carlos Nagore Archilla (subdirector de la 
Asesoría jurídica consultiva de Mapfre Familiar) y 
José Antonio Badillo Árias (jefe de siniestros del 
Consorcio de Compensación de Seguros), que se 
encargarán de analizar la posición del sector 
asegurador.

La jornada fi nalizará en su aspecto de trabajo 
con la cuarta mesa redonda (18.00 a 19.30 horas), 
en la que se abordará el tema 'Modifi caciones 
necesarias en la Tabla VI desde la perspectiva 
médica', que contará con especialistas de la talla 
de Javier Alonso Santos (jefe de los Servicios Médi-
cos de Mapfre); César Borobia Fernández (profesor 
titular de la Universidad Complutense de Madrid) y 
Presentación González Jiménez (médico perito de 
seguros).

La clausura de la jornada se iniciará a las 
19.30 horas con la intervención de Pilar González 
Frutos (presidenta de Unespa) y Filomeno Mira Can-
del (presidente del Instituto de Seguros de la Fun-
dación Mapfre).
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 CONGRESO INTERNACIONAL SOBRE DERECHO DE DAÑOS. 3 Y 4 DE MARZO DE 2011. 
MADRID
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RECIBA TODA LA INFORMACIÓN SOBRE LA ESPECIALIDAD 
INSCRIBIÉNDOSE EN LA

ASOCIACIÓN ESPAÑOLA DE ABOGADOS ESPECIALIZADOS
EN RESPONSABILIDAD CIVIL Y SEGURO

Solicita: su admisión como socio en la Asociación Española de Abogados Especializados en Responsabilidad Civil y Seguro, 
declarando no estar incurso/a en ninguna de las prohíbiciones e incompatibilidades establecidas en el Estatuto General de la 
Abogacía o en los Estatutos de la Asociación, comprometiéndose a satisfacer la cuota anual que fi je la Asamblea General, así 
como a respetar en su integridad las normas reguladoras de la Asociación.

Domiciliación Bancaria

Por Banco/Caja

DATOS BANCARIOS (les ruego se sirvan atender los recibos presentados para su cobro por Asociación Española de Abogados 
Especializados en Responsabilidad Civil y Seguro).

Fecha de nacimiento

Colegio ejerciente n.º año del Ilustre Colegio de Abogados de 

Con domicilio en 

C.P.Calle/Plaza n.º

D. N.I.F.:

Teléfono Fax e-mail

Provincia

CUOTA DE INSCRIPCIÓN (sólo una vez): 90,15 €; CUOTA TRIMESTRAL: 39,00 €

1.  Inclusión en el Listado Provincial de Asociados que se publica en la web.
2.  Accseso ilimitado y gratuito a la mayor Base de Datos de Jurisprudencia en materia 

de Responsabilidad Civil y Seguro a través de acceso on-line o CD interactivo. 
3.  Suscripción gratuita trimestral a esta Revista.
4.  Consultas especializadas en el Foro de Debate abierto en la web.
5.  Dto. 25% en el Congreso Nacional anual.
6.  Dtos. del 5% en distintas Editoriales.

VENTAJA PARA LOS ASOCIADOS

aEn de del año

Fdo.:

Banco o Caja

Dirección

C.P.

Titular de la cuenta

Población

Cuenta Corriente / Libreta de Ahorro:

Fecha:

Firma (imprescindible):

Remitir este boletín de inscripción al nº de Fax: 958 201 697 de la Asociación Española de Abogados Especializados en 
Responsabilidad Civil y Seguro. Asimismo puede inscribirse llamando al teléfono 902 361 350 o a través de la página web
www.asociacionabogadosrcs.org
De conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, se informa que sus datos personales se incorporaran en una base de datos informatizada de la que 
es responsable la ASOCIACIÓN ESPAÑOLA DE ABOGADOS ESPECIALIZADOS EN RESPONSABILIDAD CIVIL Y SEGURO con el fi n de mantener un listado de sus socios.
Ud. como titular podrá ejercitar sus derechos de acceso, rectifi cación, cancelación y oposición ante la ASOCIACIÓN ESPAÑOLA DE ABOGADOS ESPECIALIZADOS EN RESPONSABILIDAD CIVIL Y SEGURO a través del correo postal 
a, C/. Trajano, no 8 – 1a Planta-18002 Granada, indicando como referencia Protección de Datos. En dicho correo deberá especifi car qué derecho o derechos desea ejercitar y adjuntar una fotocopia del DNI para comprobar que 
es el propio interesado quien ejercita el derecho.








